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RESUMEN 

El artículo 55 de los principios de Limburgo sobre la Aplicación del Pacto Internacional 

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, define a la democracia como una sociedad 

que reconoce y respeta los derechos previstos en la Carta de las Naciones Unidas y la 

Declaración Universal de Derechos Humanos. Por lo tantose infiere por supuesto que 

también el cumplimiento de la Convención Americana de Derechos Humanos y 

esencialmente su artículo 26, se constituye en una labor destinada a preservar la democracia 

de todo Estado, es decir, que dicho ente asuma medidas económicas y técnicas para lograr 

en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados, la 

progresiva efectividad de los DESC. 

Los artículos 37, 77.I, 321.II de la Constitución boliviana, establecen como prioridad 

financiera y de la política fiscal del Estado, la atención de los derechos a la salud, educación, 

alimentación y vivienda. Por lo tanto, toda Ley del Presupuesto General del Estado, debe 

sujetarse a dichos mandatos constitucionales, concordantes con el artículo 26 de la 

Convención Americana de Derechos Humanos.  

Con base a los datos obtenidos de fuentes oficiales del Estado boliviano, se evidencia 

que el presupuesto general del Estado en sus planificaciones y ejecuciones presupuestarias, 

desde la gestión 2015, ha tenido regresiones en la asignación presupuestaria para salud, 

educación y vivienda, además de no existir ninguna asignación para el derecho a la 

alimentación desde una perspectiva prestacional directamente destinada a atender sectores 

más vulnerables.  

Ahora bien, la reducción en la asignación de recursos dispuesta en la Ley del 

Presupuesto General del Estado implica una regresión de los DESC, porque dicha 

regresividad como también la progresividad, deben ser medibles y sustentables. 

Considerando la premisa normativa interamericana que obliga disponer de los recursos 

disponibles por la vía legislativa y otros medios, es claro que la misma no puede tenerse por 

cumplida si es que en cada gestión de la Ley del Presupuesto General del Estado existen 

reducciones porcentuales de los recursos asignados para la atención de los DESC, 

particularmente de los derechos a la salud, educación, vivienda y alimentación, los cuales 

están taxativamente resaltados como prioritarios y primaria responsabilidad financiera del 

Estado boliviano según lo dispone su Constitución.   

En tal sentido, es preciso que el Tribunal Constitucional Plurinacional en 

cumplimiento estricto de los mandatos constitucionales establecidos en los artículos 37, 77.I 

y 321.II de la Constitución, pueda crear subreglas para depurar del ordenamiento jurídico 

asignaciones presupuestarias regresivas y no progresivas para la atención de los derechos 
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a la salud, educación, alimentación y vivienda; porque son contrarias al texto constitucional, 

así como al artículo 26 de la Convención Americana de Derechos Humanos.  
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ABSTRACT 

Article 55 of the Limburg Principles on the Implementation of the International 

Covenant on Economic, Social and Cultural Rights defines democracy as a society that 

recognizes and respects the rights enshrined in the Charter of the United Nations and the 

Universal Declaration of Human Rights. Therefore, given decades of international progress 

in human rights through the signing of treaties, it follows that compliance with the American 

Convention on Human Rights, and specifically Article 26, is also a task aimed at preserving 

the democracy of every State. This means that the State must adopt economic and technical 

measures to achieve, to the extent of available resources, through legislation or other 

appropriate means, the progressive realization of economic, social and cultural rights 

(ESCR). 

Articles 37, 77.I, and 321.II of the Bolivian Constitution establish the provision of the 

rights to health, education, food, and housing as a financial and fiscal policy priority of the 

State. Therefore, every General State Budget Law must comply with these constitutional 

mandates, in accordance with Article 26 of the American Convention on Human Rights. 

Based on data obtained from official Bolivian state sources, it is evident that the 

general state budget, in its planning and budget execution since 2015, has experienced 

setbacks in budget allocations for health, education, and housing. Furthermore, there is no 

allocation for the right to food from a service-based perspective directly intended to address 

the needs of the most vulnerable sectors. 

Now, the reduction in resource allocation stipulated in the General State Budget Law 

implies a regression of economic, social, and cultural rights (ESCR), because both 

regressivity and progressivity must be measurable and sustainable through tangible actions 

within the constitutional system of any state. Considering the Inter-American normative 

premise that mandates the allocation of available resources through legislative and other 

appropriate means, as established in Article 26 of the American Convention on Human Rights 

(ACHR), it is clear that this premise cannot be considered fulfilled if, in each fiscal year, the 

General State Budget Law includes percentage reductions in the resources allocated for 

addressing economic, social, and cultural rights (ESCR), particularly the rights to health, 

education, housing, and food, which are explicitly highlighted as priorities and the primary 

financial responsibility of the Bolivian State, as stipulated in its Constitution. 

In this regard, it is necessary that the Plurinational Constitutional Court, in strict 

compliance with the constitutional mandates established in Articles 37, 77.I, and 321.II of the 

Constitution, be able to create sub-rules to eliminate regressive and non-progressive budget 

allocations from the legal system for addressing the rights to health, education, food, and 
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housing. because they are contrary to the constitutional text, as well as to Article 26 of the 

American Convention on Human Rights. 
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SUBREGLAS PARA LA DECLARACIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA LEY QUE 
APRUEBA EL PRESUPUESTO GENERAL DEL ESTADO CONTRARIAS A LOS ARTÍCULOS 37, 

77.I y 321.II de la C.P.E. 

Antecedentes y Justificación  

Los derechos humanos en las últimas décadas, han evolucionado vertiginosamente, 

pero el estudio de su aplicación y preservación es una tarea permanente no solo de los 

sistemas de protección internacionales, sino también de los Estados que se consideran 

democráticos y de sus ciudadanos activamente comprometidos con su causa. 

Usualmente, los denominados derechos “civiles y políticos”, son los que se 

encuentran en la palestra judicial de los Estados y de los tribunales internacionales de 

Derechos Humanos; y en el caso particular del continente Americano, existen muchos casos 

vinculados con la violación del derecho a la vida, libertad, protección judicial, debido proceso, 

entre otros. 

En cambio, los Derechos Económicos Sociales y Culturales (en adelante DESC), de 

una amplia gama y riqueza teórica, en constante replanteamiento con base a la evolución 

de la realidad social; en pocas ocasiones han sido objeto de judicialización contenciosa en 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), debido a que están supeditados 

al principio de progresividad y de no regresividad, lo cual ha generado diversas opiniones 

doctrinarias y criterios jurisprudenciales sobre la su efectividad, alcances, forma y eficacia 

de su justiciabilidad. 

Más allá de que la progresividad de los DESC, sea todavía un espacio con bastante 

expectativa por desarrollarse académica y judicialmente por los Tribunales Internacionales y 

los Estados; su preservación y protección son de trascendental importancia en la vida 

democrática, puesto que los derechos a la vida y la dignidad humana, no son posibles 

ejercerse a plenitud solamente por la no intervención arbitraria del Estado, sino también 

mediante la adopción de políticas públicas de desarrollo humano, que permitan propiciar 

condiciones a los habitantes para acceder a un mejor servicio de  salud, educación, 

alimentación, vivienda, trabajo, seguridad ciudadana, y una diversidad de otros derechos 

que, en su conjunto, son factores decisivos para juzgar la calidad democrática de un Estado. 

La tendencia actual del Estado Constitucional de Derecho, concibe a los valores, 

principios y derechos fundamentales que consagra, como una línea rectora que debe 

trascender más allá de ideales, o teorías inaplicables y retóricas, para lo cual los Órganos 

de Poder son horizontalmente controlados entre sí respetando su independencia y funciones 

específicas. En tal sentido, es viable y necesario el ejercicio de un mecanismo jurídicamente 

válido, que pueda neutralizar asignaciones o determinaciones presupuestarias irracionales 
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del Órgano Ejecutivo y Legislativo, las cuales por más que sean votadas por la mayoría 

parlamentaria y cumplan el principio de legalidad desde un plano formal, no cumplen una 

función democrática entre tanto no sean orientadas a priorizar el desarrollo de los DESC.  

Resulta trascendental apuntar que, el artículo 55º de los principios de Limburgo, 

establece que, si bien no existe un modelo único de sociedad democrática, se podría 

considerar que una sociedad que satisface esta definición es la que reconoce y respeta los 

derechos previstos en la Carta de las Naciones Unidas y la Declaración Universal de 

Derechos Humanos; por lo tanto, una sociedad democrática puede considerarse como tal, 

si es que los DESC son potenciados y desarrollados respetando el principio de no 

regresividad.  

La asignación presupuestaria en Bolivia es en primera instancia elaborada por el 

Órgano Ejecutivo, y posteriormente aprobada por el Órgano Legislativo, y en caso de no 

hacerlo en un plazo de 60 días, de forma automática el proyecto del presidente se da por 

aprobado y a ser aplicado para la gestión correspondientes. Ambos órganos de poder como 

cualquier otro órgano en un Estado Convencional y Constitucional de Derecho deben 

someterse a los mandatos constitucionales que rigen, más aún a aquellos cuyo contenido 

tiene una disposición directamente aplicable y sin necesidad condicionar su ejecución 

mediante leyes que materialicen sus alcances.  

El artículo 321.II de la C.P.E. referente a la política fiscal, con meridiana claridad 

consagra que las asignaciones atenderán especialmente a la educación, salud, 

alimentación, vivienda y el desarrollo productivo. Este mandato, es concordante con lo 

establecido en los artículos 37 y 77.I de la norma suprema. Por lo tanto, existen disposiciones 

constitucionales expresas de priorización en la atención de derechos, las cuales no son 

aplicadas ni atendidas en la medida de los recursos disponibles y de forma progresiva por 

parte de los órganos de poder que deciden las leyes presupuestarias, incluso, existen 

regresiones presupuestarias que merman la atención de los derechos.  

Planteamiento del problema   

La aprobación de la Ley del Presupuesto General del Estado en Bolivia, por parte del 

presidente del Estado con o sin la aprobación de la Asamblea Legislativa Plurinacional dentro 

del plazo de 60 días desde su envío, jamás fue objeto de una acción de inconstitucionalidad 

que reclame incumplimiento del principio de progresividad de los Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales; y sea expulsada del ordenamiento jurídico por parte del Tribunal 

Constitucional Plurinacional. 

Si bien toda ley o norma generada por un Órgano de Poder, Entidad Territorial 

Autónoma, o Institución de cualquier naturaleza, puede ser objeto de juicio constitucional a 
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través del control normativo; la definición presupuestaria del Estado, se ha considerado no 

teóricamente pero sí en la práctica, una facultad discrecional del Órgano Ejecutivo y 

Legislativo, la cual en caso de intervenirse por parte de un control de constitucionalidad, 

podría generar -según un sector de opinión- la alteración del equilibrio de los órganos de 

poder y se incurriría en un activismo judicial incontrolable.  

Por las razones expuestas, con el objetivo de proteger el principio de progresividad 

de los derechos humanos, sin quebrantar el principio de separación de los órganos de poder; 

se precisa la generación de subreglas que puedan preservar ambos principios y el orden 

democrático del Estado Constitucional, para que sea declarada la inconstitucionalidad de 

una ley presupuestaria que no cumpla con lo expresamente establecido en los artículos 16, 

37, 77.I y 321.II de la Constitución Política del Estado.  

Formulación del Problema de investigación  

¿Qué subreglas deben regir para declarar la inconstitucionalidad de una ley que 

aprueba el presupuesto general del Estado, contraria a los artículos 16, 37, 77.I y 321.II de 

la Constitución boliviana, e incumpla el principio de progresividad en materia de derechos 

humanos y los fines esenciales del Estado, sin transgredir el principio de separación de los 

órganos de poder? 

Objeto de Estudio 

Declaración de inconstitucionalidad de una ley que aprueba el Presupuesto General 

del Estado – P.G.E., contraria a los artículos 16, 37, 77.I y 321.II de la Constitución boliviana. 

Campo de Acción  

Subreglas para la declaración de inconstitucionalidad de una ley que aprueba el 

presupuesto General del Estado, en correspondencia con el principio de progresividad en 

materia de derechos humanos y fines esenciales del Estado, en el marco del principio de 

separación de los órganos de poder. 

Objetivos  

Objetivo General  

Determinar qué subreglas deben regir para declarar la inconstitucionalidad de una 

ley que aprueba el presupuesto general del Estado, al evidenciarse el incumplimiento de los 

artículos 16, 37, 77.I,  321.II de la C.P.E., transversalmente conexo con el principio de 

progresividad en materia de derechos humanos, los fines esenciales del Estado y el principio 

de separación de los órganos de poder. 

Objetivos Específicos 
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- Caracterizar los alcances teóricos y jurisprudenciales de la acción de 

inconstitucionalidad, en su modalidades abstracta y concreta.  

- Definir alcances teóricos y jurisprudenciales del principio de separación de los órganos 

de poder.   

- Definir los alcances teóricos y jurisprudenciales del principio de progresividad y no 

regresividad de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

- Definir los alcances teóricos de los fines esenciales del Estado.  

- Definir los alcances teóricos y fundamentos de una Ley de Presupuesto General del 

Estado. 

- Diseñar una propuesta de subreglas con base en los fundamentos teóricos y 

jurisprudenciales analizados. 

Hipótesis 

Formulación de la hipótesis 

La existencia de subreglas que rijan la declaración de la inconstitucionalidad de una 

ley que aprueba del presupuesto general del Estado, permitirá el cumplimiento de los 

artículos 16, 37, 77.I y 321.II de la Constitución boliviana, así como del principio de 

progresividad en materia de derechos humanos y fines esenciales del Estado, sin transgredir 

el principio de separación de los órganos de poder. 

viiii  Breve conceptualización de las variables 

Variable Independiente: Cumplimiento del principio de progresividad en materia de 

derechos humanos y fines esenciales del Estado, sin transgredir el principio de separación 

de los órganos de poder. 

Principio de progresividad de los Derechos Humanos.- El principio de 

progresividad de derechos humanos implica su gradual atención y cumplimiento, es decir 

que, para la materialización de ciertos derechos se requiere la adopción de medidas a corto, 

mediano y largo plazo, pero procediendo lo más expedita y eficazmente posible. El principio 

de progresividad se ha relacionado particularmente con los derechos económicos, sociales 

y culturales, pero aplica también para los civiles y políticos, procurando por todos los medios 

posibles su satisfacción en cada momento (Comisión Nacional de los Derechos Humanos 

[CNDH], 2017). 

Este principio se relaciona de forma estrecha con la prohibición de retrocesos o 

marchas atrás injustificadas a los niveles de cumplimiento alcanzados, la “no regresividad” 
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en la protección y garantía de derechos humanos. (Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos [CNDH], 2017). 

Fines y funciones esenciales del Estado.- Como todo ente jurídico abstracto, el 

Estado tiene fines y funciones esenciales que respaldan el propósito de su existencia; los 

cuales están expresamente consagrados en el artículo 9 de la Constitución boliviana.  

Estos fines y funciones que otorgan el sentido del “ser” del Estado, y de los mismos 

emergen los principios, valores, derechos y normas estructurales organizativas. Por lo tanto, 

su cumplimiento debe ser materialmente evidente a través del correcto funcionamiento de 

sus órganos de poder, así como de las instituciones constitucionalmente reconocidas1, y del 

pueblo donde reside la soberanía conforme lo establece el artículo 7 de la Constitución 

boliviana.   

Principio de Separación de Poderes.- El profesor José Antonio Rivera, señala que 

el principio de separación de poderes consiste en la distribución de las funciones estatales 

entre los diferentes órganos del poder constituido, de manera que esa distribución se 

constituya en una limitación para cada órgano de poder, el que sólo podrá ejercer las 

potestades que forman parte de su competencia, sobre la base de la coordinación e 

interrelación. 

La Declaración Constitucional Nº 001/2006 de 16 de enero de 2006, ha señalado lo 

siguiente:  

…el principio de la separación de funciones o de los poderes del Estado surge como 

resultado de la búsqueda de mecanismos institucionales, orientada a evitar la 

arbitrariedad de los gobernantes y a asegurar la libertad de los gobernados; por esa 

razón, se decide separar el ejercicio del poder público entre diferentes ramas, de 

manera que no descanse únicamente en las manos de una sola y que los diversos 

órganos de cada una de ellas se controlen recíprocamente. En consecuencia, el 

principio de la separación de funciones o de los poderes del Estado significa que las 

diferentes funciones inherentes al ejercicio del poder del Estado son distribuidas a los 

distintos órganos, los que ejercen el poder público sobre la base de la coordinación e 

interrelación de funciones…” 

Variable Dependiente: Subreglas que rijan la declaración de la 
inconstitucionalidad de una ley que aprueba del presupuesto general del Estado 

 
1 Entiéndase a otras instituciones como, por ejemplo, el Tribunal Constitucional Plurinacional, a las entidades 
territoriales autónomas, Ministerio Público, Defensor del Pueblo, y otros entes estatales que no se constituyen 
parte de los cuatro órganos de poder reconocidos por el Estado Plurinacional de Bolivia. 
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Sub Reglas.- El Tribunal Constitucional Plurinacional, al ser el máximo contralor e 

intérprete de la Constitución, y ejercer un control tutelar, normativo y competencial de 

constitucionalidad; tiene atribuciones amplias que las ejerce orientadas a resguardar la 

aplicación estricta de la norma fundamental y el Bloque de Constitucionalidad.  

En torno a lo señalado, el Tribunal Constitucional Plurinacional, puede a través de 

una labor interpretativa con base a los principios generales del derecho y principios en 

materia de derechos humanos, crear “subreglas” las cuales se constituyen en directrices de 

cómo concebir y aplicar un principio, valor y norma constitucional cualquiera sea; dichas 

subreglas, permiten a los órganos de poder y a todos los ciudadanos con base al principio 

de seguridad jurídica, tener certeza de cómo y en qué circunstancias se aplican criterios 

rectores de aplicación constitucional. 

viiiii Operacionalización de las variables: 

Variables Dimensiones Indicadores 

Subreglas 

 

 

 

 

 

 

 

Principio de separación 
de poderes 

-Subreglas creadas a través 
de Jurisprudencia.  

-Subreglas como fuente de 
derecho. 

-Subreglas como pautas de 
aplicación de carácter 
vinculante.  

 

- Control Horizontal de los 
órganos de poder del 
Estado Constitucional de 
Derecho. 

- Límites y Funciones 
esenciales del Estado. 

- Límites a las atribuciones 
de los órganos de poder. 

Aceptación en la 
jurisprudencia y doctrina de 
las subreglas, como 
productos interpretativos 
válidos de la ley y la 
Constitución. 

 

 

Aplicación de los pesos y 
contrapesos en el ejercicio 
de control normativo 
constitucional.  

Nota: Elaboración propia.  

Diseño Metodológico: 

Tipo de Investigación  

La creación de sub reglas para la declaratoria de inconstitucionalidad de una Ley de 

Presupuesto General del Estado; amerita un amplio estudio de dos principios, como son el 

de progresividad, y el de separación de los órganos de poder, los cuales en el marco de los 

fines del Estado, generan una zona de tensión que debe ser analizada y explicada, para 
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armonizar los conceptos que viabilicen el diseño de sub reglas coherentes y aplicables, para 

la protección de la progresividad de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales ante 

leyes que aprueban el Presupuesto General del Estado – P.G.E. Por tanto, el tipo de 
investigación es propositiva. 

Métodos Lógicos  

HERMENEUTICO  

Es el estudio de la coherencia interna de los textos; es el estudio de la coherencia 

interna. Posibilita entender y comprender los significados de la institución o norma jurídica 

que se estudia. El sistema teórico puede ser interpretado de diversas formas según la 

posición. 

Este método se consideró oportuno de ser utilizado, para desarrollar los conceptos y 

teorías de los principios de progresividad, separación de los órganos de poder, así como los 

fines esenciales del Estado; porque a través de su cabal entendimiento desde la doctrina y 

jurisprudencia, fue posible conectar y contrastar sus elementos, que permiten la generación 

de las subreglas para la declaración de la inconstitucionalidad de una Ley Presupuestaria 

General del Estado.  

ANALÍTICO - SINTÉTICO 

Proceso mediante el cual se relacionan hechos aparentemente aislados y se formula 

una teoría que unifica los diversos elementos. Consiste en la reunión racional de varios 

elementos dispersos en una nueva totalidad, éste se presenta más en el planteamiento de 

la hipótesis (idea, toma de posición). Primero se descompone el todo en partes y se revelan 

relaciones (conclusiones). 

Con base al motivo explicado para el uso del método hermenéutico, la identificación de 

elementos con base al desarrollo de varios conceptos; permitió su sistematización racional 

y coherente que viabilizará diseñar o generar subreglas que estén enmarcadas en el principio 

de progresividad, de separación de órganos de poder, y fines esenciales a del Estado.  

Métodos Empíricos 

Técnicas e Instrumentos.- 

Con base a un enfoque cualitativo, se aplicaron: 

Entrevistas personales a connotados juristas expertos en el área constitucional, mediante 

un cuestionario abierto; quienes expresaron su criterio sobre la posibilidad de declarar la 

inconstitucionalidad de una Ley Presupuestaria del Estado, que sea contraria al principio de 
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progresividad y fines esenciales del Estado, sin que implique la transgresión del principio de 

separación de los órganos de poder.  

Población y muestra 

La muestra entrevistada estuvo conformada por 5 expertos en Derecho 

Constitucional, seleccionados bajo el tipo de muestreo no probabilístico intencional, en 

función al acceso y la posibilidad de expertos de brindar colaboración en la investigación. 

 



1 

CAPÍTULO I.  MARCO HISTÓRICO 

1.1 Transición del Estado de derecho al Estado Social de Derecho 

La palabra Estado deriva del término latino: “status” que significa: "condición o manera 

de ser” utilizado por los Romanos para señalar la manera de ser o la situación de una persona 

o cosa, palabra cuya significación además en ese momento era totalmente diferente al 

término griego de: “polis” o al propio término romano de: “civitas” referidos básicamente a la 

organización política de la sociedad (Valencia Vega, 1970, p. 159). 

Durante el renacimiento es en Italia donde se empieza a utilizar la palabra “statu” para 

distinguir la totalidad del territorio de las diversas regiones relativamente autónomas de la 

península itálica siendo Maquiavelo a quien se le atribuyó haber utilizado la palabra “statu” 

para referirse al cuerpo político soberano que tras popularizarse se tradujo al alemán como 

“staat”, al francés como “état”, al español como “estado”, al inglés como “state”, entre otras 

(Arias López, 2010, p. 13.) 

Entre otras definiciones de Estado, se pueden apuntar las siguientes: A) Es aquella 

comunidad humana que, dentro de un determinado territorio, reclama para sí (con éxito) el 

monopolio de la violencia física legítima. Es aquella comunidad humana que, dentro de un 

determinado territorio, reclama para sí (con éxito) el monopolio de la violencia física legítima 

(Weber, 1967, pp. 86-87). B) Es un ordenamiento jurídico para fines generales que actúa a 

través de un poder soberano en un territorio determinado, al que están subordinados 

necesariamente los individuos que pertenecen a él. (Bobbio, 1987, p. 45). C) Es un gobierno 

justo, con poder soberano, de varias familias y de lo que les es común, con potestad suprema. 

(Bodin, 1997, p. 67). D) Es la unidad política por excelencia, el status político de un pueblo 

organizado en un territorio cerrado. (Schmitt, 2009, p. 52).  

Respecto al origen y justificación del Estado existen diversas teorías como ser las siguientes 

(Valencia Vega, 1970, p. 167): 

- Teorías Teleológico – Religiosas que sostienen que el Estado es una creación divina. 

- Teoría de la Fuerza que considera que la figura del Estado surgió como resultado 

del dominio de los fuertes sobre los débiles. 

- Teorías Jurídicas cuyas variantes son la teoría patriarcal que sostiene que el Estado 

proviene de la familia, la teoría patrimonial que sostiene que el Estado fue creado para 

proteger la propiedad privada y la teoría contractual que sostiene que el Estado 

proviene de un contrato o pacto social celebrado para salir del denominado “estado 

de naturaleza”. 
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- Teorías Históricas o Sociológicas que refieren a que el Estado es un producto cultural 

cuya configuración fue determinada históricamente por cada sociedad en concreto.  

- Teoría de la Lucha de Clases que refiere a que el Estado materializa la pugna por el 

poder entre explotadores y explotados cuyas calidades se determinan por el modo y 

las correspondientes relaciones de producción. 

El concepto de Estado de Derecho se desarrolló en el constitucionalismo liberal e 

implica la subordinación del Estado a un ordenamiento jurídico estructurado a partir de una 

Constitución; es decir, es un resultado de la relación entre el poder estatal y el derecho; de 

forma que, conforme sostenía Hans Kelsen el derecho se constituye en el ámbito de validez 

del Estado y por ende en su límite. (Arias López, 2010, p. 33.) 

Por otra parte, se habla de “Estado de derecho” en la medida en que el sistema de 

poder se encuentre sometido a las reglas establecidas en las normas jurídicas. Fernández 

Segado amplía esta noción destacando que esta forma de Estado se sustenta en tres 

premisas: la “sujeción de los ciudadanos y los poderes públicos al ordenamiento jurídico”, la 

vigencia real del principio de la “división de poderes” el respeto del Estado al conjunto de 

valores sobre los que se asienta el sistema, que además impregna toda la legislación. La 

presencia activa de esas tres premisas garantiza la vigencia de los derechos de las 

personas. (Böhrt Irahola, s.f., p. 52). 

Ahora bien, el constitucionalismo liberal abarca el periodo que se extiende entre la 

primera Constitución escrita del mundo moderno –la de Estados Unidos (1787)– y la primera 

irrupción del constitucionalismo social en 1917, con la Constitución mexicana de Querétaro 

y, dos años más tarde, en 1919, con la Constitución alemana de la República de Weimar. Lo 

que denominamos constitucionalismo liberal se caracteriza por la primacía de la libertad, de 

una concepción moderna de la libertad. La libertad no solo es el valor a desarrollar, sino que 

se constituye en el eje ordenador de los textos constitucionales, debido a su explicitación en 

derechos individuales y en las posibilidades de organizar un Estado mínimo que favorezca 

el crecimiento de un liberalismo económico. (Rojas Tudela, 2018, p. 55). 

Ahora bien, el “Estado social” es aquel en el que la Constitución, dejando atrás la 

concepción liberal de la igualdad jurídica, incorpora cuatro parámetros para el 

funcionamiento político y social: el principio de la igualdad material de las personas; la 

consagración de los derechos económicos y sociales de la población; principios y normas 

básicas destinados a orientar el funcionamiento económico con equidad social y establece 

determinadas prestaciones a favor de las personas, con las que se garantiza una vigencia 

real mínima de los derechos económicos y sociales. La positivación constitucional de estos 

últimos, como se sabe, fue el aporte del “constitucionalismo social” que irrumpió en el mundo 
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después de la Primera Guerra Mundial bajo el influjo de la revolución mexicana, en América 

Latina, y del surgimiento del bloque soviético en Europa. (Böhrt Irahola, s.f., p. 52). 

Según la doctrina constitucional, el Estado social significa un modelo de organización 

social, política y económica basado en los valores supremos de la dignidad humana, la 

igualdad y la justicia, en el que la política estatal esté orientada a garantizarle a su población 

las condiciones básicas para una existencia digna de seres humanos, como seres dotados 

de un fin propio, y no cual simples medios para fines de otros; lo que significa que el papel 

del Estado no debe reducirse a resguardar el orden público y no interferir ni vulnerar las 

libertades de las personas, sino principalmente a contrarrestar las desigualdades sociales 

existentes y ofrecer a todos sus nacionales las oportunidades necesarias para desarrollar 

sus aptitudes y para superar las necesidades materiales. Ello implica que el Estado debe 

desplegar políticas orientadas, entre otras, a proteger y atender de manera especial a los 

sectores sociales con mayores desventajas, como aquellas que tengan debilidad manifiesta 

por su condición económica, por carencia de trabajo, o por la disminución de su capacidad 

física, prestándoles asistencia y protección necesarias en el marco de las posibilidades 

económicas que estén a su alcance. (Rivera, 2007, p. 17). 

En este entendido, la concepción del Estado de Derecho involucra implícitamente la 

idea de que el Estado no puede considerarse un fin en sí mismo sino un instrumento para la 

realización de las aspiraciones y objetivos de una determinada sociedad (art. 9 de la CPE) 

además implica la idea de que tampoco la actividad estatal puede justificarse con la sola 

finalidad que busca sino que debe adecuarse y respetar los procedimientos y las formas 

normativas establecidas de forma previa por la Constitución y la ley. (Arias López, 2010, p. 

33.)  

Ahora bien, el Estado constitucional de Derecho tiene como principal característica 

la generación de un proceso de constitucionalización del ordenamiento jurídico, proceso que 

consiste en la transformación de un ordenamiento jurídico al término del cual el mismo 

resulta totalmente impregnado por las normas de la Constitución y su sistema de valores 

supremos, así como de los principios fundamentales y los derechos y garantías 

constitucionales; de manera que la finalidad de ese proceso es que el Estado constitucional 

de Derecho cuente con un ordenamiento jurídico constitucionalizado. Como señala Ricardo 

Guastini, un ordenamiento jurídico constitucionalizado se caracteriza por una Constitución 

extremadamente invasora, entrometida, capaz de condicionar tanto la legislación como la 

jurisprudencia y el estilo doctrinal, la acción de los actores políticos, así como las relaciones 

sociales. (Rivera, 2007, p. 42). 
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Guastini (1998, p. 163), manifiesta que no todo Estado está provisto de Constitución: 

los Estados liberales son Estados constitucionales, o sea tienen Constitución; mientras que 

los Estados despóticos no son Estados “constitucionales”, es decir, carecen de Constitución. 

En este sentido del adjetivo “constitucional”, un Estado puede llamarse constitucional, o 

provisto de Constitución, si y sólo si satisface dos condiciones (disyuntivamente necesarias 

y conjuntivamente suficientes): a) por un lado, que estén garantizados los derechos de los 

ciudadanos en sus relaciones con el Estado; b) por otro, que los poderes del Estado (el 

Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo o de gobierno, el Poder Judicial) estén divididos y 

separados (o sea que se ejerzan por órganos diversos). Sin embargo, matiza dicha 

orientación -liberal- sustentada en la Declaración de los Derechos del Hombre y del 

Ciudadano, señalando también que desde otro punto de vista2, todo Estado tiene 

necesariamente su propia Constitución, la cual puede tratarse de una Constitución liberal o 

no liberal; puede tratarse de un conjunto de normas escritas o bien consuetudinarias. Estas 

normas, si son escritas, pueden estar o no recogidas en un único documento, pero, en todo 

caso, todos los Estados están provistos de una Constitución de cualquier tipo. 

Con base al breve desarrollo descriptivo de la evolución del Estado, se denota que 

dicho ente creado desde las diferentes teorías y sus conceptos representa una organización 

en cuyos elementos de población, territorio y poder, se alinea con estándares o comunes 

denominadores de conducta y obediencia que conciben un sistema dirigido por uno o varios 

gobernantes o apoderados de forma provisional o vitaliciamente según cada tipología. Estos 

estándares de conducta y obediencia, según las variables de cada sistema de gobierno 

(forma de organización del poder), abarcan tanto a gobernantes como gobernados, y sus 

características y alcances políticos, sociales, económicos y culturales, pueden ser 

gradualmente diferentes y hasta jerarquizados en sus estamentos conforme a las prioridades 

del Estado en un marco de regulación de la libertad de los gobernados (población). Ahora 

bien, en todo Estado cualquiera sea su identificación conceptual, el orden está garantizado 

a través del monopolio de la legal y legítima violencia; la legitimidad del ejercicio del poder 

se ampara por la vía del voto universal o calificado; o cualquier otro pilar tiene un mecanismo 

que operativiza su resguardo y prevalencia para la subsistencia misma del Estado y el 

sistema que lo identifica y ejerce.  

Sin embargo, los estándares o comunes denominadores de conducta y obediencia, 

conforme a la evolución política, social, cultural y económica, pueden cambiarse, modularse, 

o refundarse. Para los Estados Constitucionales y Sociales de Derecho, contemplan como 

 
2 Para Guastini, se puede convenir en que la Constitución son normas fundamentales de cualquier ordenamiento: 
a) las que determinan la llamada “forma de Estado”; b) las que determinan la “forma de gobierno”; y c) las que 
disciplinan la producción normativa. 



5 

estándar de conducta, la obediencia de gobernantes y gobernados a la Constitución, cuyo 

texto fundamental tipifica la organización no solamente del poder, sino también de la 

población y territorio; materializa la naturaleza del Estado en sus dimensiones política, social, 

económica y cultural. Sin embargo, la razón de ser de los Estados actuales, no solamente 

se supeditan a contemplar a una Constitución como el eje organizador de sus elementos 

constitutivos básicos y hacer prevalecer su existencia como una necesidad moderna para 

una coexistencia ordenada y pacífica de un grupo poblacional ubicado en un territorio 

determinado, sino que ahora demarca su núcleo esencial3 de existencia cimentado en sus  

postulados que le otorgan razón de ser a su existencia, es decir, cumplir aspiraciones que 

no pueden renunciarse ni desatenderse hasta el fin de los tiempos. El artículo 9 de la 

Constitución boliviana manifiesta lo siguiente:  

Son fines y funciones esenciales del Estado, además de los que establece la 

Constitución y la ley: 

1. Constituir una sociedad justa y armoniosa, cimentada en la descolonización, sin 

discriminación ni explotación, con plena justicia social, para consolidar las identidades 

plurinacionales. 

2. Garantizar el bienestar, el desarrollo, la seguridad y la protección e igual dignidad 

de las personas, las naciones, los pueblos y las comunidades, y fomentar el respeto 

mutuo y el diálogo intracultural, intercultural y plurilingüe. 

3. Reafirmar y consolidar la unidad del país, y preservar como patrimonio histórico y 

humano la diversidad plurinacional. 

4. Garantizar el cumplimiento de los principios, valores, derechos y deberes 

reconocidos y consagrados en esta Constitución. 

5. Garantizar el acceso de las personas a la educación, a la salud y al trabajo. 

6. Promover y garantizar el aprovechamiento responsable y planificado de los 

recursos naturales, e impulsar su industrialización, a través del desarrollo y del 

fortalecimiento de la base productiva en sus diferentes dimensiones y niveles, así 

como la conservación del medio ambiente, para el bienestar de las generaciones 

actuales y futuras. 

 
3 Entiéndase como núcleo esencial en lo que respecta la existencia de los elementos del Estado según la doctrina 
clásica: Población, Territorio y Poder. Pero estos ya no son suficientes para un Estado Constitucional y Social de 
Derecho, porque dichos elementos si bien otorgan la personalidad jurídica al Estado, pero sus propósitos y fines 
de ser, para su legitimidad ante los gobernados, deben ser cimentados en el bien común orientado a proteger y 
potenciar derechos y garantías fundamentales, entre ellos, los DESC.  
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La etimología de la palabra “fin” según la Real Academia de la Lengua Española, se 

define como intención, finalidad, propósito, objeto, objetivo, meta, destino, motivo. Por lo 

tanto, la actual Constitución no consagra por causalidad el referido artículo en su CAPÍTULO 

SEGUNDO: PRINCIPIOS, VALORES Y FINES DEL ESTADO, es decir, los cimientos 

primordiales del Estado Plurinacional de Bolivia, cuyos propósitos y motivos de ser y existir, 

entre otros, son los de garantizar el acceso a las personas a la educación, a la salud, y al 

trabajo, además de garantizar el cumplimiento de los principios, valores y derechos 

reconocidos en la Constitución.  

Por lo tanto, toda política de Estado debe estar destinada a cumplir con esos seis 

mandatos, y cualquier decisión de los circunstanciales mandatarios electos o designados en 

el ejercicio de la función pública, que violen por acción y omisión el cumplimiento de dichos 

fines, quebranta la identidad del Estado y su configuración esencial de orientación social 

destinada a la cobertura y protección de derechos y garantías de la población, conforme a 

los incisos 4) y 5), esencialmente.  

1.2 Breves antecedentes de la justicia constitucional boliviana 

Desde la aparición de las primeras Constituciones; es decir, la de los Estados Unidos 

de América en 1787, la francesa de 1791, la sueca de 1809 y la española de 1812 y su 

correspondiente teorización, se formularon diversas definiciones de “Constitución” entre las 

cuales se resaltan las siguientes más importantes según el profesor boliviano Boris Arias 

(2010, p. 33.):  

1) Para los contractualistas la Constitución no es más que la expresión del contrato 

social sea entre el Rey y el pueblo (Locke, Hobbes) o entre los miembros de una 

determinada sociedad (Rosseau); es decir, el acuerdo o pacto social tácito efectuado 

durante el estado de naturaleza luego se traduce en un texto constitucional. En este 

mismo sentido, se sostiene que la Constitución son las “reglas de juego” mediante las 

cuales los diversos grupos de poder de una determinada sociedad se enfrentan y por 

eso autores como Bobbio sostienen que la Constitución “…es un tratado de paz de 

actores estratégicos en conflicto…”.  

2) Para los revolucionarios franceses el concepto de Constitución no era formal sino 

de contenido así en el art. 16 de la Declaración de los Derechos del Hombre y el 

Ciudadano de 1789 sostuvieron que: “una sociedad en la que no esté asegurada la 

garantía de los derechos, ni reconocida la división de poderes no tiene Constitución”; 

de esta forma, entendieron que la organización estatal y social no puede ser 

cualquiera sino debía ser una organización garantista; de forma que, los Estados que 

a pesar de tener un texto escrito denominado “Constitución” no tenían división de 
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poderes, ni aseguraban el ejercicio de los derechos fundamentales, no tenían una 

Constitución.  

3) Ferdinand Lasalle sostuvo que la Constitución es: “…la suma de factores reales de 

poder en una nación…” así sostuvo que: “…los problemas constitucionales no son 

primariamente, problemas de derecho, sino de poder, la verdadera Constitución de un 

país solo reside en los factores reales y efectivos de poder que en ese país rigen, y 

las constituciones escritas no tienen valor ni son duraderas más que cuando dan 

expresión fiel a los factores de poder imperantes en la realidad social…”. De esta 

forma, Lasalle sostuvo que la Constitución debe reflejar y moderar a los factores reales 

que dependen de las circunstancias específicas de una determinada sociedad; así por 

ejemplo, en nuestro país en este momento son factores de poder los movimientos 

sociales, los partidos políticos, la Iglesia Católica, etc.  

4) Hans Kelsen sostuvo que la Constitución es: “…el fundamento de todo el derecho 

restante…”; de tal forma, que la Constitución al ser anterior a las demás normas y al 

fundamentar todo el ordenamiento jurídico, se constituye como una norma 

“fundamental” y el marco de validez del resto de normas; así por ejemplo, una ley, un 

decreto supremo o un estatuto autonómico son normas obligatorias porque así lo 

establece la Constitución que define el sistema de fuentes formales del derecho; de 

tal forma, que la Constitución se constituye en otras palabras como una fuente del 

derecho que regula las otras fuentes del derecho cuyo producto por ende no pueden 

contradecirla. La Constitución en este sentido, normativamente hablando encuentra 

su fundamento en sí misma y más específicamente en su legitimidad pues si 

encontrara su fundamento en otra norma obviamente dejaría de ser fundamental.  

5) Para Karl Shmitt fundador de la escuela “decisionista” la Constitución es el: 

“…resultado de una decisión política…”; de forma, que el fundamento y fuerza 

normativa del texto constitucional no se encuentra en el ámbito jurídico (en otra norma) 

sino en el político; es decir, en el acuerdo de diversos sectores estratégicos de la 

sociedad para constituirse en un Estado.  

6) Daza Ordarza, sostuvo que la Constitución es un “código fundamental”, Evans de 

la Cuadra un “documento solemne” y Alcides Alvarado “un conjunto de normas 

jurídicas” todos esos conceptos y otros similares refieren a que el texto constitucional 

por una parte organiza y estructura los órganos de poder del Estado (parte orgánica) 

y por otra contiene y desarrolla los principios, valores y derechos fundamentales (parte 

dogmática).  
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7) Para Quiroga Lavié, la Constitución es un conjunto de costumbres, valores y 

normas fundamentales no sancionatorias que deben desarrollarse por el legislador 

ordinario y por ende no aplicables de forma directa pues en cuanto establecen 

sanciones serían normas de naturaleza penal (ej. el art. 124 de la CPE), civil (ej. el 

art. 234 de la CPE), etc. pero no constitucional. 

Para Guastini (1998, p. 162), el término “Constitución” es usado en el lenguaje 

jurídico (y político) con una multiplicidad de significados (cada uno de los cuales presenta 

muy diversos matices). Será suficiente distinguir los cuatro significados principales, que son 

los siguientes: a) en una primera acepción, “Constitución” denota todo ordenamiento político 

de tipo “liberal”; b) en una segunda acepción, “Constitución” denota un cierto conjunto de 

normas jurídicas: grosso modo, el conjunto de normas —en algún sentido fundamentales— 

que caracterizan e identifican todo ordenamiento; c) en una tercera acepción, “Constitución” 

denota —simplemente— un documento normativo que tiene ese nombre (o un nombre 

equivalente); d) en una cuarta acepción, en fin, “Constitución” denota un particular texto 

normativo dotado de ciertas características “formales”, o sea de un peculiar régimen jurídico. 

La Constitución es entendida actualmente no sólo de manera formal, como 

reguladora de las fuentes del Derecho, de la distribución y del ejercicio del poder entre los 

órganos estatales, sino como la Ley Suprema que contiene los valores, principios, derechos 

y garantías que deben ser la base de todos los órganos del poder público, en especial del 

legislador y del intérprete de la Constitución. Así, en el Estado constitucional de Derecho, las 

Constituciones tienen un amplio programa normativo, con principios, valores, nutridos 

catálogos de derechos y garantías, que vinculan a todos los órganos de poder y en general, 

a toda la sociedad y, en ese sentido, contienen diferentes mecanismos jurisdiccionales y un 

órgano especializado para velar por el cumplimiento de sus normas, frente a la lesión o 

incumplimiento, dando vigencia al principio de supremacía constitucional. (Tribunal 

Constitucional Plurinacional de Bolivia, 2011). 

1.2.1 Sobre el modelo constitucional antes de la vigencia del control concentrado a 
través del Tribunal Constitucional 

De acuerdo a la investigación del profesor José Antonio Rivera, Bolivia a lo largo de 

su historia republicana adoptó los modelos de control de constitucionalidad político y 

jurisdiccional, este último, con un sistema difuso y luego especializado y concentrado. El 

modelo de control difuso de constitucionalidad vigente entre 1861 a 1938, tuvo las siguientes 

características (Rivera, 2007, p. 55): 

a) En lo que refiere a los alcances del control, abarcaba a dos ámbitos: 1) El 

normativo, es decir, el control sobre las leyes, decretos y cualquier género de 
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resoluciones de carácter normativo general, labor ejercida a través de la acción de 

inaplicabilidad por inconstitucionalidad; 2) El competencial, es decir, el control sobre 

el ejercicio de las atribuciones y competencia otorgadas por la Constitución y las 

leyes a las autoridades públicas, labor desempeñaba a través de recurso directo de 

nulidad. Esto significa que estuvo excluido del sistema el control tutelar de los 

derechos fundamentales.  

b) Respecto a los órganos encargados de ejercer el control normativo de 

constitucionalidad, el modelo era mixto; pues de un lado, tenía, los elementos del 

control difuso en la medida en que todos los jueces y tribunales judiciales, al resolver 

un caso concreto, podían inaplicar la disposición legal que consideren 

inconstitucional; y, de otro, la Corte Suprema de Justica ejercía un control 

concentrado por la vía de la acción de inaplicabilidad por la inconstitucionalidad. 

c) Con relación a los efectos de las decisiones emitidas en el control normativo, éstas 

tenían efecto inter partes, que no anulaban la disposición legal declarada 

inconstitucional simplemente declaraban la nulidad persistente disponiendo su 

inaplicación al caso concreto.  

El modelo de control que tuvo su vigencia entre los años de 1938 a 1999, con relación 

al anterior tuvo la variante de haberse incluido el control tutelar de los derechos 

fundamentales, inicialmente a través del recurso de hábeas corpus, aprobado mediante 

referéndum popular 1931 e incorporado a la Constitución en la Convención Nacional 

Constituyente; posteriormente con la adopción del amparo constitucional en la Asamblea 

Nacional Constituyente de 1967, y la promulgación del Código de Procedimiento Civil (1975) 

que introdujo el recurso contra las resoluciones legislativas y el recurso contra impuestos 

ilegales. Por lo demás se mantuvieron las demás características ya descritas anteriormente. 

(Rivera, 2007, p. 56).   

Es preciso resaltar con referencia a la Constitución de 1967 que, en su título 10 de 

su parte cuarta a la primacía de la Constitución, que contenía los arts. 228 y 229, por un 

lado, proclamaban que la Constitución es la ley suprema del ordenamiento jurídico nacional, 

estando obligados los tribunales, jueces y autoridades a aplicarla con preferencia a las leyes; 

mientras que, por otro, se determina que los principios, garantías y derechos 

constitucionalmente reconocidos no pueden ser alterados por las leyes que regulen su 

ejercicio, ni necesitan de reglamentación para su cumplimiento. Si bien, ambos preceptos 

son inequívocos en sus respectivas formulaciones, caracterizándola normativamente de lex 

superior. (Corrales, 2003, p. 74). 
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Con referencia al rendimiento de la justicia constitucional entre los años 1991 a 1998, 

el profesor Rivera (2007, p. 57 - 58) recolectó los siguientes datos que son elocuentes: 

TIPO DE 
RECURSO O 
ACCIÓN 

Núme
ro de 
causa
s 

Admiti
das 

Resuelt
as en el 
fondo 

Declara
das con 
perenci
ón  

No 
resuelta
s o 
archiva
dos sin 
resoluci
ón 

Declara
das 
probada
s 

Tiempo 
promedi
o de 
decisio
nes de 
fondo 

Acción de 

inaplicabilidad 

por 

inconstituciona

lidad  

258 251 119 89 24 23 3 ½ 

años 

Recursos 

Directos de 

Nulidad 

490 321 139 - 91 58 2 ½ 

años 

Nota: Cuadro de elaboración propia con base a fuente de consulta. 

Con relación a las acciones tutelares, en el sistema anterior, no todos los recursos 

de hábeas corpus (hoy denominado acción de libertad) y amparo constitucional eran 

remitidos a la Corte Suprema de Justicia en grado de revisión, no obstante que las normas 

previstas por la Constitución disponían que la remisión se efectúe de oficio. Los recursos de 

hábeas corpus eran resueltos en un promedio de 1 ½ año, en cambio con referencia a los 

amparos constitucionales, la Corte Suprema asumió la tesis de negativa de procedencia de 

éste recurso contra resoluciones judiciales pasadas en aparente calidad de cosa juzgada, 

quedando en impunidad aquellos procesos desarrollados con graves vulneraciones a los 

derechos y garantías fundamentales, además, que dichos recursos eran resueltos en el 

plazo de 1 año y 3 meses. (Rivera, 2007, p. 58) 

1.2.2 Creación del Tribunal Constitucional 

En marzo de 1993, en cumplimiento del Acuerdo del 9 de julio de 1992, formalizado 

entre el presidente de la República, Jaime Paz Zamora, y los jefes de los partidos políticos, 

se convocó un Congreso extraordinario para tratar, entre otros asuntos, el relativo a la Ley 
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de necesidad de Reforma de la Constitución prevista por el art. 230 de la misma como paso 

previo a la reforma definitiva de aquélla. (Corrales, 2003, p. 77). 

Con posterioridad, el propio Presidente remitió al Congreso Nacional el Proyecto de 

Ley, previamente concertado con los partidos políticos con mayor presencia parlamentaria, 

dicho Proyecto logró superar los dos tercios de los votos en cada Cámara, siendo así 

sancionada la llamada Ley de Necesidad de la Reforma de la Constitución Política del 

Estado, el 31 de marzo de 1993, promulgándose por el presidente constitucional interino de 

la República, Luis Ossio Sanjinés, el 1 de abril de 1993 como Ley No. 1473, la misma que 

incidía sobre diversos aspectos de la Constitución. La reforma de mayor significación que 

introducía la norma legal era la creación de un Tribunal Constitucional. (Urcullo Reyes, 1993, 

p. 167). 

Esta Ley No. 1473, del 1 de abril de 1993, dedicaba de modo específico un título ad 

hoc al Tribunal Constitucional, el título cuarto, integrado por los arts. 121, 122 123 y ubicado 

en la parte segunda de la Constitución, cuyos rasgos más relevantes según el profesor 

boliviano Rafael Corrales, eran: A) Consideración del Tribunal como un órgano 

independiente de los demás órganos del Estado y sometido tan solo a la Constitución. B) 
Atribución al Tribunal Constitucional de las funciones de control de la constitucionalidad y de 

interpretación judicial de la Constitución. C) Conformación de un Tribunal integrado por cinco 

magistrados elegidos de entre jueces, fiscales, catedráticos y profesionales, con título de 

abogado en provisión nacional y con más de diez años de ejercicio profesional idóneo, que 

reúnan además idénticas condiciones que para ser senador. D) Atribución a este órgano de 

un amplísimo elenco de competencias, hasta nueve diferentes, extraídas en su mayor parte 

de las reconocidas en el texto inicial de la Constitución a la Corte Suprema. E) Otorgamiento 

de la legitimación para recurrir en las acciones de carácter abstracto y remedial relativas a 

la inconstitucionalidad de las leyes y otras normas jurídicas al Presidente de la República, a 

un tercio de los diputados o senadores y al Fiscal General de la República. (Corrales, 2003, 

p. 74). 

En un inicio, la creación del Tribunal Constitucional generó bastante rechazo en 

diversos sectores; entre los más sobresalientes, el propio Poder Judicial a través de la Corte 

Suprema de Justicia, que el 29 de marzo de 1993 emitió un pronunciamiento con el siguiente 

contenido: 

“(…) Significaría en los hechos, un inaudito atentado contra el régimen de la 

juridicidad puesto que la Corte Suprema quedaría reducida, en su función específica, 

a una rutinaria labor de tribunal de casación o para la solución de los recursos de 

nulidad en los trámites ordinarios, olvidando que la Corte Suprema no es solo el más 
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alto Tribunal de Justicia de la República , sino el custodio de la moral pública que 

debe proteger a la sociedad de los abusos del poder, el respeto a la ley y el imperio 

del Derecho.”4  

La animadversión y rechazo de miembros de la Corte Suprema por la creación de un 

cuerpo colegiado especializado para el control y resguardo de la Constitución, apuntaban a 

que ya no se considerarían como los incuestionables y únicos guardianes de la “moral 

pública” que proteja a la ciudadanía del abuso de poder; sino que ahora, un cuerpo colegiado 

especializado, asumiría una labor extraordinaria que precautele la parte dogmática, 

axiológica y organizativa de la Constitución con base a la generación de una identidad y 

criterios con base a estándares internacionales y nuevas doctrinas contemporáneas. Es 

decir, con base a los datos y estudios elaborados por el profesor Rivera, se evidencia que la 

entonces Corte Suprema de Justicia, además de evidenciar una considerable mora judicial 

en la resolución de acciones de libertad y de amparo constitucional, no tenía una visión 

institucional que permita traslucir un compromiso por renovar y replantear el funcionamiento 

institucional de la justicia constitucional, procurando los medios logísticos y capacitación de 

recursos humanos tendientes a mejorar la perspectiva de fortalecimiento y vigencia material 

de la Constitución.  

El derecho constitucional hasta antes de la creación del Tribunal Constitucional en 

Bolivia, no tenía un norte ni doctrina que genere una identidad propia; lo cual por supuesto, 

generaba incertidumbre sobre la real y eficaz protección de la Constitución, porque no existía 

un órgano compuesto de peritos actualizados con las nuevas tendencias y doctrinas 

aplicadas en Europa y Latinoamérica, que desarrollaban mecanismos no solo teóricos, sino 

institucionales, para que sean aplicados a la realidad boliviana, con el meridiano objetivo de 

la preservación de la democracia a través de una justicia constitucional independiente, y 

liberada de criterios anacrónicos sobre la concepción del Estado Legislativo de Derecho, 

todavía imperante porque los magistrados a cargo de la Corte Suprema habían tenido una 

formación en esa concepción y así ejercían la administración de justicia ordinaria y también 

constitucional.  

Entre los antecedentes de la implementación del control constitucional en Bolivia a 

través de un órgano especializado, es preciso recordar que en virtud a la Ley No. 1585 de 

Reforma a la Constitución Política del Estado, promulgada en fecha 12 de agosto de 1994, 

se introdujeron diversas modificaciones al texto constitucional que se hallaba vigente sin 

cambio alguno desde el año 1967 hasta ese entonces, incluyendo la creación por mandato 

 
4 Contenido extraído de: VARGAS, Alan. “Justicia Constitucional en Bolivia (1999 – 2019)” Tomo II. Editorial Kipus. 
Primera edición. 2019. Pág. 131. 
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constitucional, del Tribunal Constitucional en la vida institucional boliviana. (Vargas, 2019, p. 

129). En febrero del año 1995 fue promulgada la Ley No. 1615, del 6 de febrero de 1995, la 

cual incidió de modo sustancial el diseño dado por la Ley de Necesidad de la Reforma al 

Tribunal Constitucional, en cuanto se refiere a que: A) El Tribunal Constitucional dejó de ser 

objeto del título cuarto, es decir, de un título específico de la Constitución, para pasar a ser 

regulado por un capítulo tercero que se ubica dentro del título relativo al Poder Judicial. B) 
Correlativamente, el art. 116 de la norma constitucional, que enumera los órganos que 

ejercen el Poder Judicial, incluye entre ellos tanto a la Corte Suprema de Justicia y a las 

Cortes Superiores de Distrito y Tribunales y jueces de instancia como al Tribunal 

Constitucional, finalizando el referido precepto con la previsión de que el Consejo de la 

Judicatura forma parte del Poder Judicial. C) Al Tribunal pasó a atribuirle ahora el art. 116 el 

ejercicio del control de la constitucionalidad, con omisión de toda referencia a la 

interpretación judicial de la Constitución. D) Se determinó específicamente, el mecanismo 

de elección del Presidente del Tribunal Constitucional. E) Se modificaron las condiciones de 

elegibilidad de los magistrados, que ahora pasan a ser idénticas que las requeridas para ser 

ministro de la Corte Suprema. F) Se amplió la legitimación para interponer la acción de 

inconstitucionalidad, quedando habilitado para ello cualquier senador o diputado, frente a un 

tercio de los senadores o diputados requerido en la Ley de Necesidad de la Reforma, 

ampliándose de igual modo dicha legitimación al Defensor del Pueblo. G) Se habilitó al 

Tribunal para conocer y resolver sobre la constitucionalidad de tratados o convenios con 

Gobiernos extranjeros u organismos internacionales. H) Finalmente, se suprimió la previsión 

relativa a la irrecurribilidad de los autos del Tribunal Constitucional. (Corrales, 2003, p. 80). 

El profesor José A. Rivera (2007, p. 23) señaló que, para la configuración de un 

sistema de control de constitucionalidad efectivo e idóneo que cumpla con su misión de 

máximo guardián y último intérprete de la Constitución, debían cumplirse los siguientes 

presupuestos jurídicos: A) Constitución total o parcialmente rígida; B) Órgano de Control 

Independiente; C) Facultades decisorias del órgano de control y; D) Derecho de los 

particulares para solicitar el control; E) Sometimiento de toda actividad estatal al control. 

La constitución total o parcialmente rígida, refiere a que la Constitución esté ubicada 

en la cima de la jerarquía normativa del Estado, y pueda ser reformada mediante 

mecanismos y procedimientos extraordinarios y especiales, distintos a los que se emplean 

para reformar una ley ordinaria; lo que supone que deberá ser reformada o por el poder 

constituyente derivado (Asamblea Constituyente o Referéndum Popular), o por el poder 

constitucional reformador (el Congreso Nacional con un procedimiento extraordinario y una 

votación cualificada, para cuyo efecto es investido del poder reformador); ello significa que 
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les está prohibido a los órganos del poder constituido el modificar la Constitución a través de 

sus actos o decisiones. (Rivera, 2007, p. 24) 

Parece más oportuno tratar la rigidez constitucional como una cualidad graduable: 

una Constitución puede ser más o menos rígida, más o menos flexible. Naturalmente, no 

disponemos de una precisa unidad de medida para medir el grado de rigidez de una 

Constitución. Sin embargo, se puede convenir que el grado de rigidez de las diversas 

Constituciones depende del grado de complejidad del procedimiento de reforma 

constitucional: en suma, del grado de dificultad de la reforma. Para aclarar este punto, es 

suficiente hacer una revisión sumaria de algunas Constituciones europeas vigentes. 

(Guastini, 1994, p. 178). 

El Poder Constituyente, deriva de la capacidad, potestad y poder que tiene la 

población constituida en ciudadanía para adoptar un pacto social y político, para así 

organizarse jurídica y políticamente; de manera que es la voluntad suprema y extraordinaria 

en cuyo ejercicio se da nacimiento y personalidad al Estado, dotándole de un orden social, 

económico, político y jurídico expresado en la Constitución que se constituye en la Ley 

Suprema del ordenamiento jurídico. (Rivera, 2012, p. 19). 

Con referencia al órgano de control independiente, significa que el mismo debe ser 

un organismo distinto y separado de los órganos cuyos actos, decisiones o resoluciones 

controla, constituyéndose en una jurisdicción especializada en resolver las controversias 

constitucionales. (Rivera, 2007, p. 25).  

Se trata de constituir una jurisdicción constitucional autónoma y especializada, para 

lo que, a decir de Peter Häberle (2005, pp. 121-126), citado por el profesor Rivera, deben 

concurrir un conjunto de elementos esenciales para su configuración, entre los que se 

pueden citar de manera enunciativa y no limitativa los siguientes: a) El estatus de la 

jurisdicción constitucional como un órgano constitucional, que garantice su independencia 

de los demás órganos de poder a quienes controla que sus actos estén subordinados a la 

Constitución. b) La legitimación democrática, referida al procedimiento de designación de 

los miembros de la jurisdicción constitucional, lo que supone que dicho procedimiento debe 

estar en la cadena de legitimación del pueblo, a través de un ente representativo como lo es 

el órgano legislativo, con base a criterios de idoneidad y transparencia. c) Garantizar el 

principio de publicidad, no solo como la base de la organización para el estatus de la justicia 

constitucional y el proceso de conformación de la jurisdicción constitucional, sino en su 

cotidiano desempeño también. d) El desarrollo una actividad jurisprudencial racional 

caracterizada por la aplicación de la ley y el Derecho. e) Un estándar común mínimo de 

competencias y funciones de la jurisdicción constitucional, tendiente a resolver y vigilar la 
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garantía evolutiva de los derechos fundamentales, la protección de la democracia y el Estado 

Constitucional de Derecho, el equilibrio de poderes, el pluralismo político y la protección de 

las minorías. f) La configuración de procesos constitucionales, a través de los cuales se 

ejerce el control de constitucionalidad.  

Al respecto, cabe manifestar que el sistema constitucional boliviano y de otros 

Estados inmersos en el neoconstitucionalismo, el Tribunal o Corte Constitucional, al ser el 

último intérprete de la Constitución, se constituye en una forma de suprapoder, porque todos 

los demás órganos de poder (ejecutivo, legislativo, judicial, electoral), deben acatar las 

decisiones de los magistrados constitucionales, sin embargo, su independencia en el caso 

boliviano, ha sido frecuentemente cuestionada por acusaciones de intervención del Órgano 

Ejecutivo en sus determinaciones. 

En lo que respecta a las facultades decisorias del órgano de control, implica que el 

mismo tenga la plena capacidad, facultad y potestad de adoptar por sí mismo decisiones 

definitivas y no revisables por los otros órganos del poder público. En consecuencia, 

corresponde: a) No solo la Constitución ni la Ley Orgánica debe regular su organización y 

funcionamiento, sino que los jueces que la integran, asuman la firme convicción de que 

deben resolver las controversias constitucionales sometidas a su competencia adoptando 

decisiones firmes y sólidas sobre el fondo del proceso, sin rehuir la responsabilidad 

acudiendo a vicios o defectos formales en que aparentemente hubiesen incurrido las partes. 

b) Las decisiones adoptadas por la jurisdicción constitucional deben ser definitivas, no 

susceptibles de revisión por otros órganos de poder del Estado, y tengan un carácter 

obligatorio y vinculante. c) Si la controversia constitucional versa sobre la incompatibilidad o 

inconformidad de una disposición legal ordinaria con la Constitución, la decisión asumida 

que declare su inconstitucionalidad debe tener un efecto general o erga omnes, de manera 

que sea expulsada del ordenamiento jurídico. (Rivera, 2007, p. 29)  

Sobre el derecho de los particulares para solicitar el control, está referido a lo que en 

doctrina se conoce como la legitimación activa. Tomando en cuenta que el control de 

constitucionalidad abarca no sólo el ámbito normativo sino la vigencia y el ejercicio de los 

derechos fundamentales, el análisis del tema corresponde ser abordado en esas dos 

dimensiones. (Rivera, 2007, p. 30) 

Actualmente, el control tutelar puede activado por cualquier persona que considere 

que sus derechos fundamentales estén siendo amenazados o vulnerados por un funcionario 

público o persona particular. Sin embargo, en lo que respecta el control normativo, 

actualmente se tiene el de carácter abstracto y el concreto, el primero solamente puede ser 
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activado por determinados funcionarios públicos5, y el segundo, por cualquier persona que 

dentro de un proceso de cualquier naturaleza, considere que la norma adjetiva o sustantiva, 

es contraria al orden constitucional.  

Por último, el sometimiento de toda actividad estatal al control, que surgen en virtud 

al principio de primacía de la Constitución, sobre el que se configura el sistema constitucional 

del Estado, ello supone que la Constitución se vuelve una fuente de legitimación del poder 

público, y el fundamento de toda otra norma jurídica, por lo que tanto las disposiciones 

legales ordinarias, cuanto las decisiones y resoluciones de las autoridades públicas deben y 

tienen que subordinarse a la Constitución que expresa el sistema de valores supremos, 

principios fundamentales, derechos y garantías constitucionales. (Rivera, 2007, p. 32) 

La transición del Estado Legislativo de Derecho al Estado Social Constitucional de 

Derecho, era necesario de abordar a través de aproximaciones conceptuales y descriptivas, 

porque permite evidenciar que el contenido social de las Constituciones de los Estados, 

orientan sus propósitos y políticas a la protección y expansión de los Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, los cuales en el caso de la Constitución boliviana, no están únicamente 

consagrados en su dimensión dogmática, sino también axiológica y epistemológica a través 

de los fines y funciones esenciales consagrados en el artículo 9°, y del mismo modo estos 

también están contemplados en la parte orgánica como una prioridad presupuestaria de la 

política fiscal en el artículo 321.II. 

Ahora bien, el desarrollo histórico de la justicia constitucional ejercida antes por la 

Corte Suprema de la Nación, para posteriormente serlo por el Tribunal Constitucional, 

renombrado como Tribunal Constitucional Plurinacional a partir del año 2009, evidencia un 

proceso de alrededor de 25 años los cuales pueden considerarse suficientes para 

comprender de manera expansiva el rol fundamental de dicho tribunal para la protección de 

la Constitución, en sus dimensiones axiológica, dogmática y orgánica. Este cuerpo colegiado 

pergaminos jurídicos idóneos, es un garante de los derechos fundamentales preservados de 

origen y primordialmente por un Estado Plural y Social, comprometido con acortar las 

brechas sociales de desigualdad e inequidad.  

Este decisivo rol del Tribunal Constitucional en la democracia y preservación de un 

Estado no desde un sentido meramente formal ni mucho menos de considerarse un fin en sí 

mismo, sino más bien de un ente cuyos fines y funciones esenciales de contenido social 

 
5 ARTÍCULO 74 del Código Procesal Constitucional: Están legitimadas y legitimados para interponer la Acción de 
Inconstitucionalidad Abstracta, la Presidenta o Presidente del Estado Plurinacional, cualquier miembro de la 
Asamblea Legislativa Plurinacional o de los Órganos Legislativos de las Entidades Territoriales Autónomas, las 
máximas autoridades ejecutivas de las Entidades Territoriales Autónomas, así como la Defensora o el Defensor 
del Pueblo. 
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inéditamente han sido consagrados de forma escrita en el texto constitucional; tiene una vital 

importancia ante las falencias e incumplimiento de los órganos ejecutivo y legislativo, 

respectivamente, ante su desatención de la progresiva protección y expansión de los 

Derechos Económicos Sociales y Culturales, principalmente en sus asignaciones 

presupuestarias insuficientes. Es decir, el rol jurisdiccional del Tribunal Constitucional 

Plurinacional debe asumir decisiones jurídicas con consecuencias políticas que están 

amparadas en la propia Constitución Política del Estado y su texto aprobado por la Asamblea 

Constituyente, conforme posteriormente se desarrollará en el presente trabajo.  

1.2.3 Procedimiento de las leyes presupuestarias en la Constitución de 2 de febrero 
de 1967 

El Capítulo cuarto de “Rentas y presupuestos” de la Constitución boliviana de 1967, 
el artículo 147° “Presentación del Presupuesto” establecía: 

El Poder Ejecutivo presentará al Legislativo, dentro de las treinta primeras sesiones 

ordinarias, los proyectos de ley de los presupuestos nacionales y departamentales. 

Recibidos los proyectos de ley de los presupuestos, deberán ser considerados en 

Congreso dentro del término de sesenta días. 

Vencido el plazo indicado, sin que los proyectos hayan sido aprobados, estos 

tendrán fuerza de ley. 

Nótese que, la actual Constitución boliviana vigente desde febrero de 2009, contiene 

una similar redacción6, es decir, la facultad del Órgano Ejecutivo de enviar el proyecto de ley 

de presupuesto general del Estado, el cual, aprobado o no por el Órgano Legislativo, 

terminará adquiriendo fuerza de ley en un plazo de sesenta días. 

Por otra parte, el Artículo 148° referente a los límites a los Presupuestos 

extraordinarios, la Constitución de 1967 consagraba: 

El Presidente de la República, con acuerdo del Consejo de Ministros, podrá decretar 

pagos no autorizados por la ley de Presupuesto, únicamente para atender 

necesidades impostergables derivadas de calamidades públicas, de conmoción 

interna o del agotamiento de recursos destinados a mantener los servicios cuya 

paralización causaría daños. Los gastos destinados a estos fines no excederán del 

uno por ciento del total de egresos autorizados por el Presupuesto Nacional. 

 
6 Artículo 158.I inc. 11) de la Constitución de 2009: Aprobar el Presupuesto General del Estado presentado por el 
Órgano Ejecutivo. Recibido el proyecto de ley, éste deberá ser considerado en la Asamblea Legislativa 
Plurinacional dentro del término de sesenta días. En caso de no ser aprobado en este plazo, el proyecto se dará 
por aprobado. 
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Los Ministros de Estado y funcionarios que den curso a gastos que contravengan lo 

dispuesto en este Artículo serán responsables solidariamente de su reintegro y 

culpables del delito de malversación de caudales públicos. 

Salvo el último párrafo que advertía la comisión del delito de malversación para 

ministros y funcionarios; la actual Constitución boliviana de 2009 también contempla en su 

redacción una facultad excepcional también al presidente de disponer de no más del 1% del 

total de egresos del Presupuesto General del Estado - P.G.E. para la atención de 

necesidades impostergables.7 

Por otra parte, el artículo 1° de la Constitución de 1967, establecía que Bolivia se 

constituía en un Estado Social, en tal sentido, el título segundo del Régimen Social, en el 

artículo 164° referente a la Asistencia y salud pública, establecía: 

El servicio y la asistencia sociales son funciones del Estado, y sus condiciones serán 

determinadas por ley. Las normas relativas a la salud pública son de carácter 

coercitivo y obligatorio. 

Tal como se consagraba, el servicio y asistencia sociales eran funciones del Estado, 

es decir, un mandato que la Constitución le obligaba a dar cumplimiento a través de políticas 

públicas. A comparación del artículo 9 y 321.II de la actual Constitución, el texto resulta 

escueto, pero no menos importante de destacar que la función de prestación de asistencia 

social consagrada, es un importante precedente para ejemplificar que los derechos sociales 

desde antes del año 2009, ya tenían una consagración que orientaba al Estado a cumplir 

con la atención y protección de derechos sociales.  

1.3 Tratados y Convenios Internacionales referentes a los DESC  

Es evidente que la concepción “progresiva” o de atención paulatina de los DESC, 

denotaba que su materialización efectiva por parte de los Estados miembros no sea motivo 

de -al menos en las primeras décadas-  análisis jurídico contencioso de su justiciabilidad 

ante su desatención; porque se entendía que su aplicación debía ser delegada y atendida 

por los órganos de “poder político” como ser el ejecutivo y legislativo, y no así por el órgano 

judicial cuya misión era la de evitar los abusos del poder y resguardar las libertades 

fundamentales de las personas, o más específicamente los denominados derechos de 

primera generación.  

 
7 Artículo 339.I de la Constitución de 2009: El Presidente de la República podrá decretar pagos no autorizados 
por la ley del presupuesto, únicamente para atender necesidades impostergables derivadas de calamidades 
públicas, de conmoción interna o del agotamiento de recursos destinados a mantener servicios cuya paralización 
causaría graves daños Los gastos destinados a estos fines no excederán del uno por ciento del total de egresos 
autorizados por el Presupuesto General. 
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Ahora bien, la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 26 de 

agosto de 1789, emergente de la Asamblea Nacional Constituyente de la Revolución 

Francesa, si bien no contenía en ninguno de sus artículos derechos sociales como hoy se 

los entiende y concibe, no es menos cierto que en su preámbulo con meridiana claridad 

manifiesta que la declaración tiene el propósito de recordar a los ciudadanos sin cesar, sus 

derechos y sus deberes; así como para vigilar los actos del poder legislativo y del poder 

ejecutivo, y estos sean más respetados (legítimos), y también para que las reclamaciones 

de los ciudadanos, fundadas desde principios simples e indiscutibles, redunden siempre en 

beneficio del mantenimiento de la Constitución y de la felicidad de todos. 

El referido preámbulo es lo que podría entenderse, la semilla política y jurídica de los 

derechos humanos y el rol del Estado en su protección, y que marcó para varios 

historiadores, un hito en el fin del mundo moderno y el inicio de la era contemporánea. Otro 

pilar fundacional de la declaración de 1789 que trascendió a los sistemas actuales es la 

vigilancia a la que está sometido el Estado por parte de los ciudadanos, como medio de 

limitación al poder y sus diversas formas de organización. Es trascendental resaltar dicha 

declaración, en el entendido de que el resguardo de los derechos implica la vigencia de la 

Constitución, y, por ende, dicha premisa no es ajena de ser entendida y aplicada como tal 

en la actualidad para los derechos económicos sociales y culturales, consagrados 

ampliamente en la Constitución boliviana y sobre los cuales se ha consagrado como 

prioridad de la política fiscal y la asignación de recursos para su atención y potenciación.  

A decir del profesor Carlos Villán Durán (2009, p. 9), el primer texto en el que se 

reconocieron los DESC en la historia de la humanidad fue en la “Declaración rusa de los 

derechos del pueblo trabajador y explotado”, del 4 de enero de 1918, año en que terminó la 

primera Guerra Mundial, en plena época de desarrollo de la Revolución rusa. Esta 

Declaración se redactó al calor del marxismo ascendente de la época y de los valores propios 

de la Revolución rusa, en oposición a lo que hasta entonces se entendía por derechos 

humanos en la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, de la Revolución 

francesa (1789), en la Declaración de Derechos de Virginia (12 de junio de 1776) y en la 

Declaración Americana, de la independencia de Estados Unidos (4 de julio de 1776). 

Cada uno de esos precedentes representa una concepción individualista de los 

derechos humanos, como también de los derechos civiles y políticos, y por lo tanto se pierde 

la visión de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Por el contrario, en la 

Declaración Rusa se hace eco de las reivindicaciones económico-sociales de la clase 

trabajadora y de la Revolución Industrial del siglo XIX en Europa, y por primera vez se 

presenta el embrión de los futuros DESC, esto es, el derecho al trabajo, a un salario digno, 

al descanso, a la jubilación, a la educación, al sufragio universal (derecho a participar activa 



20 

y pasivamente en todo proceso electoral) en una época en que las mujeres no tenían el 

derecho al voto, ni el derecho de asociación y de libertad sindical, lo cual constituyó la base 

de los derechos reivindicativos básicos de la clase trabajadora. En la época de la Revolución 

Industrial esos derechos básicos no eran reconocidos, los trabajadores estaban sometidos 

a una explotación económica y social sin derechos. (Villán Durán, 2009, p. 10) 

1.3.1 Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948  

El derecho internacional de los derechos humanos, al ser una rama del derecho 

internacional público, no fue abstraído del proceso de codificación tanto a nivel internacional 

como regional. Tras el término de la Segunda Guerra Mundial, los Estados estaban 

determinados a dignificar a la persona humana, a brindarle la protección internacional que 

fuera necesaria. En este cometido, las organizaciones internacionales y regionales 

asumieron un papel fundamental en el proceso de creación normativa (Simma, 1993, p. 174). 

Al inicio de sus labores, Naciones Unidas estableció como área prioritaria la identificación y 

elaboración de las obligaciones en materia de derechos humanos. 

El artículo 25 de la Declaración Universal, consagra que, toda persona tiene derecho 

a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y 

en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios 

sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, 

enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia 

por circunstancias independientes de su voluntad. 

En conclusión, en 1948 a nivel mundial los derechos sociales fueron catalogados y 

consagrados como vectores para los Estados y sus políticas internas, para su atención y 

protección.  

1.3.2 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

Tras la adopción de la DUDH, en 1966 se adoptaron dos Pactos con carácter 

vinculante sobre derechos específicos: el PIDCP, y el PDESC. Posteriormente hubo un 

desarrollo mucho más especializado de protección, y se concluyeron tratados en temas 

particulares.8 

 
8 Como ejemplo cabe mencionar: Los instrumentos universales de los Derechos Humanos son: La Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas  las Formas de Discriminación Racial (1965), Convención sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación  contra la Mujer (1979), Convención contra la Tortura y otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (1984), Convención sobre los Derechos del Niño (1989), 
Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares 
(1990), Convención Internacional para la Protección de todas las personas contra las Desapariciones Forzadas, 
y la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (2006). Fuente: Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, disponible en: <http://www2.ohchr. 



21 

El pacto internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, entró en rigor 

el 03 de enero de 1976, con 31 artículos; cuyo contenido más relevante, se expone a 

continuación:  

DERECHO ARTÍCULO 

Trabajo, libremente escogido y aceptado, 

en condiciones equitativas y satisfactorias. 

6 y 7 

Fundación de sindicatos y la huelga 8 

Seguridad social y seguro social 9 

Familia y asistencia familiar, atención y 

protección prioritaria a madres en 

gestación y posterior al alumbramiento, 

protección al trabajo de menores 

10 

Alimentación, vestido y vivienda 

adecuados, y a una mejora continua de las 

condiciones de existencia; protección 

contra el hambre. 

11 

Disfrute del más alto nivel posible de salud 

física y mental. 

12 

Educación, gratuidad de la enseñanza 

primaria, secundaria, superior. 

13, 14 

Participación en la vida cultural, protección 

de los intereses morales y materiales por 

producciones científicas, literarias o 

artísticas; libertad de investigación 

científica para la actividad creadora. 

15 

Nota: Cuadro de elaboración propia con base a Pacto internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales. 

 
org/spanish/law/index.htm> 
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El artículo 16 del Pacto, crea el Consejo Económico y Social, el cual a través del 

Secretario General de las Naciones Unidas, los Estados miembros enviarán informes sobre 

las medidas que hayan adoptado, y los progresos realizados, con el fin de asegurar el 

respeto a los derechos reconocidos en el PIDESC. 

El Consejo Económico y Social podrá: 1) Hacer o iniciar estudios e informes con 

respecto a asuntos internacionales de carácter económico, social, cultural, educativo y 

sanitario, y otros asuntos conexos, 2) Hacer recomendaciones sobre tales asuntos a la 

Asamblea General, a los Miembros de las Naciones Unidas y a los organismos 

especializados. 3) Hacer recomendaciones con el objeto de promover el respeto a los 

derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos, y la efectividad de tales 

derechos y libertades. 4) Formular proyectos de convención con respecto a cuestiones de 

su competencia para someterlos a la Asamblea General. 5) El Consejo Económico y Social 

podrá convocar, conforme a las reglas que prescriba la Organización, conferencias 

internacionales sobre asuntos de su competencia. 6) Tomar las medidas apropiadas para 

obtener informes periódicos de los organismos especializados; hacer arreglos con los 

Miembros de las Naciones Unidas y con los organismos especializados para obtener 

informes con respecto a las medidas tomadas para hacer efectivas sus propias 

recomendaciones y las que haga la Asamblea General acerca de materias de la competencia 

del Consejo. (Naciones Unidas, 1945). 

1.3.3 Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa 
Rica) 

El Pacto de San José de Costa Rica, en su artículo 26, referente al Desarrollo 

Progresivo de los DESC, consagra lo siguiente: 

Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno 

como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, 

para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de 

las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en 

la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo 

de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros 

medios apropiados. 

El artículo 26 de la CADH es la solitaria cláusula del capítulo III, dedicado a los 

derechos económicos, sociales y culturales. Esta disposición ha sido poco aplicada por los 

órganos de protección del Sistema Interamericano, y ha recibido relativamente poca atención 

doctrinaria. Tal situación puede ser explicada por diversos factores, tales como el contexto 

histórico de crecimiento del Sistema Interamericano, el relativo aislamiento del artículo 26 en 
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la Convención, la particular técnica remisiva de su redacción, o el tardío desarrollo normativo 

de la noción de “progresividad” en materia de derechos económicos, sociales y culturales. 

En los últimos años, se ha registrado un lento avance en la materia en el trabajo de la Corte 

y de la Comisión Interamericanas, aunque la jurisprudencia existente es aún insuficiente para 

ilustrar de manera completa los distintos desafíos interpretativos que plantea esta cláusula. 

(Courtis, 2014, p. 656). 

Es de trascendental necesidad que la progresividad consagrada en el artículo 26, sea 

una piedra angular para el orden democrático que obligue a siempre mejorar la atención y 

protección de los DESC mediante políticas públicas del Estado, es decir, esté prohibido de 

asumir medidas regresivas para los derechos de esta clasificación. Ahora bien, la vía 

legislativa que señala dicho artículo, denota que la “atención progresiva” de estos derechos, 

debe efectuarse a través del congreso u órgano legislativo, sin embargo, no descarta que 

puedan existir otros medios apropiados para tal misión, como por ejemplo la jurisdicción 

constitucional vigente en los Estados Constitucionales de Derecho, y que será motivo de 

análisis posterior para denotarlo como una convencional-constitucional y legítima vía para 

reclamar la mayor atención presupuestaria de los DESC.  

Otro factor no menos importante de resaltar son los “recursos disponibles” para la 

atención de los DESC que, así lo condiciona el artículo 26 de la Convención. Es lógico que 

esta limitación tiene el propósito de evitar pedidos o programas fuera de la realidad 

económica de un Estado, sin embargo, aquello no implica que la progresividad de los DESC 

o más aún su prohibición de regresividad, sean excusables por la mera retórica de falta de 

recursos de un Estado. El proceso y diseño presupuestario tiene según cada organización 

política y económica local, complejos sistemas y fases que en primera instancia pueden 

difuminar o enervar una concreta vía jurisdiccional para exigir la su justiciabilidad, pero su 

conclusión deriva en una ley o norma presupuestal que rige la distribución económica del 

Estado; y en el caso boliviano y su Constitución, la política fiscal demarca un mandato 

establecido en el artículo 321.II estableciendo como prioridad presupuestaria a la educación, 

la salud, la alimentación, la vivienda y el desarrollo productivo, concordantes con los artículos 

16, 37 y 77.I, respectivamente. 

1.3.4 Protocolo adicional a la convención americana sobre derechos humanos en 
materia de derechos económicos, sociales y culturales "Protocolo de San 
Salvador" 

El Protocolo de San Salvador, surge considerando la estrecha relación que existe 

entre la vigencia de los derechos económicos, sociales y culturales y la de los derechos civiles 

y políticos, por cuanto las diferentes categorías de derechos constituyen un todo indisoluble 
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que encuentra su base en el reconocimiento de la dignidad de la persona humana, por lo cual 

exigen una tutela y promoción permanente con el objeto de lograr su vigencia plena, sin que 

jamás pueda justificarse la violación de unos en aras de la realización de otros. (Organización 

de los Estados Americanos [OEA], 1988). 

Si bien los derechos económicos, sociales y culturales fundamentales han sido 

reconocidos en anteriores instrumentos internacionales, tanto de ámbito universal como 

regional, se consideró de gran importancia que éstos sean reafirmados, desarrollados, 

perfeccionados y protegidos en función de consolidar en América, sobre la base del respeto 

integral a los derechos de la persona, el régimen democrático representativo de gobierno, 

así como el derecho de sus pueblos al desarrollo, a la libre determinación y a disponer 

libremente de sus riquezas y recursos naturales, y considerando que la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos establece que pueden someterse a la consideración 

de los Estados partes reunidos con ocasión de la Asamblea General de la Organización de 

los Estados Americanos proyectos de protocolos adicionales a esa Convención, con la 

finalidad de incluir progresivamente en el régimen de protección de la misma otros derechos 

y libertades. (Organización de los Estados Americanos [OEA], 1988). 

1.4 Constitución de Querétaro como un antecedente los DESC en Latinoamérica 

Conforme los datos expuestos por el profesor Rojas Tudela (2018, p. 58), el 

constitucionalismo social se desarrolló desde la Constitución mexicana de Querétaro de 

1917 y la Constitución alemana de Weimar de 1919, y se extendió durante todo el siglo XX, 

aunque es posible encontrar una ruptura (una variación, una reformulación de contenidos) 

con la Constitución canadiense de 1982, la cual inauguró el denominado constitucionalismo 

pluralista. Es preciso apuntar que, en la Constitución de Querétaro no existía la consagración 

de ningún DESC, salvo el de la educación primaria elemental del artículo 11.IV, que, para 

mayor precisión, era configurado como una obligación de los habitantes del Estado. En lo 

que respecta el derecho al trabajo, no existía tal consagración, sino un deber de 

empadronarse en el municipio para registrar el oficio que se ejerce para su subsistencia, y 

la facultad de regular mediante leyes el trabajo, conforme lo expresa el artículo 63.XXXVI. 

La revolución mexicana se había iniciado en nombre de la democratización del 

régimen político, sin embargo, pronto adquirió un marcado cariz social. El movimiento 

antirreeleccionista promovido por Francisco Madero coincidió con la irrupción de otros 

movimientos de reforma social como los propugnados por los hermanos Flores Magón o por 

los líderes campesinos Emiliano Zapata (1879-1919) y Doroteo Arango, conocido como 

Pancho Villa (1878-1923). (Pissarello, 2011, p. 119). 
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Buena parte de los postulados libertarios defendidos por los hermanos Flores Magón 

encontraron eco en las posiciones de Zapata, líder campesino de Morelos e impulsor de un 

enérgico programa de reforma agraria conocido como Plan de Ayala. Tras varios años de 

lucha en los que el campesinado en armas consiguió descercar grandes propiedades 

latifundistas y proceder a la distribución de la tierra, Zapata fue asesinado por las tropas 

constitucionalistas del político y empresario Venustiano Carranza (1860-1920). Sus 

demandas, sin embargo, dejaron una impronta significativa en la nueva Constitución, 

aprobada en la ciudad de Querétaro en enero de 1917. (Pissarello, 2011, p. 120). 

La Constitución mexicana de 1917 fue la primera en situar los grandes ejes de lo que 

sería el constitucionalismo social de entreguerras. El proyecto original enviado por Carranza 

a la Convención no incluía grandes formulaciones sociales, pero estas fueron insertadas 

gracias a la presión ejercida por los autodenominados constituyentes “jacobinos”, entre los 

que se contaban figuras como Lucio Blanco, Salvador Alvarado o Francisco José Múgica 

(1884-1954), quien años más tarde sería asesor del presidente Lázaro Cárdenas. A ellos se 

debía, en sustancia, el programa social que la Constitución alentaba en los artículos 5, 27 y 

123. El primero de ellos —presentado por los constituyentes como la garantía del “derecho 

a una vida completa”— preveía la intervención equilibradora del Estado en las relaciones de 

trabajo, y, sobre todo, en el contrato laboral. Este precepto venía complementado por el 

artículo 123, que estatuía por primera vez en las constituciones modernas limitaciones a la 

jornada laboral y a los trabajos extraordinarios, previsiones en materia de descansos, salario, 

participación de los obreros en las utilidades de las empresas, indemnizaciones en caso de 

accidentes laborales, protección de la mujer y del menor obreros, jurisdicción laboral con 

integración tripartita y clasista, reglas sobre despido y, en general, sobre la irrenunciabilidad 

de los derechos del trabajador y de la seguridad social. Todo ello venía coronado por el 

artículo 27, que, como complemento al amplio reconocimiento de derechos sociales, 

enunciaba la limitación de la propiedad privada por interés público y —lo que era fundamental 

dada la estructura rural de México— preveía el principio expropiatorio y la reforma agraria e 

incluía la anulación de actos que hubiesen acarreado el acaparamiento de tierras, aguas y 

riquezas naturales por una sola persona o sociedad. (Pissarello, 2011, p. 121). 

Uno de los grandes opositores al texto de 1917, Jorge Vera Estañol, no pudo menos 

que admitir que la Constitución era la respuesta a décadas de régimen oligárquico 

excluyente. “Durante los nueve años comprendidos de 1881 a 1889 —reconocía el 

exministro de Instrucción de Victoriano Huerta— se amortizó en las manos de 29 individuos 

o compañías un 14 por ciento de la superficie total de la República, y en los cinco años 

subsecuentes, otras cuantas empresas acapararon un 6 por ciento más de dicha total 

superficie, o sea, en conjunto, una quinta parte de la propiedad territorial, monopolizada por 
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no más de cincuenta propietarios”. Esta lectura realista de los hechos no le impedía, sin 

embargo, afirmar que el texto aprobado en Querétaro no era “una obra nacional, sino un 

engendro bolchevique”9 

En la línea del artículo 27 de la Constitución de Querétaro, el artículo 153 de la nueva 

Constitución recordaba que la propiedad “obliga” y que, precisamente en razón de ello, 

quedaba sujeta a expropiación por causa de utilidad pública, con criterios flexibles de 

compensación. El artículo 156, por su parte, contemplaba el control público de la economía 

en beneficio del interés general, bien a través de la nacionalización de sectores claves, bien 

mediante el desarrollo de formas cooperativas de propiedad. Y el 165 —atribuido al jurista 

socialdemócrata Hugo Sinzheimer (1875-1945)— convertía a los consejos de fábrica y a la 

participación de los trabajadores en la determinación de las condiciones productivas en 

garantía última de la Constitución del trabajo. (Pissarello, 2011, p. 127). 

Para el constitucionalismo social, la igualdad es el eje ordenador de las relaciones 

sociales, económicas, políticas y jurídicas. Ese eje se expresa en un nuevo lenguaje de 

derechos fundamentales, es decir, en el reconocimiento de derechos sociales (derechos de 

prestación positiva, derechos de hacer y de dar por parte de un tercero) como los derechos 

a la educación y a la salud, entre los más básicos. Asimismo, reconoce una serie de derechos 

a los trabajadores, a las familias, a los niños y a otros grupos que se identificarían como 

menos aventajados en la estructura social de los Estados modernos, lo que dio paso a lo 

que más adelante se reconocería como derechos colectivos. (Rojas Tudela, 2018, p. 58) 

Al despuntar el siglo XX, las sociedades comenzaron a demandar una acción positiva 

del estado y una serie de prestaciones (‘welfare rights’) para subsanar la desigualdad 

socioeconómica de las personas que impedía el goce efectivo de la libertad y de los 

derechos. Para ello, se requería de un poder vigoroso y eficaz que optimizara las condiciones 

de vida y el desarrollo, para hacer posible un justo reparto de bienes y servicios. Se 

anhelaba, de ese modo, corregir los obstáculos que impedían –e impiden– a grandes 

sectores emerger de la pobreza, del analfabetismo, de la desocupación. (Bidart Campos, 

2001, p. 150).  

1.5 Derechos sociales consagrados en Constituciones bolivianas 

La reforma constitucional de 1938 ya estableció un catálogo de derechos 

fundamentales, consagrando en condición de tales a los derechos civiles y políticos; 

asimismo se proclamó como derechos constitucionales algunos derechos económicos, 

sociales y culturales; así, en la norma prevista por el Art. 106 de la Constitución se proclamó 

 
9 Así, en Al margen de la Constitución de 1917. Los Ángeles, Wayside Press, s.f., p. 175. 
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que “el régimen económico debe responder esencialmente a principios de justicia social, que 

tiendan a asegurar para todos los habitantes una existencia digna del ser humano”; se 

incorporaron en la Constitución los regímenes social, familiar, cultural y del campesinado. En 

la reforma de 1967, se amplió el catálogo de los derechos fundamentales incorporando 

algunos derechos sociales como el derecho a la educación, el derecho al trabajo, el derecho 

a la justa remuneración y el derecho a la seguridad social. (Mendoza, s.f., p. 298) 

El Artículo 7° de la Constitución boliviana de 1967, consagraba los Derechos 

fundamentales de la persona de la siguiente manera: 

Toda persona tiene los siguientes derechos fundamentales, conforme a las leyes que 

reglamenten su ejercicio: 

1) A la vida, la salud y la seguridad; 

2) Emitir libremente sus ideas y opiniones, por cualquier medio de difusión; 

3) A reunirse y asociarse para fines lícitos; 

4) A trabajar y dedicarse al comercio, la industria o a cualquier actividad lícita, en 

condiciones que no perjudiquen al bien colectivo; 

5) A recibir instrucción y adquirir cultura; 

6) A enseñar bajo la vigilancia del Estado; 

7) A ingresar, permanecer, transitar y salir del territorio nacional; 

8) A formular peticiones individual o colectivamente; 

9) A la propiedad privada, individual o colectivamente, siempre que cumpla una 

función social; 

10) A una remuneración justa por su trabajo, que le asegure para sí y su familia una 

existencia digna del ser humano; 

11) A la seguridad social, en la forma determinada por esta Constitución y las leyes. 

Tal como se evidencia del contenido normativo de la Constitución de 1967, la misma 

tenía un catálogo limitado de derechos a comparación de la actual Constitución de 2009 en 

materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Sin embargo, el señalado texto 

constitucional de 1967, en su artículo 35 consagraba una cláusula de textura abierta 

favorable a toda clase de derechos: “Las declaraciones, derechos garantías que proclama 

esta Constitución no serán entendidos como negación de otros derechos y garantías no 

enunciadas que nacen de la soberanía del pueblo y de la forma republicana de gobierno.” 
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El referido artículo, concordante y en armonía en la forma republicana de gobierno 

que ha ratificado tratados y convenios internacionales en materia de derechos humanos10, 

consagraba la posibilidad de incluir derechos y sus entendimientos jurisprudenciales por 

parte de las cortes internacionales de justicia, particularmente de la Corte I.D.H., en el marco 

de la aplicación del artículo 1° de la Convención Americana de Derechos Humanos. 

1.6 Derechos económicos sociales y culturales en la Constitución de 2009 

La Constitución Política del Estado de 2009 (CPE 2009) amplía el catálogo de 

derechos fundamentales a prácticamente todos los derechos humanos reconocidos en la 

Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 (DUDH), el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos de 1966 (PIDCP) y el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales de 1966 (PIDESC), e incluso a algunos de los 

reconocidos en tratados temáticos o relacionados con poblaciones concretas, en 

concordancia con la constitucionalización, en el Art. 410, del denominado bloque de 

constitucionalidad que comprende la normativa internacional de derechos humanos y del 

derecho comunitario. El nuevo catálogo de derechos fundamentales y garantías comprende 

más de 130 artículos en la parte dogmática de la Constitución, y a la vez un desarrollo con 

pretensión de integralidad en la parte orgánica de la misma. (Rojas Tudela, s.f., p. 284) 

TIPO DE DERECHOS CONTENIDOS 

Derechos fundamentales • A la vida  

• Integridad física, psicológica y sexual (se prohíbe las 

torturas, tratos crueles, violencia doméstica)  

• Al agua y alimentación (seguridad alimentaria)  

• A la educación (universal para todos) • Salud (universal sin 

exclusiones)  

• Hábitat y vivienda  

• A los servicios básicos (agua potable, alcantarillado, 

electricidad, gas domiciliario, postal y telecomunicaciones) 

Derechos económicos, 

sociales y culturales 

• Educación (regular, alternativa, especial y superior, está 

compuesta por instituciones educativas fiscales, privadas y 

 
10 Además de la Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 26 que consagra a los DESC, cabe 
resaltar el protocolo Adicional a la Convención Americana en Materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (Protocolo de San Salvador, 1988). 
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de convenio. Tiene carácter intra- intercultural y bilingüe, 

obligatoria hasta el bachillerato; la educación fiscal es 

gratuita en todos sus niveles. Se garantiza autonomías 

universitarias y las universidades privadas)  

• Salud y la seguridad social (calidad de vida, bienestar, 

seguro universal y acceso a servicios públicos)  

• Medicina tradicional (medicamentos naturales)  

• Trabajo y empleo (en condiciones de dignidad, seguridad 

industrial, higiene, estabilidad laboral, salario justo, no 

discriminación)  

• Propiedad privada (individual o colectiva, garantizando la 

sucesión hereditaria)  

• Derecho de la niñez, adolescencia y juventud (al desarrollo 

integral, a crecer en el seno de una familia, a la identidad, a 

recibir servicios, a la formación integral)  

• Familias (en las que todos los integrantes tienen igualdad 

de derechos, obligaciones y oportunidades)  

• Adultos mayores (vejez digna, renta vitalicia, protección, 

recreación, descanso)  

• Personas con discapacidad (protección familiar y estatal, 

educación y salud, comunicación con lenguaje alternativo, 

condiciones laborales, no discriminación)  

• Personas privadas de su libertad (respeto a su dignidad, a 

comunicarse con su defensor y personas allegadas, a 

trabajar y estudiar en centros penitenciarios)  

• Derechos de usuarios y consumidores (suministro de 

alimentos, medicamentos y productos de calidad, 

información sobre los contenidos de los productos y 

características de los servicios) 

Cuadro elaborado por: ROMERO BONIFAZ, Carlos. “Miradas Nuevo Texto Constitucional: Los Ejes de 

la Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia”. Pág. 25. Disponible en portal web: 

https://www.idea.int/sites/default/files/publications/miradas-nuevo-texto-constitucional.pdf 

  

https://www.idea.int/sites/default/files/publications/miradas-nuevo-texto-constitucional.pdf
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CAPÍTULO II.  MARCO CONCEPTUAL 

2.1 Control normativo, tutelar y competencial de constitucionalidad 

El control de constitucionalidad es la acción política o jurisdiccional que tiene la 

finalidad de garantizar la primacía de la Constitución, la que debe ser acatada y cumplida 

por todos los órganos del poder público, los gobernantes y gobernados, así como aplicada 

con preferencia a las leyes, decretos o resoluciones. (Rivera, 2011. P. 15) 

El sistema constitucional boliviano, establece varios mecanismos jurisdiccionales de 

control de constitucionalidad: 1) Acción de Libertad; 2) Acción de Amparo Constitucional; 3) 

Acción de protección de privacidad; 4) Acción Popular; 5) Acción de Cumplimiento; 6) Control 

previo de leyes y de Tratados y Convenios Internacionales; 7) Acción de Inconstitucionalidad 

Abstracta; 8) Acción de Inconstitucionalidad Concreta; 9) Conflictos de Competencias; 10) 

Recurso directo de Nulidad.  

2.1.1 Control normativo 

Alexander Hamilton, junto con James Madison y John Jay, escribió "El Federalista", 

el cual trataba una serie de ensayos que defendían la ratificación de la Constitución de los 

Estados Unidos. Hamilton con referencia al principio de separación de poderes, sostenía que 

la Constitución es de hecho una ley fundamental, debiendo ser así considerada por los 

jueces, de tal manera que «debe preferirse la Constitución a la ley ordinaria, la intención del 

pueblo a la intención de sus mandatarios». Asimismo, reflexionaba sobre el derecho de los 

tribunales a declarar nulos los actos del poder legislativo con fundamento en que son 

contrarios a la Constitución, señalando que «si los tribunales de justicia han de ser 

considerados como baluartes de una Constitución limitada, en contra de las usurpaciones 

legislativas, esta consideración suministrará un argumento sólido en pro de la tenencia 

permanente de las funciones judiciales, ya que nada contribuirá tanto como esto a estimular 

en los jueces ese espíritu independiente que es esencial para el fiel cumplimiento de tan 

arduo deber». Se dejaba en claro la supremacía de la Constitución: «ningún acto legislativo 

contrario a la Constitución puede ser válido. (FERRER McGREGOR , 2013, p. 662) 

El sistema constitucional boliviano, reconoce el control de constitucionalidad 

normativo, el cual puede ser ejercido a través de la acción de inconstitucionalidad abstracta, 

y la acción de inconstitucionalidad concreta. 

La acción de inconstitucionalidad abstracta es una acción constitucional que tiene por 

finalidad el control objetivo de las disposiciones legales ordinarias, para establecer su 

compatibilidad o incompatibilidad con los valores, principios, derechos fundamentales, y las 

normas orgánicas previstas por la Constitución, con el objeto de realizar una depuración del 
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ordenamiento jurídico del Estado. Es abstracta porque la impugnación de la disposición legal 

se la plantea como una acción no vinculada a un caso concreto, es decir, 

independientemente de su proyección aplicativa o de un interés subjetivo; tiene un carácter 

directo sin condicionamiento alguno, es decir, sin que la supuesta incompatibilidad esté 

vinculada a la solución de un conflicto concreto de intereses. (Rivera, 2011, p. 233) 

Francisco Rubio Llorente, en su trabajo “Tendencias Actuales de la Jurisdicción 

Constitucional en Europa”, resume la clasificación, de lo que él denomina como Jurisdicción 

Constitucional11, en dos grandes modelos: el norteamericano, como forma del control difuso, 

en el que la decisión judicial no anula la ley, no la expulsa del ordenamiento, simplemente la 

inaplica en el caso concreto y; el europeo, el que concentra la jurisdicción constitucional en 

un tribunal único, que actúa como legislador negativo, en él la ley no es juzgada en relación 

con el caso concreto, sino a lo más con motivo de él, y en caso de ser considerada contraria 

a la Constitución es anulada; por lo tanto, expulsada del ordenamiento jurídico.(Rivera, 2007, 

p. 34) 

La Acción de Inconstitucionalidad Abstracta procede contra toda ley, estatuto 

autonómico, carta orgánica, decreto o cualquier género de ordenanzas y resoluciones no 

judiciales de carácter normativo que puedan resultar contrarias a la Constitución Política del 

Estado. Es abstracta, porque no requiere que la norma en cuestión esté vinculada a un caso 

específico, cuya resolución dependa o no de la declaratoria de inconstitucionalidad y puede 

ser planteada directamente por el legitimado sin necesidad de invocar ni acreditar que la 

norma le cause perjuicio o afectación directa a su persona o investidura, sino que más bien 

es esta última, la que le faculta a activar el control de constitucionalidad en los casos en que 

considere que una norma infraconstitucional sea contraria a la Constitución Política del 

Estado, acudiendo directamente al Tribunal Constitucional Plurinacional, para que éste, en 

única instancia, someta las normas cuestionadas a juicio o test de constitucionalidad, a 

objeto de establecer si son o no compatibles con los valores supremos, principios 

fundamentales y preceptos de la Constitución Política del Estado.  

Por otra parte, la acción de inconstitucionalidad concreta, tiene la finalidad de someter 

al control de constitucionalidad una disposición legal, sobre cuya constitucionalidad surge 

una duda razonable y fundada, en aquellos casos concretos en los que debe ser aplicada 

para resolver un proceso judicial o administrativo, a objeto de que, el órgano competente, 

someta a juicio de constitucionalidad para verificar su compatibilidad con la Constitución. Es 

 
11 Rubio Llorente define la jurisdicción constitucional como “aquella que enjuicia toda la actividad del poder desde 
el punto de vista de la Constitución; la que tiene como función asegurar la constitucionalidad de la actividad del 
poder”. 
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una vía de control a través de la cual se realiza la impugnación de una disposición legal 

cuyas normas son incompatibles con las de la Constitución. Es concreta porque la aparente 

incompatibilidad de la disposición legal con la Constitución surge en la proyección aplicativa 

de la disposición legal a un caso concreto a resolverse en un proceso judicial o 

administrativo. (Rivera, 2011, p. 251) 

Respecto a los alcances del control de constitucional, el Tribunal Constitucional 

boliviano, en la S.C. 0019/2006 de 5 de abril, siguiendo el criterio expresado por la S.C. 
0051/2005 de 18 de agosto, precisó:  

“…el control de constitucionalidad abarca los siguientes ámbitos: a) la verificación de 

la compatibilidad o incompatibilidad de las disposiciones legales impugnadas con las 

normas de la Constitución Política del Estado, lo que incluye el sistema de valores 

supremos, principios fundamentales, así como los derechos fundamentales 

consagrados en dicha Ley Fundamental; b) la interpretación de las normas 

constitucionales así como de la disposición legal sometida al control desde y conforme 

a la Constitución Política del Estado; c) el desarrollo de un juicio relacional para 

determinar si una norma legal es o no conforme con las normas constitucionales; 

determinando previamente el significado de la norma legal por vía de interpretación; y 

d) la determinación de mantener las normas de la disposición legal sometida al control. 

De lo referido se concluye que el control de constitucionalidad no alcanza a la 
valoración de los fines, los propósitos, la conveniencia o beneficios que pudiese 
generar la disposición legal sometida a control; lo que significa que el Tribunal 
Constitucional, como órgano encargado del control de constitucionalidad, no 
tiene a su cargo la evaluación de si son convenientes, oportunos o benéficos 
los propósitos buscados por las normas impugnadas, su labor se concentra en 
el control objetivo de constitucionalidad de las disposiciones legales 
impugnadas” (negrillas añadidas). (Tribunal Constitucional de Bolivia, 2006; véase 

también Tribunal Constitucional de Bolivia, 2005). 

2.1.2 Control tutelar 

El control tutelar en materia Constitucional, está configurado a través de las acciones 

jurisdiccionales: 1) Acción de Amparo Constitucional; 2) Acción de Libertad; 3) Acción de 

protección de datos; 4) Acción Popular. 

2.1.3 Control competencial 

El control competencial está regulado por el conflicto de competencias y por el 

recurso directo de nulidad; normados en los artículos 86 al 103, y los artículos 143 al 148, 

respectivamente, del Código Procesal Constitucional.  
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2.1.4 Interpretación constitucional y la creación de subreglas 

En la segunda mitad del siglo XX (en el que se forja el Estado de Derecho 

Constitucional) cuando se reconoce que hay más derecho que el contenido en la ley y que 

el legislador podía equivocarse, el valor teórico y práctico de la interpretación y sus métodos 

se desvanecen. Por eso autores como Perelman que paradigmáticamente quedan 

vinculados a las nuevas teorías de la argumentación jurídica, se preocupan por los tipos y 

fuerza de los argumentos atento a que el interés reside en que la solución jurídica sea 

“equitativa, razonable y aceptable”. Por supuesto que la atención doctrinaria sobre el 

razonamiento judicial como modelo del razonamiento práctico se agiganta, incorporando 

cuestiones absolutas nuevas y rupturistas respecto al modelo exegético interpretativo, en 

particular se consolida la tesis que saber la ley no es saber el derecho y que éste aparece 

recubierto bajo los rótulos de principios, derechos humanos o tópicos jurídicos. (Vigo, 2017, 

p. 237) 

De manera general se podría señalar que la interpretación constitucional es el 

procedimiento cuyo objetivo es descubrir y explicar el significado atribuido al lenguaje usado 

en el texto de la Constitución, a objeto de establecer el sentido claro, preciso y concreto de 

una norma Constitucional, para aplicarla o hacerla aplicable a un determinado caso. (Rivera, 

2012, p. 83) 

La interpretación constitucional consiste en establecer las diferentes alternativas de 

solución que plantea la norma prevista por la Constitución para un caso concreto y definir 

cuál de las alternativas es la más razonable y acorde con el sistema constitucional. (Rivera, 

2012, p. 83) 

Como dice Pérez Luño (1995, p. 254), interpretar significa atribuir un significado a 

manifestaciones de un determinado lenguaje. El conjunto de procesos lógicos y prácticos de 

los que se realiza esa atribución de significado se denomina interpretación; término que 

designa, al mismo tiempo, a la actividad encaminada a descubrir el sentido de los enunciados 

o manifestaciones de un lenguaje (dimensión subjetiva y dinámica de la interpretación), y al 

resultado obtenido a través de dicha actividad (dimensión objetiva o estática). 

El constitucionalista argentino Néstor Pedro Sagues (1996, p. 25), en su trabajo la 

interpretación constitucional: Instrumento y límite del Juez Constitucional, considera que la 

interpretación constitucional tiene como un único fin el “averiguar el sentido de un precepto 

constitucional, o encontrar a la norma constitucional verdadera o mejor, cuando ella no es 

fácil de detectar, o cuando una misma regla constitucional permite varias interpretaciones.  

Por su parte el profesor peruano Domingo García Belaunde (1996, p. 59), en su obra 

“La interpretación Constitucional  como problema”, manifiesta que la interpretación, en 
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sentido amplio, es buscar el sentido de la norma para poder aplicarla, lo que implica que la 

interpretación supone un cierto tipo de razonamiento lógico-jurídico orientado a establecer 

el significado de la o las normas que contiene una disposición constitucional para poderlas 

aplicar a un caso concreto, de ahí que frente a la concepción tradicional de la interpretación 

jurídica como revelación del sentido previo y acabado de las normas, los enfoques actuales 

la entienden como un proceso dirigido a dotar a la norma de significado.  

Ante lo descrito anteriormente, cabe resaltar que el carácter declarativo de la 

Constitución, cuyo contenido debía ser desarrollado por el legislador como órgano 

depositario de la soberanía popular, es un resabio del Estado Legislado de Derecho, porque 

las Constituciones son concebidas como cartas políticas y los derechos sólo tienen eficacia 

jurídica en la medida en que la ley los reconoce. (Talavera et al., 2008, p. 17). Ahora bien, la 

transición al carácter normativo de la Constitución Política del Estado implica que, a 

diferencia del Estado legislado, donde la Constitución tenía carácter político, en el Estado 

Constitucional, la Constitución es entendida como una norma jurídica directamente aplicable, 

sin necesidad de desarrollo legislativo para su aplicación y cumplimiento. (Sauma et al., s.f.) 

En tal sentido, la interpretación del Tribunal Constitucional Plurinacional resulta de 

neurálgica importancia para la atención y protección de los derechos con base a la 

Constitución, incluidos por supuesto los de contenido económico, social y cultural; y con 

base lo establecido en el artículo 203, sus decisiones y sentencias son de carácter vinculante 

y de cumplimiento obligatorio, y contra ellas no cabe recurso ordinario ulterior alguno. 

2.1.4.1 Interpretación teleológica 

Este tipo de interpretación consiste en que, para atribuir el significado al texto de la 

Constitución, debe identificarse el fin que persigue la norma constitucional interpretada, es 

decir, el telos de la Constitución. Con Relación a cómo determinar el fin último de la 

Constitución, la doctrina está dividida. Un sector de la doctrina denominada subjetivista, 

sostiene que el fin de la norma constitucional es el mismo que tuvo en mente el Constituyente 

en el momento de aprobarla. Otro sector de la doctrina denominada objetivista, sostiene que 

el fin es el que resulta de su confrontación con la realidad a momento de aplicarla. (Rivera, 

2012, p. 94)  

La búsqueda de la voluntad constituyente es parte del método de interpretación 

teleológico o finalista que, como se explicó, debe orientarse en función de lo que busca la 

Constitución: Como cualquier texto jurídico, la constitución debe ser interpretada de acuerdo 

con su finalidad. Esa búsqueda de la finalidad se ocupa, en primer término, del examen de 

los actos en los que se exteriorizan las discusiones suscitadas en el momento de la 
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elaboración de la norma, y por consiguiente de los trabajos preparatorios. (Barak, 2017, p. 

70) 

2.1.4.2 Interpretación sistemática 

Consiste en desarrollar la labor de la interpretación constitucional tomando en cuenta 

que la Constitución es un cuerpo normativo orgánico y sistemático, que consagra un sistema 

de valores supremos, principios fundamentales, derechos fundamentales, una estructura 

social, económica, política y cultural, lo que significa que concurre un lazo íntimo que une 

las instituciones y reglas de la Constitución en el seno de una vasta unidad; por lo tanto, la 

interpretación de una norma debe ser realizada de manera sistemática en el marco de la 

unidad y la concordancia práctica de la Constitución. (Rivera, 2012, p. 94) 

El profesor Rivera (2012, p. 94), señala que, la aplicación de este método implica que 

para establecer las alternativas de solución que ofrece la norma interpretada y definir cuál 

de las alternativas es la más razonable y acorde con el sistema constitucional, el intérprete 

deberá identificar qué otras normas de la Constitución tienen relación con la norma 

interpretada para determinar su la hipótesis interpretativa es coherente con esas normas y, 

en definitiva, con el sistema. 

2.1.4.3 Interpretación previsora 

Es la que, al ser realizada, requiere que el juez constitucional adopte previsiones 

sobre los efectos y consecuencias de las decisiones asumidas a partir de la interpretación. 

Implica que el intérprete, a tiempo de desarrollar su labor, deberá prever las consecuencias 

emergentes de su interpretación en el orden político, económico y social. (Rivera, 2012, p. 

87)  

Esta clase de interpretación implica dos momentos: en el primero, el intérprete 

operador, detecta, aclara, adapta, la norma constitucional con la que decide el caso; en el 

segundo, confronta su producto interpretativo con la dimensión existencial o fáctica del 

Derecho, a fin de verificar las consecuencias, o medir los resultados. (Rivera, 2012, p. 87)   

Al juez constitucional no puede serle indiferente qué es lo que resuelve, con el 

pretexto de que se cumple su atarea, limitándose a aplicar automática y asépticamente la 

regla constitucional, como si fuese un teorema algebraico o un silogismo puramente lógico, 

pues está obligado a meditar y ponderar cuidadosamente las secuelas de sus 

pronunciamientos, máxime si ellos tienen efectos vinculantes erga omnes. (Rivera, 2012, p. 

87) 

En este marco, se han desarrollado las sentencias exhortativas o, como llaman en 

Alemania, “sentencia con aviso”; significa que el Tribunal Constitucional constata que un 
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texto legal es inconstitucional pero no puede retirarlo a anularlo porque el efecto sería muy 

grave, generando una situación peor de la que se tiene en la vigencia de dicho texto legal; 

por otro lado constata que no puede emplear la sentencia aditiva, porque la interpretación 

permite muchas soluciones, entonces dicta la sentencia exhortativa a través de la cual 

declara inconstitucional la norma pero no la retira, sino que exhorta al legislativo para que 

se subsane o arregle el problema. En el fondo, el Tribunal declara la constitucionalidad 

temporal o la inconstitucionalidad con efecto diferido. (Rivera, 2012, p. 87)   

El Tribunal Constitucional al poco tiempo de haber iniciado sus labores 

jurisdiccionales, ingresó en esa corriente; así lo demuestra su Sentencia Constitucional 

082/00 de 14 de noviembre del año 2000, en la que realizó una interpretación previsora, 

pues por una parte estableció el sentido de las disposiciones legales impugnadas, haciendo 

una interpretación desde y en conformidad con la Constitución llegando a la conclusión de 

las mismas, en su contenido, son compatibles con los principios, normas y preceptos de la 

Constitución, pero por la autoridad que las aprobó y el procedimiento que fue utilizado para 

aprobarlas son incompatibles con la ley fundamental del Estado, en razón de que se ha 

infringido el procedimiento legislativo previsto por los artículos 71 al 81 de la Constitución 

abrogada. Por otra parte, realizó un examen sobre las consecuencias que pudiesen emerger 

a partir de la decisión adoptada, haciendo una valoración sobre el alcance de las mismas 

estableció que si las declaraba constitucionales de manera pura y simple “estaría 

convalidando actos inconstitucionales”; pero, por otro lado, si las declaraba 

inconstitucionales con un efecto inmediato que signifique su expulsión del ordenamiento 

jurídico “estaría generando un peligroso vacío jurídico, cuyo efecto sería más negativo que 

el anterior, máxime si se toma en cuenta que en este período de transición democrática aún 

existen en vigencia muchas disposiciones legales que han sido aprobadas mediante Decreto 

Ley”. Entonces, previo las consecuencias de la decisión que podría adoptar en uno u otro 

sentido, y sobre la base de esa interpretación previsora emitió una Sentencia Exhortativa. 

(Rivera, 2012, p. 87)   

2.1.4.4 Interpretación política 

Según Sagües, esta clase de interpretación implica una labor encaminada a definir y 

redefinir a la Constitución-instrumento de gobierno, al efectivizarla, al graduar y delimitar las 

competencias del Estado y armonizarlas con las de los particulares, al definir los conflictos 

entre los poderes del Estado. (Rivera, 2012, p. 89) 

La interpretación política se opera en la medida en que la labor de hermenéutica tiene 

el encargo de proteger la supremacía de la Constitución, oficio que, a decir de Sagües, 

encarna un doble cometido: por una parte tutelar la supremacía normativa, y por otra, la 
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supremacía ideológica, ya que las sentencias del juez constitucional deben afirmar los 

principios, los valores y la doctrina política de aquella, así como reprimir las evasiones y los 

contrabandos ideológicos que pueden perpetrar los poderes constituidos. (Rivera, 2012, p. 

89)  

Por otro lado, esta clase de interpretación se desarrolla en la medida en que el juez 

constitucional cumpla con los siguientes roles políticos: El primero, su acción como operador 

de la Constitución, al tener que definir de modo permanente los conflictos entre los valores 

y los derechos constitucionales, función que demanda de él una prudencia muy particular, 

de alta política, en aras de hacer funcionar un difícil balanceo de bienes constitucionales. El 

segundo, el de brindar, a través de sus fallos, respuestas jurídicas sistemáticas, que 

flexibilicen al régimen programado por la Constitución y lo tornen exitoso. Como dice Sagües, 

la sustentación del sistema político por el juez constitucional es decisiva para la persistencia 

útil de aquel, e incide en el contenido de los pronunciamientos de la magistratura 

constitucional, la que debe pensar, al resolver un conflicto, tanto en los intereses sectoriales 

de quienes lo protagonizan, como en la suerte global del sistema en el que se halla inserto. 

(Rivera, 2012, p. 89) 

2.1.5 Las subreglas como producto interpretativo 

El derecho12 no regula todo posible comportamiento humano (o, desde otro punto de 

vista, todo posible supuesto de hecho). En consecuencia, en la totalidad de los 

comportamientos humanos se pueden distinguir dos subsistemas: El conjunto de los 

comportamientos regulados, y el conjunto de los comportamientos no regulados por el 

derecho. Respectivamente: El “espacio” lleno de derecho, y el “espacio” vacío de derecho. 

(Guastini, 2018, p. 183) 

El profesor español Juan Antonio García Amado (2017), con referencia a la 

interpretación, ha señalado lo siguiente: 

El manejo del derecho tiene una de sus labores cruciales en la llamada interpretación 

jurídica. Que el derecho tenga que ser objeto de interpretación supone que hay un 

“algo”, una materia prima, que no habla por sí mismo, o no lo hace con perfecta 

claridad y precisión, de modo que entre esa materia prima que se supone que encierra 

cierto mensaje y los destinatarios de ese mensaje, sean quienes sean, se hace 

necesaria esa labor llamada interpretación y que llevan a cabo los intérpretes. La 

interpretación, por tanto, es la actividad que explica, aclara o precisa el contenido de 

 
12 Entiéndase el derecho no solamente como la “ley o norma” en sentido escrito y emitido por autoridad 
competente; sino también a normas jurídicas o productos de interpretación por parte de las autoridades 
competentes. 
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ese mensaje que se contiene en la materia prima del derecho. La interpretación del 

derecho es la actividad consistente en establecer el concreto y preciso sentido de ese 

“algo” de que el derecho se compone. El resultado de tal actividad es ese “algo” en 

cuanto precisado y aclarado. (p. 445) 

La aplicación del derecho designa genéricamente el uso de insumos jurídicos – vale 

decir: disposiciones, normas expresas, normas inexpresas – para argumentar o justificar una 

decisión jurídica (jurisdiccional, administrativa, etc). (Guastini, 2018, p. 309) 

Una norma es (el significado de) un enunciado del discurso prescriptivo. Por ejemplo: 

“Los asesinos deben ser castigados”. Las normas no pueden considerarse ni verdaderas ni 

falsas. En cambio, una proposición es (el significado de) un enunciado del discurso 

prescriptivo. Por ejemplo: “Algunos asesinos son (o no son) castigados”. Las proposiciones, 

a diferencia de las normas, pueden ser verdaderas o falsas. (Guastini, 2018, p. 291) 

Expuesto lo anterior, es preciso señalar el artículo 2 del Código Procesal 

Constitucional, el cual regula lo siguiente:  

Artículo 2 (INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL). 

I. El Tribunal Constitucional Plurinacional en su labor interpretativa aplicará, con 

preferencia, la voluntad del constituyente, de acuerdo con sus actas y resoluciones, 

así como el tenor literal del texto de la Constitución Política del Estado. 

II. Asimismo podrá aplicar:  

1. La interpretación sistemática de la Constitución Política del Estado, y la 

interpretación según los fines establecidos en los principios constitucionales. 

2. Los derechos reconocidos en la Constitución Política del Estado, de acuerdo con 

los Tratados y Convenios Internacionales de Derechos Humanos ratificados por el 

país, cuando éstos prevean normas más favorables. En caso de que esos tratados 

declaren derechos no contemplados en la Constitución Política del Estado se 

considerarán como parte del ordenamiento constitucional. 

Concordante con el anterior precepto normativo, el artículo 3 establece lo siguiente:  

Artículo 3. (PRINCIPIOS PROCESALES DE LA JUSTICIA CONSTITUCIONAL). Las 

Magistradas y los Magistrados del Tribunal Constitucional Plurinacional así como las 

Juezas, los Jueces y Tribunales, a tiempo de impartir justicia constitucional, se 

regirán por los siguientes principios: 
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1. Conservación de la Norma. En los casos en que una ley admita diferentes 

interpretaciones, el Tribunal Constitucional Plurinacional en todo momento optará 

por la interpretación que sea compatible con el texto constitucional. 

En su labor interpretativa, el Tribunal Constitucional Plurinacional puede realizar la 

creación de subreglas que aclaren y den directrices para la aplicación desde y conforme la 

Constitución de una norma cualquiera sea su naturaleza o jerarquía; o bien, con base a las 

subreglas generadas, dicha norma sea declarada inconstitucional por ser incompatible con 

los preceptos normativos de la Constitución, como es el propósito del presente trabajo para 

el caso de las leyes que aprueban el presupuesto general del Estado.    

2.2 Límites de la justicia constitucional 

2.2.1 Posturas sobre la incidencia de tribunales o cortes constitucionales en 
decisiones políticas 

Según la profesora Marina Gascón (2008):  

“…con independencia de las particularidades que afectan a la concreta configuración 

de sus competencias en cada sistema, la justicia constitucional (ya se articule a través 

de un Tribunal Constitucional o a través de un sistema de jurisdicción difusa que 

culmine en el Tribunal Supremo) está sometida a unos límites. Estos límites son los 

que derivan de la distinción entre juicio de constitucionalidad y decisión política 

democrática que puede ser reformulada como sigue: la ley, por cuanto expresión de 

derechos políticos democráticos, tiene, frente a la constitución, una autónoma razón 

de ser y un ámbito propio, en el que el juicio de constitucionalidad no puede incidir. La 

distinción, por lo demás, no expresa un simple tecnicismo, sino que está 

estrechamente vinculada al modo en cómo se conciben las relaciones entre 

constitución y ley, relaciones que en línea de principio podrían configurarse conforme 

a dos modelos: el modelo constitucionalista o judicialista y el modelo democrático o 

legalista.” (p. 6) 

Según el primer modelo (constitucionalista o judicialista), la constitución encierra un 

proyecto político bastante bien articulado o cerrado y al legislador le corresponde su simple 

ejecución. En otras palabras, la constitución pretende determinar en gran medida qué debe 

mandarse; es decir, cuál ha de ser la orientación de la acción política en numerosas materias. 

Si este modelo puede denominarse constitucionalista es porque descansa en la idea de que 

la constitución predetermina la solución a todos los conflictos, de modo que la ley sólo puede 

concebirse como una concreción de las abstractas previsiones constitucionales. Y si puede 

denominarse también judicialista es porque en él son los jueces quienes terminan 

desempeñando un papel fundamental en la determinación de las normas que deben 
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configurar el sistema en cada momento: sobre todo el Juez constitucional, a la hora de 

controlar la constitucionalidad de la ley; pero también los jueces ordinarios, que pueden 

aplicar la constitución en detrimento de la ley si fuera necesario. (Gascón, 2008, p. 6) 

De acuerdo con el segundo modelo (democrático o legalista), la constitución se limita 

a fijar las reglas del juego de la competencia política, pero sin pretender participar 

directamente en el mismo. En otras palabras, la constitución sólo determina quién manda, 

cómo manda y, en parte, hasta dónde puede mandar. Qué haya de mandarse es algo que, 

dentro de los límites de elasticidad que tal contexto permite, se deja al legislador. Si este 

modelo puede denominarse democrático es porque se basa en la idea de que la constitución 

no predetermina la solución a todos los conflictos, sino que señala tan sólo las reglas de 

juego y el marco abierto de valores donde el legislador –en expresión del principio 

democrático- puede moverse: dentro de este marco caben opciones políticas de muy distinto 

signo. Y si este modelo puede denominarse también legalista es porque en él es el poder 

político en cada momento quien se encarga de hacer realidad lo que en la constitución sólo 

aparece como posible; o sea, es el legislador democrático quien determina qué normas 

presiden un sistema político histórico concreto, de manera que el juez ordinario viene sujeto 

al principio de legalidad y el juez constitucional sólo debe declarar inconstitucional la ley 

cuando ésta rebase el marco de posibilidades políticas que la constitución permite. (Gascón, 

2008, p. 7) 

La función del Juez constitucional no es sustituir al Parlamento, que goza de una 

innegable libertad política; no es, por tanto, la de fijar la mejor ley desde la perspectiva 

constitucional, sino tan sólo eliminar aquellas que resulten intolerables, y de ahí su 

caracterización usual como “legislador negativo”. Por eso, en su tarea de controlar la 

constitucionalidad de la ley, el Juez no debe entrar a valorar los móviles políticos que 

impulsaron al legislador y mucho menos sugerir o directamente imponer a éste una opción 

política determinada. En pocas palabras, el Tribunal constitucional no debe influir en la 

dirección política del país. En resumen, señala Gascón, el principio democrático, que es la 

esencia del poder constituyente que instituye los poderes e instaura un “coto vedado” como 

límite a la acción de los mismos, exige que la justicia constitucional se asiente sobre la 

separación entre el juicio de constitucionalidad de las leyes o de otros actos de poder, que 

compete al Juez constitucional, y la decisión política expresada en la ley, que es competencia 

del legislador democrático. Y esta separación obliga al Juez constitucional a realizar un 

esfuerzo auto inhibitorio a fin de no transformarse en un legislador positivo. (Gascón, 2008, 

p. 8) 

La concepción tradicional es renuente a reconocer el rol de agente de cambios 

sociales por parte de la jurisdicción constitucional. Maneja, al respecto, varios argumentos. 
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Uno es el papel “jurídico”, y no “político”, de los órganos jurisdiccionales. Los antecedentes 

de esta posición pueden encontrarse, tal vez, en la conocida tesis de Montesquieu sobre el 

juez, como “boca de la ley” (bouche de la loi), es decir, como mero aplicador, casi técnico y 

robótico, de ella (una suerte de “operador tribunalicio”). Disponer un cambio social sería un 

asunto “político”, propio del Parlamento y del Poder Ejecutivo, ajeno al quehacer “jurídico” 

de los tribunales. Desde esta perspectiva, la justicia constitucional solamente podría operar, 

a lo más, como ejecutora (en los conflictos forenses que tuviese que decidir) de cambios 

sociales ya dispuestos –principalmente– por el legislador. (Sagües, s.f., p. 15) 

El tema se vincula con la tradicional doctrina de las cuestiones políticas no justiciables 

(political questions). La misma enseña que hay áreas del que hacer constitucional que, 

reservadas a los poderes clásicamente “políticos” (v. gr. Ejecutivo y Legislativo), no deben 

estar sometidas al escrutinio judicial de constitucionalidad, puesto que no hacen a las 

funciones judiciales (por ejemplo, asuntos relativos a guerra, paz, manejo de relaciones 

exteriores, moneda, etc.). En la misma bolsa estarían las “políticas” estatales de defensa, 

fomento, alfabetización, educación, salud, vivienda, planificación económica y financiera, 

promoción social, etc., ajenas, prima facie, a la labor de la magistratura constitucional por 

ser, valga la redundancia, asuntos “políticos” y no “jurídicos”. Los tribunales únicamente 

deberían ocuparse, según esta perspectiva, de los últimos. Los temas “políticos” quedarían 

oblicuamente convalidados, ante la abstinencia jurisdiccional de poder entrar a calificarlos o 

descalificarlos. Acompañan esta posición dos subtesis significativas: el principio de 

“mediación de la ley” y el distintivo entre cláusulas constitucionales programáticas y 

operativas. Ambas neutralizan la gestión judicial para actuar en materia de cambios sociales. 

(Sagües, s.f., p. 16) 

De forma clara, la profesora Gascón es contraria a que los tribunales o cortes 

constitucionales, puedan asumir decisiones “políticas” que competen esencialmente al 

órgano legislativo a través de la emisión de leyes, es decir, no puede extralimitarse de su 

función de “legislador negativo” porque únicamente debe depurar leyes total o parcialmente 

cuando estas quebranten límites expresamente normados en el texto constitucional. No 

presenta excepciones a la postura que expone, es decir, para el caso, por ejemplo, de los 

DESC, que tradicionalmente en el marco de progresividad han sido encasillados de ser 

atendidos legítima y únicamente por los órganos políticos (ejecutivo y legislativo). En 

consecuencia, puede inferirse que no consideraría como constitucional la intervención 

jurídica en leyes que contienen directrices político – económicas, como el caso de la ley del 

presupuesto general del Estado, la cual es una decisión política, pero que transversalmente 

repercute según la disposición de los recursos estatales, en la atención y protección de 
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derechos económicos, sociales y culturales, los cuales en cualquier Estado Social deberían 

ser preponderantes por su naturaleza neurálgica para el orden democrático. 

El profesor Sagües (s.f., p. 14), resaltó que, William Koski, docente e investigador en 

la Universidad de Stanford, planteaba en términos contundentes la alternativa de que “la 

Justicia puede y debe generar cambios sociales, cuando la política y los políticos se 

muestran impotentes o, simplemente, no están dispuestos a impulsarlos”. La iniciativa, 

auspiciada por activistas civiles norteamericanos, procura, por ejemplo, intentar lograr ante 

los tribunales la igualdad de oportunidades educativas, en su versión de posibilitar a los 

chicos en condiciones más vulnerables el acceso a una educación completa, incluso 

universitaria y, en términos ambiciosos, de igual calidad. Esta propuesta motiva analizar el 

rol de los tribunales, cortes o salas constitucionales (o de las cortes supremas, cuando 

cumplen roles relativamente similares) como posibles agentes de los cambios sociales. 

(Sagües, s.f., p. 14) 

Un caso de motorización de cambio por la justicia constitucional fue el realizado por 

el Tribunal Constitucional Federal alemán en 1969 respecto de la igualdad entre hijos 

legítimos y naturales, proclamada expresamente por la ley fundamental de Bonn de 1949, y 

que debía instrumentarse por ley. El Tribunal, ante el silencio del legislador en efectivizar la 

cláusula constitucional, detectó inconstitucionalidad por omisión y decidió cumplirla por sí 

mismo, partiendo del supuesto de que existía una clara prescripción constitucional al 

respecto, un mandato incumplido durante veinte años por el legislador y la posibilidad 

concreta del Tribunal de cubrir esa laguna legisferante. En resumen, el Tribunal 

Constitucional Federal superó correctamente la tesis de la mediación de la ley mediante la 

doctrina de la inconstitucionalidad por omisión. Y promovió un cambio social. (Sagües, s.f., 

p. 22) 

2.2.2 El caso boliviano y si su texto constitucional faculta al Tribunal Constitucional 
su posible incidencia en decisiones políticas a cargo del órgano ejecutivo o 
legislativo 

El Artículo 196 de la Constitución boliviana, establece:  

I. El Tribunal Constitucional Plurinacional vela por la supremacía de la Constitución, 

ejerce el control de constitucionalidad, y precautela el respeto y la vigencia de los 

derechos y las garantías constitucionales.  

II. En su función interpretativa, el Tribunal Constitucional Plurinacional aplicará como 

criterio de interpretación, con preferencia, la voluntad del constituyente, de acuerdo 

con sus documentos, actas y resoluciones, así como el tenor literal del texto. 
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En concreto, el Tribunal Constitucional Plurinacional es el ente colegiado, encargado 

por mandato constitucional aprobado por la asamblea constituyente, de velar por la vigencia 

de la Constitución, así como los derechos y garantías que consagra; aplicando con prioridad 

funciones interpretativas con base a la voluntad del constituyente y el tenor literal del texto.  

Ahora bien, el artículo 202.1 de la Constitución, con meridiana claridad determina: 

Son atribuciones del Tribunal Constitucional Plurinacional, además de las 

establecidas en la  Constitución y la ley, conocer y resolver: 

1. En única instancia, los asuntos de puro derecho sobre la inconstitucionalidad de 

leyes, Estatutos Autonómicos, Cartas Orgánicas, decretos y todo género de 

ordenanzas y resoluciones no judiciales. Si la acción es de carácter abstracto, sólo 

podrán interponerla la Presidenta o Presidente de la República, Senadoras y 

Senadores, Diputadas y Diputados, Legisladores, Legisladoras y máximas 

autoridades ejecutivas de las entidades territoriales autónomas. 

Por otra parte, el artículo 109 de la Constitución, consagra: 

I. Todos los derechos reconocidos en la Constitución son directamente aplicables y 

gozan de iguales garantías para su protección. 

II. Los derechos y sus garantías sólo podrán ser regulados por la ley. 

Por último, el artículo 321.II de la constitución, consagra: 

La determinación del gasto y de la inversión pública tendrá lugar por medio de 

mecanismos de participación ciudadana y de planificación técnica y ejecutiva estatal. 

Las asignaciones atenderán especialmente a la educación, la salud, la alimentación, 

la vivienda y el desarrollo productivo. 

Con base a lo expuesto, la Constitución boliviana faculta al Tribunal Constitucional 

Plurinacional juzgar la constitucionalidad de toda clase de leyes, es decir, no realiza exclusión 

mi clasificación alguna sobre su contenido; por lo tanto, si bien la ley per se es una expresión 

de una decisión política por parte del Órgano Legislativo, la misma tiene y tendrá siempre un 

límite circunscrito a la propia Constitución cuyo máximo guardián jurídico es quien definirá su 

compatibilidad o no con el texto fundamental que rige al Estado Plurinacional de Bolivia.  

En el caso de las leyes presupuestarias, son elaboradas en cada gestión por el presidente 

del Estado, y luego sometidas a aprobación del Órgano Legislativo, sin embargo, en caso de 

no ser la misma aprobada dentro de los primeros sesenta (60) días de su emisión, la misma 
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se da por promulgada y de ejecución inmediata13. En consecuencia, se infiere que la 

Constitución otorga al presidente la facultad de definir el diseño presupuestario de todo el 

Estado y sus instituciones, es decir cada órgano de poder como el propio legislativo, judicial 

y electoral, así como también el propio Tribunal Constitucional Plurinacional, y las entidades 

territoriales autónomas. Con base a esta configuración del texto constitucional es que resulta 

imperante que cada ley del presupuesto general del Estado esté sometida a los mandatos de 

la Constitución en su parte axiológica, dogmática y orgánica, conforme se desarrollará más 

adelante.  

En conclusión, en el caso boliviano, no existe impedimento alguno para que el 

Tribunal Constitucional Plurinacional juzgue la constitucionalidad de una ley cualquiera sea 

su naturaleza; discusión aparte es qué motivos plasmados con base a la Constitución y 

formas de interpretación y aplicación, son los que se consideran los óptimos para argumentar 

su decisión para conservar o depurar una determinada ley.  

2.3 El principio de separación de los órganos de poder 

2.3.1 ¿Es el Tribunal Constitucional Plurinacional un órgano de poder? 

El TÍTULO III de la Constitución boliviana, titula ÓRGANO JUDICIAL Y TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL PLURINACIONAL, lo cual significa que el primero y el segundo, son 

entes constitucionalmente reconocidos pero diferentes. Es decir, el primero es un órgano de 

poder encargado de la administración de justicia ordinaria, y el segundo, es el tribunal 

encargado velar por la supremacía de la Constitución a través de sus correspondientes 

decisiones plasmadas en sentencias, autos y avocaciones.    

Concordante con lo señalado anteriormente, el artículo 12. I. del texto constitucional, 

con meridiana claridad determina: “El Estado se organiza y estructura su poder público a 

través de los órganos Legislativo, Ejecutivo, Judicial y Electoral. La organización del Estado 

está fundamentada en la independencia, separación, coordinación y cooperación de estos 

órganos.” 

Por su parte, el Artículo 179.I establece: “La función judicial es única. La jurisdicción 

ordinaria se ejerce por el Tribunal Supremo de Justicia, los tribunales departamentales de 

justicia, los tribunales de sentencia y los jueces; la jurisdicción agroambiental por el Tribunal 

y jueces agroambientales; la jurisdicción indígena originaria campesina se ejerce por sus 

propias autoridades; existirán jurisdicciones especializadas reguladas por la ley.” 

 
13 Artículo 158.I: Son atribuciones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, además de las que determina esta 
Constitución y la ley: …11) Aprobar el Presupuesto General del Estado presentado por el Órgano Ejecutivo. 
Recibido el proyecto de ley, éste deberá ser considerado en la Asamblea Legislativa Plurinacional dentro del 
término de sesenta días. En caso de no ser aprobado en este plazo, el proyecto se dará por aprobado. 
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En conclusión, el Tribunal Constitucional Plurinacional no es catalogado como un 

órgano de poder del Estado boliviano, pero sí está reconocido constitucionalmente y con 

funciones delimitadas en el artículo 202 para dilucidar consultas y controversias de orden 

constitucional invocados por instituciones públicas y ciudadanos.  

El término de suprapoder resulta cuando menos polémico para procurar encontrar la 

definición y ubicación más idónea del Tribunal Constitucional; sin embargo, prima facie es 

evidente que el esquema por el cual se ha organizado el poder del Estado, este reconoce a 

cuatro órganos y un tribunal de competencia jurisdiccional constitucional con decisiones sin 

recurso ulterior. Los órganos ejecutivo, legislativo, judicial y electoral deben someterse a la 

Constitución como cualquier otro gobernante y ciudadano, lo cual incluye por supuesto el 

propio Tribunal Constitucional Plurinacional; pero con la diferencia de que este ente 

colegiado de control jurisdiccional emite decisiones y criterios de cumplimiento vinculante y 

obligatorio, respectivamente, por todos los gobernantes y gobernados, siendo el último 

juzgador de la constitucionalidad o no de cualquier actividad Estatal y ciudadana.  

Con base a lo expuesto, lógicamente surge la interrogante de cómo y quién controla 

al máximo guardián de la Constitución, porque la Constitución entendida como una creación 

social-jurídica para imponer límites al poder del Estado y los gobernantes que lo ejercen, 

nadie puede estar al margen de un control de límites a través de mecanismos eficaces y 

certeros. El inciso 11) del artículo 159 de la Constitución, establece: Son atribuciones de la 

Cámara de Diputados, además de las que determina esta Constitución y la ley: …11. Acusar 

ante la Cámara de Senadores a los miembros del Tribunal Constitucional Plurinacional, del 

Tribunal Supremo y del Control Administrativo de Justicia por delitos cometidos en el ejercicio 

de sus funciones; en consecuencia, la cámara de senadores por imperio del inc. 6) del 

artículo 160 es la encargada de juzgar en única instancia a los miembros del Tribunal 

Constitucional Plurinacional cuya sentencia será aprobada por al menos dos tercios de los 

miembros presentes. Cabe apuntar que, el juzgamiento en única instancia determinado por 

la Constitución boliviana es contrario al artículo 25 de la CADH, el cual taxativamente 

establece el derecho a la doble instancia mediante el uso de un recurso de revisión de 

cualquier decisión Estatal.  

Con base a lo expuesto, los miembros del Tribunal Constitucional Plurinacional con 

base a los mandatos constitucionales y la ley No. 044 de 8 de octubre de 2010 pueden ser 

sometidos vía cámara de diputados y senadores, respetivamente, a procesos de 

responsabilidades por la comisión de delitos en el ejercicio de sus funciones, así como 

miembros de los otros órganos de poder, con excepción del Órgano Electoral. 
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En conclusión, si bien el Tribunal Constitucional Plurinacional no está nominado como 

un órgano de poder del Estado boliviano, forma parte de dicho ente, por lo tanto, en el marco 

de un sistema de pesos y contrapesos donde todas las atribuciones están paralelamente 

sometidas a responsabilidades, este ente jurisdiccional colegiado encargado de administrar 

la justicia constitucional debe respetar y proteger el principio de separación de funciones 

establecidos en la Constitución y la ley. En tal propósito, y con base a lo que el presente 

trabajo pretende exponer, es preciso delimitar el principio de separación de los órganos de 

poder y de funciones, y el rol del Tribunal Constitucional Plurinacional declarando 

inconstitucionales leyes presupuestarias que regresivamente vulneren derechos 

económicos sociales y culturales, particularmente los derechos a la salud, educación, 

alimentación y vivienda. 

A riesgo de parecer una pretenciosa sugerencia, se considera que cada una de las 

constituciones actuales basadas en un sistema democrático de pesos y contra pesos, 

deberían denominarse como “Constitución Política y Jurídica del Estado”; porque el órgano 

judicial en su sala especializada o en su caso, una corte o tribunal constitucional, es el cuerpo 

colegiado con formación jurídica y la atribución de juzgar toda acción u omisión de los demás 

órganos de poder e instituciones del Estado, sin que exista medio o recurso ulterior para 

neutralizar su decisión, salvo dos probables casos: 1) Juicio de responsabilidades por parte 

del órgano legislativo o congreso, lo cual podría justificar del porqué una Constitución es 

esencialmente más política que jurídica. 2) La jurisdicción internacional. Ahora bien, es claro 

que la Constitución es el instrumento de convivencia humana que durante siglos ha 

evolucionado y desde siempre su naturaleza fue política, porque no puede existir orden sin 

que existan mandatos o reglas coercitivamente a ser aplicadas por mecanismos que así lo 

aseguren, entre otros factores; sin embargo, si bien un presidente, asambleísta o 

congresista, son personas libremente electas por la población para ejercer funciones de 

gobierno, debiendo cumplir ciertos requisitos mínimos para su habilitación (nacionalidad, 

edad, antecedentes penales, entre otros), los miembros del Tribunal o Corte Constitucional, 

o en su caso sala especializada de la Corte Suprema de Justicia de cada Estado 

Constitucional de Derecho, necesariamente están compuestos por personas con formación 

profesional en ciencias jurídicas, por lo cual, desde dicha investidura cualificada, tienen el 

deber de emitir decisiones de cumplimiento obligatorio por parte de todos los órganos de 

poder y niveles de gobierno.           

2.3.2 Separación de los órganos de poder y el rol del tribunal constitucional 

Montesquieu señaló que, para evitar el abuso del poder, "hace falta disponer las 

cosas de tal forma que el poder detenga al poder". Ahora bien, es menester realizar una 

aproximación conceptual y jurisprudencial del principio de separación de poderes y de 
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funciones, a objeto de delimitar sus alcances y analizar que éste pilar fundamental del Estado 

no sería quebrantado ante la inaplicación de una asignación presupuestaria decidida por el 

Órgano Ejecutivo y eventualmente aprobada por el Órgano Legislativo, a través de control 

jurisdiccional normativo por parte del Tribunal Constitucional Plurinacional. 

El Artículo 12.I de la Constitución Política del Estado de Bolivia, consagra:  

I. El Estado se organiza y estructura su poder público a través de los órganos 

Legislativo, Ejecutivo, Judicial y Electoral. La organización del Estado está 

fundamentada en la independencia, separación, coordinación y cooperación de 

estos órganos. 

El profesor José Antonio Rivera (2012, p. 312) señala que, el principio de separación 

de poderes consiste en la distribución de las funciones estatales entre los diferentes órganos 

del poder constituido, de manera que esa distribución se constituya en una limitación para 

cada órgano de poder, el que sólo podrá ejercer las potestades que forman parte de su 

competencia, sobre la base de la coordinación e interrelación. 

Por su parte, la Sentencia Constitucional No. 0491/2003 - R ha determinado:  

“…el Estado Democrático de Derecho está organizado sobre la base de los principios 

fundamentales, entre otros, de la separación de funciones conocida también como 

el principio de división de poderes, lo que implica la distribución de competencia y 

potestades entre diversos órganos estatales para el ejercicio del poder del público, 

de manera tal que esa distribución se constituya en una limitación para cada órgano 

de poder el que sólo podrá ejercer las potestades que forman parte de su 

competencia. 

…en el marco del principio fundamental referido, el Poder Constituyente, a través de 

las normas previstas en la Constitución, ha asignado a cada uno de los tres poderes 

del Estado funciones y potestades específicas, delimitando claramente sus ámbitos 

de competencias. Así, al Poder Legislativo le ha asignado la potestad legislativa, de 

control y fiscalización; al Poder Ejecutivo la potestad reglamentaria, administrativa y 

ejecutiva; y, al Poder Judicial la potestad jurisdiccional…” (Tribunal Constitucional de 

Bolivia, 2003). 

La Declaración Constitucional Nº 001/2006 de 16 de enero de 2006, ha señalado lo siguiente:  

…el principio de la separación de funciones o de los poderes del Estado surge como 

resultado de la búsqueda de mecanismos institucionales, orientada a evitar la 

arbitrariedad de los gobernantes y a asegurar la libertad de los gobernados; por esa 

razón, se decide separar el ejercicio del poder público entre diferentes ramas, de 

manera que no descanse únicamente en las manos de una sola y que los diversos 
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órganos de cada una de ellas se controlen recíprocamente. En consecuencia, el 

principio de la separación de funciones o de los poderes del Estado significa que las 

diferentes funciones inherentes al ejercicio del poder del Estado son distribuidas a los 

distintos órganos, los que ejercen el poder público sobre la base de la coordinación e 

interrelación de funciones…” (El subrayado es añadido) (Tribunal Constitucional de 

Bolivia, 2006). 

Por otra parte, el Profesor Ferrer Mc Gregor, citando a Hans Kelsen, ha señalado que 

la separación de los poderes públicos no puede concebirse en nuestros días de manera 

absoluta o rígida, sino que, en una concepción moderna, implica una distribución de las 

funciones del Estado14 realizada a través de una adecuada organización de relaciones y de 

controles mutuos y recíprocos entre los poderes. Así, antes de su separación irrestricta, lo 

que en realidad busca este principio es evitar la concentración de los poderes. (Kelsen, 2009, 

p. 282) 

El principio de separación de poderes es un pilar fundamental para la vigencia y 

funcionamiento del Estado Constitucional de Derecho; porque al existir diferentes funciones 

y deberes constitucionalmente establecidos, su control y coordinación óptimo por parte de 

cada órgano de poder garantiza el cumplimiento de la Constitución y el orden democrático, 

y por ende neutraliza cualquier potencial arbitrariedad pretendida por funcionarios públicos 

independientemente de su jerarquía y forma de designación o elección.  

El Tribunal Constitucional Plurinacional en Bolivia, ejerce funciones de control tutelar, 

normativo y competencial. La facultad de control normativo es el ejercicio de la potestad 

jurisdiccional para juzgar la compatibilidad o incompatibilidad, total o parcial, de una norma 

emitida por cualquier órgano de poder o entidad estatal, desde y conforme la Constitución 

Política del Estado; por lo tanto, la acción concreta o abstracta de inconstitucionalidad es un 

mecanismo de control expedito para limitar las labores legislativas y normativas, lo cual 

forma parte de la estructura de la separación de los órganos de poder.  

Como anteriormente se señaló con referencia al Tribunal Constitucional 

Plurinacional, si bien no está catalogado por el texto constitucional como un órgano de poder, 

su reconocimiento constitucional como guardián y garante de la vigencia de la Constitución 

con atribuciones taxativamente establecidas, lo constituyen como un ente Estatal que forma 

parte de la organización del elemento “poder” de Estado boliviano, cuyo modelo de control 

 
14 Dicha distribución de funciones del Estado resulta genéricamente más idónea para entender el rol del Tribunal 
Constitucional Plurinacional de Bolivia, el cual, si bien no es un órgano de poder, sí cumple funciones propias del 
Estado Constitucional de Derecho, como lo es el control de constitucionalidad de toda actividad estatal y de los 
ciudadanos.  
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constitucional jurisdiccional asumido, no es ilimitado y debe sujetarse al propio texto 

constitucional y preservar la armonía de sus propias funciones  con las de los cuatro órganos 

de poder constituidos y los diferentes niveles de gobierno.  

2.4 El Estado Convencional y Constitucional de Derecho 

Actualmente, Bolivia, es posible catalogarse como un Estado Convencional y 

Constitucional de Derecho, porque en su bloque de constitucionalidad (Art. 410 Constitución 

Política del Estado boliviana), se encuentran consagrados los tratados y convenios 

internacionales; y en materia de Derechos Humanos, el corpus iuris internacional puede 

tener prevalencia sobre la propia Constitución en caso de tener normativa y resoluciones 

judiciales de sus propios tribunales, más beneficiosas y expansivas de los derechos. Así lo 

establece el artículo 256 de la Constitución boliviana: 

I. Los tratados e instrumentos internacionales en materia de derechos humanos que 

hayan sido firmados, ratificados o a los que se hubiera adherido el Estado, que 

declaren derechos más favorables a los contenidos en la Constitución, se aplicarán 

de manera preferente sobre ésta. 

II. Los derechos reconocidos en la Constitución serán interpretados de acuerdo a los 

tratados internacionales de derechos humanos cuando éstos prevean normas más 

favorables. 

Claudio Nash (2013), señala que la protección de los derechos humanos debe ser la 

guía en la actuación de los Estados y que éstos deben tomar todas las medidas para 

asegurar el respeto, la protección y la promoción de dichos derechos. En este sentido, desde 

esta comprensión se ha concebido el concepto de control de convencionalidad, entendido 

como la obligación que tienen los jueces de cada uno de los Estados partes de efectuar no 

sólo un control de legalidad y de constitucionalidad en los asuntos de su competencia, sino 

de integrar en el sistema de sus decisiones, las normas contenidas en la CADH y los 

estándares desarrollados por la jurisprudencia. (p. 489). 

2.4.1 Atribuciones del Órgano Ejecutivo y Legislativo Plurinacional y su incidencia 
en la aprobación de la Ley del Presupuesto General del Estado 

El Artículo 158 de la Constitución boliviana, regula las siguientes atribuciones del 

Órgano Legislativo: 

I. Son atribuciones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, además de las que 

determina esta Constitución y la ley: 

(…) 
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3. Dictar leyes, interpretarlas, derogarlas, abrogarlas y modificarlas. 

(…) 

7. Aprobar el plan de desarrollo económico y social presentado por el Órgano 

Ejecutivo. 

8. Aprobar leyes en materia de presupuestos, endeudamiento, control y fiscalización 

de recursos estatales de crédito público y subvenciones, para la realización de obras 

públicas y de necesidad social. 

9. Decidir las medidas económicas estatales imprescindibles en caso de necesidad 

pública. 

10. Aprobar la contratación de empréstitos que comprometan las rentas generales 

del Estado y autorizar a las universidades la contratación de empréstitos. 

11. Aprobar el Presupuesto General del Estado presentado por el Órgano Ejecutivo. 

Recibido el proyecto de ley, éste deberá ser considerado en la Asamblea Legislativa 

Plurinacional dentro del término de sesenta días. En caso de no ser aprobado en 

este plazo, el proyecto se dará por aprobado. 

(…) 

17. Controlar y fiscalizar los órganos del Estado y las instituciones públicas. 

(…) 

II. La organización y las funciones de la Asamblea Legislativa Plurinacional se 

regulará por el Reglamento de la Cámara de Diputados. 

Por su parte, el Artículo 172 también de la Constitución, norma lo siguiente: 

Son atribuciones de la Presidenta o del Presidente del Estado, además de las que 

establece esta Constitución y la ley: 

(…) 

11.Presentar a la Asamblea Legislativa Plurinacional, dentro de las treinta primeras 

sesiones, el proyecto de Ley del Presupuesto General del Estado para la siguiente 

gestión fiscal y proponer, durante su vigencia, las modificaciones que estime 

necesarias. El informe de los gastos públicos conforme al presupuesto se presentará 

anualmente. 

La Constitución Política de 1967 de igual manera determinaba que el presidente era 

quien proyectaba la ley del presupuesto general del Estado, la cual, en caso de no aprobarse 
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por el entonces denominado poder legislativo, era promulgada y entraba en vigor para su 

aplicación.15  

El texto constitucional de 1967 y el vigente desde 2009; evidencian que el presidente 

tiene la facultad de diseñar la ley del presupuesto general del Estado para ser enviada al 

órgano legislativo para su aprobación; sin embargo, ante la falta de aprobación de dicha ley, 

esta se promulga automáticamente y rige la organización y distribución económica de toda 

una gestión.  

El manejo de los fondos Estatales que incluye la programación y asignación 

presupuestaria para -nada más y nada menos- los otros órganos de poder, así como las 

entidades territoriales autónomas, está sometido a la unilateral determinación del presidente, 

es decir, solamente el órgano ejecutivo define sin necesidad imprescindible de la aprobación 

del órgano legislativo, qué cantidad de recursos dispondrá cada institución pública. Es 

evidente que, esta atribución de varias décadas la cual revela un sistema presidencialista en 

Bolivia, puede tener como trasfondo el propósito de no poner en riesgo la gobernabilidad y 

operatividad económico- administrativa del Estado; porque, ante una probable falta de 

consenso en el órgano legislativo, el diseño presupuestario del presidente en sesenta días 

entra en vigor y se procede al desembolso de fondos a las instituciones estatales para que 

cumplan con sus respectivas funciones que, preservando la estabilidad y el orden 

democrático. 

2.4.2 ¿Qué frenos y contrapesos a través de aplicación de sanciones pueden existir 
para el mal ejercicio de la atribución del diseño de la ley presupuestaria por 
parte del presidente?, ¿y si la aprueban los legisladores incumpliendo los 
mandatos de la Constitución, cuáles serían sus posibles sanciones?  

Es controversial que, para un Estado -en teoría- con una clara y funcional división de 

poderes mediante una organización equilibrada, el presidente pueda definir la asignación de 

recursos económicos para cada órgano de poder e instituciones de todos los niveles del 

Estado. La cantidad de recursos económicos de los cuales disponga un órgano de poder o 

institución pública es determinante para la eficacia material del cumplimiento de sus 

propósitos plasmados en la Constitución y la ley, y, por lo tanto, también puede determinar 

 
15 El Capítulo cuarto de “Rentas y presupuestos” de la Constitución boliviana de 1967, el artículo 147° 
“Presentación del Presupuesto” establecía: El Poder Ejecutivo presentará al Legislativo, dentro de las treinta 
primeras sesiones ordinarias, los proyectos de ley de los presupuestos nacionales y departamentales. 

Recibidos los proyectos de ley de los presupuestos, deberán ser considerados en Congreso dentro del término de 
sesenta días. Vencido el plazo indicado, sin que los proyectos hayan sido aprobados, estos tendrán fuerza de ley. 
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su independencia o autonomía como tal, es decir, su capacidad material de someterse a sus 

objetivos delimitados y no así a designios arbitrarios del órgano ejecutivo.  

Por ejemplo, la paupérrima asignación de recursos al Órgano Judicial merma sus 

condiciones de funcionamiento y desacredita su eficacia en el cumplimiento de sus 

propósitos constitucionales; porque al carecer de la suficiente cantidad de juzgadores y 

personal de apoyo, infraestructura y capacidad logística, capacitaciones de sus recursos 

humanos, indudablemente el servicio es deficiente y vulnera varios derechos y garantías 

fundamentales como el debido proceso en sus diferentes vertientes, como el derecho a ser 

juzgado en un plazo razonable, entre muchos otros16.  

La falta de asignación de mayores recursos en salud y educación para más ítems así 

como infraestructura, limita a la gran mayoría de la población el acceso a dichos servicios 

que son derechos prioritarios, generándose transversalmente vulneraciones a su derecho a 

la vida, dignidad, libre desarrollo de la personalidad, igualdad, entre otros, y un deterioro de 

la legitimidad del Estado Plurinacional de Bolivia al no cumplir con parte de sus fines y 

funciones esenciales como lo son preservar los derechos y garantías fundamentales, 

especialmente salud y educación conforme lo disponen los artículos 37, 77.I y 321.II de la 

Constitución boliviana.  

Los pesos y contra pesos, no solamente pueden hacerse efectivos -por ejemplo- a 

través del control normativo de constitucionalidad por parte del Tribunal Constitucional. 

También se hacen efectivos cuando para altas autoridades, existen mecanismos de 

juzgamiento y sanción a conductas reñidas con la Constitución y el Código Penal. Ahora 

bien, cabe la pregunta de qué consecuencias pueden existir cuando el presidente con o sin 

aprobación de la asamblea legislativa plurinacional, emite una ley presupuestaria apartada 

de la Constitución en sus mandatos axiológicos, dogmáticos y orgánicos; es decir, a qué 

sanción podría exponerse el jefe de Estado cuando en su diseño presupuestario no ha 

contemplado los recursos suficientes y equilibrio fiscal necesario para potenciación prioritaria 

del derecho a la salud, educación, alimentación y vivienda, así como el funcionamiento de 

los órganos de poder, entidades territoriales autónomas y en general, todas las instituciones 

estatales. No es posible concebir que en un Estado Constitucional de Derecho en el cual 

exista una división y organización equilibrada de los órganos de poder, no tenga mecanismos 

políticos y jurisdiccionales para frenar y sancionar  incumplimientos -por acción u omisión- a 

 
16 El presidente del Tribunal Supremo de Justicia Romer Saucedo en febrero del año 2025, declaró la emergencia 
presupuestaria del Órgano Judicial, informando que existe un desface aproximado de ochenta millones de 
bolivianos, que al tipo de cambio oficial con el dólar estadounidense equivale a casi once millones y medio de 
dólares. Véase: https://correodelsur.com/seguridad/20250213/saucedo-revela-desfase-de-unos-bs-80-
millones.html 
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los mandatos constitucionales establecidos para los funcionarios electos o designados, es 

decir, sería incompatible con una Constitución como instrumento límite del poder, la 

impunidad sustantiva y adjetiva para investigar y sancionar conductas de funcionarios 

públicos de alta jerarquía y decisión en los órganos de poder e instituciones de los distintos 

niveles estatales. 

La ley 044 de octubre de 2010 para procesar a altas autoridades, es taxativa al 

establecer que, para activarse una denuncia ante el Órgano Legislativo, es necesario 

denunciar la comisión de un delito o delitos tipificados en el Código Penal boliviano y que 

hayan sido cometidos en el ejercicio de funciones; sin embargo, el inc. b) del artículo 12° de 

la ley No. 044 de octubre de 2010 establece que la Presidenta o Presidente podrá ser 

enjuiciado cuando en el ejercicio de sus funciones cometa violación de los derechos y de las 

garantías individuales consagradas en el Título II y Título IV de la Constitución Política del 

Estado, en los cuales, por supuesto, están los derechos a la salud, educación, alimentación 

y vivienda.  

La violación de derechos y garantías fundamentales pueden cometerse por acción u 

omisión, en tal sentido, con base al principio de unidad de la Constitución, e invocando los 

incisos 4) y 5) del artículo 9 que consagra los fines y funciones esenciales del Estado así 

como los artículos 37, 77.I y 321.II que establecen como prioridad de la política fiscal la 

atención del derecho a la salud, educación, alimentación y vivienda; el diseño y ejecución de 

la ley presupuestaria que no cumpla con esos mandatos expresos, así como también el 

principio de progresividad consagrado en el artículo 26 de la CADH y el artículo 13.I de la 

norma suprema, en una aplicación taxativa de la redacción de la causal de juzgamiento del 

inc. b) del artículo 12 de la ley 044, sí debería ser procedente, por la no atención prioritaria 

presupuestaria de esos derechos conforme lo manda la Constitución, porque dicha omisión 

naturalmente incide en la regresividad y falta de atención de esta clase de derechos de la 

ciudadanía.  

Es evidente que dicho caso, amerita un análisis más profundo, considerando que se 

trata de un “juzgamiento político”, desde una expresión técnico-jurídica y no coloquialmente 

utilizada habitualmente, es decir, la cámara de diputados es la que determinaría la 

procedencia o no para el juzgamiento de presidente por la presunta comisión de un delito en 

el ejercicio de sus funciones, a través de una proposición acusatoria que continua su 

procedimiento por votación de la mayoría absoluta. Posteriormente, la cámara de senadores 

ejerce el rol de tribunal de sentencia, quienes requieren de dos tercios para condenar al o 

los procesados. Un análisis más profundo para otro estudio, también debería estar orientado 

a determinar de si debería o no crearse un tipo penal específico para el caso presente, es 

decir, la aprobación de un presupuesto general del Estado que transgreda los artículos 37, 
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77.I, 321.II de la Constitución; porque es claro que incumplir esos mandatos violaría los 

derechos y garantías consagrados en la Constitución, por su desatención y/o regresión en 

las asignaciones presupuestarias, pero dicho criterio podría considerarse un cadalso que 

trasgreda el principio de tipicidad y taxatividad en materia penal, vinculado al derecho 

humano al debido proceso.  

Ahora bien, la interrogante sobre la integridad y eficacia de los pesos y contrapesos, 

se torna más compleja si se trata de una ley del presupuesto general del Estado que haya 

sido también aprobada por la Asamblea Legislativa Plurinacional, porque los senadores y 

diputados no pueden ser procesados por la ley 044, pese a evidenciarse el incumplimiento 

de la Constitución por haber votado una ley que viole los artículos 37, 77.I y 321.II. Al margen 

de lo anterior, el artículo 152 de la Constitución boliviana determina que las asambleístas y 

los asambleístas no gozarán de inmunidad y que, durante su mandato, en los procesos 

penales, no se les aplicará la medida cautelar de la detención preventiva, salvo delito 

flagrante. 

El artículo 153 “Resoluciones contrarias a la Constitución y a las leyes” del Código 

Penal boliviano, establece: “El funcionario público o autoridad que dictare resoluciones u 

ordenes contrarias a la Constitución o las leyes o ejecutare o hiciere ejecutar dichas 

resoluciones u órdenes, incurrirá en reclusión de un mes a dos años.” Dicho tipo penal es el 

que posiblemente podría entenderse como tipificado ante el hipotético actuar de 

asambleístas que aprueben una ley del presupuesto general del Estado que no sea acorde 

a lo consagrado en los artículos 37, 77.I y 321.II. Sin embargo, como anteriormente se 

señaló, en materia penal rige el principio de taxatividad, y una resolución no es equivalente 

a una ley, por lo cual la tipicidad del hecho hipotético sería cuestionable. Sin embargo, si se 

considerara la existencia de tipicidad, el procedimiento debería ser sometido a la vía 

ordinaria, y podría convertirse en un descalabro institucional sin precedentes.  

El propósito de este acápite, fue exponer brevemente una alternativa al control 

normativo de constitucionalidad para frenar o depurar una Ley del Presupuesto General del 

Estado, es decir, si no es a través de dicha vía, qué otra podría existir para que el presidente 

y asambleístas puedan ser neutralizados – en el ejercicio de pesos y contrapesos- por sus 

decisiones presupuestarias contrarias a la Constitución; y como puede evidenciarse de la 

breve aproximación, no existe sustantiva y adjetivamente un sistema claro y contundente 

para el caso que ocupa el presente trabajo. En tal sentido, se considera más posible y viable 

el control normativo de constitucionalidad para depurar una ley del presupuesto general del 

Estado que sea contraria a lo consagrado en los artículos 37, 77.I y 321.II. 
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2.4.3 Valores y fines esenciales del Estado; concordantes con la política fiscal y 
responsabilidad financiera 

El Artículo 7 de la Constitución boliviana consagra que: “La soberanía reside en el 

pueblo boliviano, se ejerce de forma directa y delegada. De ella emanan, por delegación, las 

funciones y atribuciones de los órganos del poder público; es inalienable e imprescriptible”. 

La soberanía expresada a través de la democracia representativa, materializada a 

través del sufragio activo y pasivo respectivamente; tiene como origen y fundamento la 

Constitución y todo su contenido, el cual regula y limita el ejercicio de representatividad de 

las autoridades electas, en torno a las funciones y atribuciones asignadas para cada órgano 

de poder y entidades estatales. En otros términos, la misión de cada uno de ellos es cumplir 

y hacer cumplir mediante el ejercicio racional del poder público, los principios, fines y 

funciones, valores, derechos, garantías y obligaciones contempladas en la Constitución. 

Sin duda, fue el constitucionalismo el que, con su carácter de ideología política 

emancipatoria (que se remonta a episodios de lucha, como la Revolución francesa, la guerra 

por la independencia de Estados Unidos, México, Colombia, Argentina, etc.), sintetizó una 

forma de pensamiento jurídico que inaugurará, a su vez, una nueva metodología y una nueva 

ontología del derecho, tratando de superar la del positivismo y la del iusnaturalismo. Las 

Constituciones y declaraciones de derechos de finales del siglo XVIII y del XIX "positivaron" 

una serie de valores morales (momento que marca el cenit pero también el declive del 

iusnaturalismo racionalista como ética jurídica y como disciplina dominante en el estudio 

teórico del derecho). Incluidos en la parte dogmática de las Constituciones, todavía esos 

valores y derechos tendrán carácter programático, especialmente en Europa, donde habrá 

que esperar precisamente al final de la Segunda Guerra Mundial para que se erijan en 

auténticas normas jurídicas, una vez que las propias Constituciones son consideradas en su 

integridad como tales, y no solamente en algunas partes de su articulado. Así, los valores 

que recogen las Constituciones de diversa manera —en forma de derechos fundamentales, 

principios superiores del ordenamiento jurídico, "valores superiores del ordenamiento 

jurídico", "principios rectores de la política social o económica", etc.17— tienen valor jurídico 

y no son meras recomendaciones. (Ruiz Resa, 2015, p. 22) 

En tal sentido, los valores supremos, deben ser concebidos no solamente como 

ideales, sino como líneas rectoras que dan sentido al existir y accionar del Estado; los 

mismos son acordes a lo establecido en el Artículo 9 de la Constitución, que señala entre 

varios fines y funciones esenciales del Estado, los de garantizar: El bienestar, el desarrollo, 

 
17 Son los términos que emplea, por ejemplo, la Constitución española de 1978 
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la seguridad y la protección e igual dignidad de las personas, las naciones, los pueblos y las 

comunidades, el cumplimiento de los principios, valores, derechos y deberes reconocidos y 

consagrados en la Constitución, el acceso de las personas a la educación, a la salud y al 

trabajo. 

Los valores, principios, fines y funciones esenciales son líneas rectoras de 

cumplimiento en concordancia sistemática con los derechos fundamentales consagrados, 

incluidos por supuesto a los DESC; en consecuencia, el Estado está obligado a velar por su 

progresividad y no regresividad, y también más allá de una mera concepción teórica, sino 

que debe ser palpable o tangible en favor de la población a través de políticas fiscales cuyos 

lineamientos están constitucionalmente definidos. 

El artículo 13.I consagra que los derechos reconocidos son inviolables, universales, 

interdependientes, indivisibles y progresivos; y que el Estado tiene el deber de promoverlos, 

protegerlos y respetarlos. 

El artículo 321.II, obliga a que las determinaciones del gasto y de la inversión pública 

se viabilicen por medio de mecanismos de participación ciudadana y de planificación técnica 

y ejecutiva estatal; resaltando que las asignaciones atenderán especialmente a la educación, 

la salud, la alimentación, la vivienda y el desarrollo productivo. Concordante con dicha 

consagración constitucional, el artículo 37 consagra que, el Estado tiene la obligación 

indeclinable de garantizar y sostener el derecho a la salud, que se constituye en una función 

suprema y primera responsabilidad financiera, priorizando la promoción de la salud y la 

prevención de las enfermedades. Por su parte, el artículo 77.I establece que, la educación 

constituye una función suprema y primera responsabilidad financiera del Estado, que tiene 

la obligación indeclinable de sostenerla, garantizarla y gestionarla. 

El artículo 323.I enmarca a la política fiscal del Estado en los principios de capacidad 

económica, igualdad, progresividad, proporcionalidad, transparencia, universalidad, control, 

sencillez administrativa y capacidad recaudatoria. 

Así como el principio de progresividad está consagrado, de igual manera la 

Constitución obliga priorizar en las asignaciones presupuestarias, al sector de la salud, 

educación, y otros; es decir, estos por mandato constitucional expreso, son prioritarios por 

encima de cualquier otro gasto aprobado por ley, por lo cual una distribución financiera que 

no beneficie al desarrollo de derechos ni se constituya en una inversión productiva, es 

incompatible con los mandatos consagrados en la Constitución.  

Referente a lo expuesto, es preciso resaltar el contenido del artículo 339 de la 

Constitución boliviana: 
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I. El Presidente de la República podrá decretar pagos no autorizados por la ley del 

presupuesto, únicamente para atender necesidades impostergables derivadas de 

calamidades públicas, de conmoción interna o del agotamiento de recursos 

destinados a mantener servicios cuya paralización causaría graves daños. Los 

gastos destinados a estos fines no excederán del uno por ciento del total de egresos 

autorizados por el Presupuesto General. 

II. Los bienes de patrimonio del Estado y de las entidades públicas constituyen 

propiedad del pueblo boliviano, inviolable, inembargable, imprescriptible e 

inexpropiable; no podrán ser empleados en provecho particular alguno. Su 

calificación, inventario, administración, disposición, registro obligatorio y formas de 

reivindicación serán regulados por la ley. 

III. Los ingresos del Estado se invertirán conforme con el plan general de desarrollo 

económico y social del país, el Presupuesto General del Estado y con la ley. 

La soberanía es la piedra angular del Estado democrático cuyos fines y funciones 

esenciales están primariamente destinados al bienestar de la población en general; por lo 

tanto, el parágrafo II del artículo 339 establece que los bienes del Estado y entidades 

públicas son de propiedad del pueblo boliviano, por lo tanto, su administración y disposición 

también deben tener el propósito primario de mejorar las condiciones de vida y ejercicio de 

los derechos fundamentales de todos los habitantes del Estado, a través de acciones y 

políticas públicas que cuenten con la mayor cantidad de asignaciones presupuestarias para 

potenciar principalmente los derechos a la salud, educación y vivienda conforme 

expresamente lo impone la Constitución.  

2.5 Derechos económicos sociales y culturales 

2.5.1 Tratados y Convenios Internacionales y Constitución Política boliviana 

El artículo 26 de la CADH, sobre los DERECHOS ECONOMICOS, SOCIALES Y 

CULTURALES, consagra lo siguiente: 

Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno 

como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, 

para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de 

las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en 

la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo 

de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros 

medios apropiados. 
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El Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su 

Artículo 2.1, establece lo siguiente: 

1. Cada uno de los Estados Parte en el presente Pacto se compromete a adoptar 

medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación 

internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los 

recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios 

apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena 

efectividad de los derechos aquí reconocidos. 

Por su parte, la Convención Americana de San Salvador adoptada el 17 de noviembre 

de 1988 y que entró en vigor el 16 de noviembre de 1999; además de establecer el desarrollo 

progresivo de todos los derechos ahí identificados, el Artículo 19 en sus incisos 6 y 7 

respectivamente, aparentemente delimita qué derechos pueden ser justiciables ante la Corte 

IDH:  

6. En el caso de que los derechos establecidos en el párrafo a) del artículo 8 y en el 

artículo 13 fuesen violados por una acción imputable directamente a un Estado parte 

del presente Protocolo, tal situación podría dar lugar, mediante la participación de la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y cuando proceda de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, a la aplicación del sistema de peticiones 

individuales regulado por los artículos 44 a 51 y 61 a 69 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos. 

7. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos podrá formular las observaciones y recomendaciones que 

considere pertinentes sobre la situación de los derechos económicos, sociales y 

culturales establecidos en el presente Protocolo en todos o en algunos de los 

Estados partes, las que podrá incluir en el Informe Anual a la Asamblea General o 

en un Informe Especial, según lo considere más apropiado. 

Sin embargo, el artículo 4 del referido protocolo, categóricamente establece: 

No podrá restringirse o menoscabarse ninguno de los derechos reconocidos o 

vigentes en un Estado en virtud de su legislación interna o de convenciones 

internacionales, a pretexto de que el presente Protocolo no los reconoce o los 

reconoce en menor grado. 

Complementariamente a la disposición precedente; el artículo 29 inc. b) de la CADH, señala:  

Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido 

de: 
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[…] 

b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar 

reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Parte o de 

acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados. 

El Artículo 109.I de Constitución boliviana, consagra que: “Todos los derechos 

reconocidos en la Constitución son directamente aplicables y gozan de iguales garantías para 

su protección.” 

Por su parte, el artículo 13.I consagra que, los derechos reconocidos son inviolables, 

universales, interdependientes, indivisibles y progresivos; y que el Estado tiene el deber de 

promoverlos, protegerlos y respetarlos. 

Al respecto, la Sentencia Constitucional Plurinacional Nº 0778/2014, en un óbiter dictum, 

ha establecido lo siguiente: 

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales… se 

caracteriza por lo siguiente: i) Reconoce derechos económicos, sociales y culturales; 

ii) Estos derechos, no son directamente aplicables en los Estados miembros, 

constituyendo postulados programáticos de progresiva aplicación, con la única 

condicionante de la aplicación del principio de prohibición de restrospectividad; es 

decir, que una vez implementados por los Estados miembros, no pueden ser 

desconocidos; y, iii) Al ser postulados programáticos, su ejecución está encomendada 

directamente a los Órganos Legislativos y Ejecutivos, razón por la cual, no son 

directamente justiciables.  

A partir de las características antes señaladas, se estructuró el Estado Social y 

Democrático de Derecho, con un postulado esencial: todos los derechos son 

reconocidos, es decir los de primera, segunda y tercera generación, entre los cuales 

se encuentran los derechos económicos sociales y culturales; sin embargo, los 

derechos de primera y algunos de segunda generación son directamente justiciables 

a través de mecanismos específicos como por ejemplo el amparo constitucional o la 

institución del “hábeas corpus”; empero, los derechos de tercera generación, al ser 

cláusulas programáticas, en este tipo de Estado no son directamente justiciables. 

(Tribunal Constitucional Plurinacional de Bolivia, 2014). 

Las aseveraciones precedentes tienen un espíritu regresivo y limitativo que dotan de 

discrecionalidad al Órgano Ejecutivo y Legislativo para definir la programación de los DESC, 

lo cual desvirtuaría su justiciabilidad directa constitucionalmente consagrada. Sin embargo, 

la misma sentencia S.C.P. 0778/2014, ha concluido lo siguiente: 
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… como influencia de concepciones doctrinarias que cuestionan esta diferenciación 

o catalogación de derechos, merced a una máxima eficacia de los derechos 

humanos y en el marco de una visión verdaderamente garantista a ser encomendada 

a los órganos contralores de constitucionalidad, surgen posiciones desarrolladas en 

el ámbito comparado esencialmente por autores como Robert Alexy, Gustavo 

Zagrebelski, Luis Prieto Sanchis, Luigi Ferrajoli entre otros, quienes, entre otros 

temas, cuestionan las limitantes propias del Estado Social y Democrático de Derecho 

para avanzar a un diseño aún más garantista plasmado en el Estado Constitucional 

de Derecho. 

Este modelo de Estado; es decir, el del Estado Constitucional de Derecho, desde el 

punto de vista de teoría constitucional contemporánea, encuentra razón de ser en 

tres características esenciales: a) La autonomía e idéntica jerarquía de todos los 

derechos, por cuanto los derechos económicos sociales y culturales, dejan de ser 

cláusulas programáticas; b) La directa justiciabilidad de todos los derechos 

jerárquicamente idénticos; y, c) El alcance de los roles del control de 

constitucionalidad, ya que la justiciabilidad de todos los derechos fundamentales, 

plantea la disciplina de nuevos procedimientos constitucionales y líneas de 

interpretación más amplias y extensivas para su real eficacia y materialización. 

(Tribunal Constitucional Plurinacional de Bolivia, 2014). 

Por lo tanto, al menos de manera teórica, el Tribunal Constitucional Plurinacional de 

Bolivia, como máximo guardián de la Constitución, ha evolucionado la anacrónica 

concepción de los DESC como derechos meramente programáticos, para posicionarlos bajo 

una interpretación más extensiva como bien señala, en un plano de justiciabilidad directa al 

igual que los demás derechos (civiles y políticos). 

2.5.2 Sentencias estructurales y su incidencia en los DESC 

Las sentencias estructurales con interesantes avances en países latinoamericanos 

como el caso de Colombia, son cada vez más reconocidas como mecanismos de protección 

de los DESC, para obligar a órganos del Estado a adoptar políticas públicas con base a 

financiamiento, para atender a algún sector de la población cuyos derechos estén siendo 

vulnerados por omisión estatal, declarándose un estado cosas inconstitucional. 

Gutierrez (2018), en lo que denomina a las sentencias “piloto”, señala que tienen dos 

principales características. La primera, la denomina como una herramienta utilizada para 

remediar problemas sistémicos que ocasionan violaciones generalizadas de derechos, que 

son expedidas en el marco de procesos judiciales creados para la protección de derechos 

individuales. La segunda, es que ordenan la adopción de medidas generales que persiguen 
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la solución definitiva de problemas sistémicos detectados por el tribunal; en ese sentido 

imponen la ejecución de reformas que requieren, entre otras labores, un ejercicio previo de 

planeación, el diseño de una estrategia de coordinación entre autoridades nacionales e, 

invariablemente, la disposición de recursos económicos suficientes para adelantar las 

acciones previstas por los Estados. (p. 119) 

El caso colombiano como ejemplo de este tipo de sentencias, emitió criterios en 

casos hacinamiento carcelario, población desplazada por conflicto interno, y salud; teniendo 

comunes denominadores esenciales para definir qué es el estado de cosas inconstitucional: 

1) La vulneración masiva y generalizada de varios derechos constitucionales que afecta a 

un número significativo de personas; 2) La prolongada omisión de las autoridades en el 

cumplimiento de sus funciones para garantizar esos derechos; 3) La adopción prácticas 

inconstitucionales; 4) La no expedición de medidas legislativas, administrativas y 

presupuestales para evitar la vulneración de derechos; 5) La existencia de un problema 

social cuya solución compromete la intervención de varias entidades, para la adopción de 

medidas multisectoriales que demande un esfuerzo presupuestal considerable.(Osuna, 

2015, p. 112) 

Este tipo de sentencias, atienden a sectores específicos y ordena asumir medidas 

presupuestarias, sin importar la planificación macro ya adoptada estatalmente; sin embargo, 

el objetivo del presente trabajo es apuntar a la factibilidad de la depuración de una ley 

presupuestaria nacional contraria los lineamientos constitucionales de una responsable 

política fiscal con base a lo reglado por la Constitución, así como de los fines y funciones 

esenciales del Estado. Por lo tanto, reconduciéndose las prioridades y planificación 

presupuestaria desde su origen, las sentencias estructurales tendrían mayores posibilidades 

materiales de ser eficazmente cumplidas. 

En el caso boliviano, no existen sentencias constitucionales de carácter estructural; 

sin embargo, no puede soslayarse lo identificado como neurálgico para el presente trabajo, 

establecido en el artículo 321.II concordante con los artículos 37 y 77.I de la Constitución 

boliviana, es decir, dichos mandatos expresamente restringen la libertad o discrecionalidad 

financiera de los órganos de poder (ejecutivo y legislativo), orientándolos a priorizar las 

asignaciones a los ítems de salud, educación y desarrollo productivo.  

2.5.3 Principio de progresividad y no regresividad 

La Corte IDH a través del caso Acevedo Buen día, señaló que, el contenido del 

artículo 26 de la Convención fue objeto de un intenso debate en los trabajos preparatorios 

de ésta, nacido del interés de los Estados por consignar una “mención directa” a los 

“derechos” económicos, sociales y culturales; “una disposición que establezca cierta 



62 

obligatoriedad jurídica […] en su cumplimiento y aplicación”; así como “los respectivos 

mecanismos para su promoción y protección”, ya que el Anteproyecto de tratado elaborado 

por la Comisión Interamericana hacía referencia a aquellos en dos artículos que, de acuerdo 

con algunos Estados, sólo “recogían en un texto meramente declarativo, conclusiones 

establecidas en la Conferencia de Buenos Aires”. La revisión de dichos trabajos 

preparatorios de la Convención demuestra también que las principales observaciones sobre 

la base de las cuales ésta fue aprobada pusieron especial énfasis en “dar a los derechos 

económicos, sociales y culturales la máxima protección compatible con las condiciones 

peculiares a la gran mayoría de los Estados Americanos”. Así, como parte del debate en los 

trabajos preparatorios, también se propuso “hacer posible la ejecución de dichos derechos 

mediante la acción de los tribunales” (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2009, 

párr. 99) 

El mismo Tribunal Interamericano, observó que, el desarrollo progresivo de los 

derechos económicos, sociales y culturales ha sido materia de pronunciamiento por parte 

del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, en el 

sentido de que la plena efectividad de aquéllos “no podrá lograrse en un breve período de 

tiempo” y que, en esa medida, “requiere un dispositivo de flexibilidad necesaria que refleje 

las realidades del mundo […] y las dificultades que implica para cada país el asegurar dicha 

efectividad”. En el marco de dicha flexibilidad en cuanto a plazo y modalidades, el Estado 

tendrá esencialmente, aunque no exclusivamente, una obligación de hacer, es decir, de 

adoptar providencias y brindar los medios y elementos necesarios para responder a las 

exigencias de efectividad de los derechos involucrados, siempre en la medida de los 

recursos económicos y financieros de que disponga para el cumplimiento del respectivo 

compromiso internacional adquirido. Así, la implementación progresiva de dichas medidas 

podrá ser objeto de rendición de cuentas y, de ser el caso, el cumplimiento del respectivo 

compromiso adquirido por el Estado podrá ser exigido ante las instancias llamadas a resolver 

eventuales violaciones a los derechos humanos. (Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, 2009, párr. 102) 

La noción de “desarrollo progresivo” no impide la rendición de cuentas y la eventual 

exigibilidad de los derechos ante las instancias llamadas a resolver violaciones; y de la 

noción de “desarrollo progresivo” se desprende un deber condicionado de no regresividad, 

que requiere del Estado una justificación estricta en caso de adopción de medidas 

regresivas. Tal deber también es justiciable, es decir, susceptible de control a través de 

mecanismos jurisdiccionales. (Steiner et al., 2019, p. 809). 
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Los derechos económicos, sociales y culturales tienen una dimensión tanto individual 

como colectiva; sin embargo, la Corte IDH ha evolucionado de criterios altamente restrictivos 

a criterios más amplios.  

Ahora bien, la Constitución boliviana de 2009 no sólo se despliega un catálogo más 

amplio de derechos, sino que a la vez se constituye a los derechos fundamentales, según lo 

establecido en el numeral 4 del Art. 9, junto con los principios y valores asumidos por el 

Estado en el Art. 8, en paradigma de valor hermenéutico para la comprensión de un lenguaje 

de los derechos y para el desarrollo de políticas públicas, prospección legislativa y regulativa. 

En el mismo sentido el Art. 13 declara la universalidad, interdependencia e indivisibilidad de 

todos los derechos, siendo una obligación del Estado su promoción, protección y respeto. 

(Rojas, s.f., 284) 

La precisión que se debe realizar respecto al carácter de progresividad de los 

derechos, en conformidad con lo dispuesto por el Art. 256.II y el Art. 410.II, según el Comité 

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, es que la 

progresividad no debe ser interpretada como una justificación para que el Estado deje de 

implementar estos derechos. El PIDESC exige a los estados acciones y actuaciones 

efectivas para su implementación. Por lo tanto, debe interpretarse la progresividad en cuanto 

el Estado no podrá adoptar medidas regresivas con relación al ejercicio de un derecho. 

(Rojas, s.f., 289) 

2.5.4 Directa justiciabilidad de los derechos fundamentales, en el contexto de los 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

Negrón Pino (2018), señala que, del modelo de Estado Constitucional, deriva el 

carácter normativo de la Constitución, el principio de supremacía constitucional, la garantía 

judicial para su defensa, la existencia de principios, valores, derechos y garantías 

individuales y colectivos plurales, la existencia de criterios constitucionalizados de 

interpretación de los derechos fundamentales y la preponderancia del órgano judicial, por 

cuanto el juez debe aplicar directamente la  Constitución y los derechos, su directa e 

inmediata aplicabilidad y justiciabilidad le  imponen, interpretar la ley desde y conforme a la 

norma fundamental y efectuar una labor de ponderación cuando existan conflictos entre 

valores, principios, derechos y garantías. (p. 4 y ss.) 

Gran parte de la tradición constitucional iberoamericana en materia de derechos 

sociales se caracteriza por la repetición de tópicos que, a la luz de la experiencia 

internacional y de la ya considerable acumulación de precedentes nacionales, han 

demostrado ser prejuicios de tipo ideológico, antes que argumentos sólidos de dogmática 

jurídica. Así, aunque la gran mayoría de las Constituciones de América Latina, la de España 
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y la de Portugal estén alineadas dentro del denominado constitucionalismo social, se ha 

repetido hasta el hartazgo que las normas que establecen derechos sociales son sólo 

normas programáticas, que no otorgan derechos subjetivos en el sentido tradicional del 

término, o que no resultan justiciables. De este modo, se traza una distinción entre el valor 

normativo de los denominados derechos civiles –o derechos de autonomía, o derechos-

libertades–, que, si se consideran derechos plenos, y los derechos sociales, a los que se 

asigna un mero valor simbólico o político, pero poca virtualidad jurídica. (Courtis y 

Abramovich, 2009, p. 3). 

Sin embargo, la cuestión dista de ser tan sencilla. Las supuestas distinciones entre 

derechos civiles y derechos sociales no son tan tajantes como pretenden los partidarios de 

la doctrina tradicional. La principal diferencia que señalan los partidarios de dicha doctrina 

reside en la distinción entre obligaciones negativas y positivas: de acuerdo con esta línea de 

argumentación, los derechos civiles se caracterizarían por establecer obligaciones negativas 

para el Estado –por ejemplo, abstenerse de matar, de torturar, de imponer censura, de violar 

la correspondencia, de afectar la propiedad privada– mientras que los derechos sociales 

exigirían obligaciones de tipo positivo –por ejemplo, dar prestaciones de salud, educación o 

vivienda–. En el primer caso, se dice, el Estado cumpliría su tarea con la mera abstención, 

sin que ello implique la erogación de fondos, y por ende, el control judicial se limitaría a la 

anulación de aquellos actos realizados en violación a aquella obligación de abstención. 

Contra la exigibilidad de los derechos sociales, aun cuando tengan reconocimiento 

constitucional, se dice que como se trata de derechos que establecen obligaciones positivas, 

su cumplimiento depende de la disposición de fondos públicos, y que por ello el Poder 

Judicial no podría imponer al Estado el cumplimiento de conductas de dar o hacer. (Courtis 

y Abramovich, 2009, p. 4). 

La distinción, sin embargo, es notoriamente endeble. Todos los derechos, llámense 

civiles, políticos, económicos o culturales tienen un costo (Holmes y Sunstein, 1999), y 

prescriben tanto obligaciones negativas como positivas. Los derechos civiles no se agotan 

en obligaciones de abstención por parte del Estado: exigen conductas positivas, tales como 

la reglamentación –destinada a definir el alcance y las restricciones de los derechos–, la 

actividad administrativa de regulación, el ejercicio del poder de policía, la protección frente a 

las interferencias ilícitas del propio Estado y de otros particulares, la eventual imposición de 

condenas por parte del Poder Judicial en caso de vulneración, la promoción del acceso al 

bien que constituye el objeto del derecho. Baste repasar mentalmente la gran cantidad de 

recursos que destina el Estado a la protección del derecho de propiedad: a ello se destina 

gran parte de la actividad de la justicia civil y penal, gran parte de la tarea policial, los 

registros de la propiedad inmueble, automotor y otros registros especiales, los servicios de 
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catastro, la fijación y control de zonificación y uso del suelo, etcétera. Todas estas actividades 

implican, claro está, un costo para el Estado, sin el cual el derecho no resultaría inteligible, 

y su ejercicio carecería de garantía. Esta reconstrucción puede replicarse con cualquier otro 

derecho –piénsese, en materia de derechos políticos, la gran cantidad de conductas 

positivas que debe desarrollar el Estado para que el derecho de votar puede ser ejercido por 

todos los ciudadanos–. Amén de ello, muchos de los llamados derechos civiles se 

caracterizan justamente por exigir la acción y no la abstención del Estado: piénsese, por 

ejemplo, en el derecho a contar, en caso de acusación penal, con asistencia letrada costeada 

por el Estado en caso de carecer de recursos suficientes, o en el derecho a garantías 

judiciales adecuadas para proteger otros derechos. (Courtis y Abramovich, 2009, p. 5). 

En sentido simétrico, los derechos sociales tampoco se agotan en obligaciones 

positivas: al igual que en el caso de los derechos civiles, cuando los titulares hayan ya 

accedido al bien que constituye el objeto de esos derechos –salud, vivienda, educación, 

seguridad social– el Estado tiene la obligación de abstenerse de realizar conductas que lo 

afecten. El Estado afectará el derecho a la salud, o a la vivienda, o a la educación, cuando 

prive ilícitamente a sus titulares del goce del bien del que ya disponían, sea dañando su 

salud, excluyéndolos de los beneficios de la seguridad social o de la educación, del mismo 

modo en que afecta el derecho a la vida, o la libertad de expresión, o la libertad ambulatoria, 

cuando interfiere ilegítimamente en el disfrute de esos bienes. Ciertamente, algunos 

derechos sociales se caracterizan principalmente por exigir del Estado acciones positivas –

v. gr., los llamados derechos-prestación, es decir, aquellos que requieren la distribución de 

algún tipo de prestación a sus titulares, como el servicio educativo o la asistencia sanitaria–

, pero como hemos visto, esto también sucede con los derechos civiles –que exigen 

prestaciones de la administración de justicia, o de los registros civiles, o del registro de la 

propiedad, o de las fuerzas de seguridad–. Otros derechos sociales, sin embargo –en 

especial aquellos caracterizados por regir aun en las relaciones entre particulares–, 

difícilmente puedan conceptualizarse de modo adecuado sólo como derechos 

prestacionales: piénsese en el derecho de huelga, o en el derecho a la negociación colectiva. 

Estos derechos requieren expresamente abstenciones del Estado: no interferir en la huelga, 

no interferir en las tratativas ni en el resultado de la negociación. (Courtis y Abramovich, 

2009, p. 6). 

Todo derecho, entonces, requiere para su efectividad obligaciones positivas y 

negativas. En línea con esta idea, autores como Fried van Hoof o Asbjørn Eide18 proponen 

 
18 Eide sostiene que es un error común, fruto de una escasa comprensión de la naturaleza de los derechos 
económicos, sociales y culturales, considerar que sólo el Estado debe satisfacer esos derechos y que por el costo 
que ello representa su provisión provocaría indefectiblemente un desproporcionado crecimiento del aparato 
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un esquema interpretativo consistente en el señalamiento de “niveles” de obligaciones 

estatales, que caracterizarían el complejo que identifica a cada derecho, 

independientemente de su adscripción al con junto de derechos civiles o al de derechos 

sociales. De acuerdo con la propuesta de van Hoof19,  por ejemplo, podrían discernirse 

cuatro “niveles” de obligaciones: obligaciones de respetar, obligaciones de proteger, 

obligaciones de asegurar y obligaciones de promover el derecho en cuestión. Las 

obligaciones de respetar se definen por el deber del Estado de no interferir, obstaculizar o 

impedir el acceso el goce de los bienes que constituyen el objeto del derecho. Las 

obligaciones de proteger consisten en impedir que terceros interfieran, obstaculicen o 

impidan el acceso a esos bienes. Las obligaciones de asegurar suponen asegurar que el 

titular del derecho acceda al bien cuando no puede hacerlo por sí mismo. Las obligaciones 

de promover se caracterizan por el deber de desarrollar condiciones para que los titulares 

del derecho accedan al bien. (Courtis y Abramovich, 2009, p. 8). 

 
estatal. Entiende que es el individuo el sujeto activo de todo desarrollo económico y social tal como lo establece 
el art. 2 de la “Declaración sobre el Derecho al Desarrollo” –Asamblea General de Naciones Unidas, Resolución 
41/128 del 4/12/1986– y que por lo tanto en un primer nivel en relación a los derechos económicos, sociales y 
culturales se encuentra la obligación del Estado de respetar la libertad de acción y el uso de los recursos propios 
de cada individuo –o de colectividades como las indígenas– en pos de autosatisfacer sus necesidades económicas 
y sociales. En un segundo nivel existe una obligación estatal de proteger esa libertad de acción y uso de los 
recursos frente a terceros. Esta función de tutela que ejerce el Estado en relación con los derechos económicos, 
sociales y culturales es similar al papel que cumple como protector de los derechos civiles y políticos. En un tercer 
nivel existe una obligación de asistencia que puede asumir formas diversas -por ej. el art. 11.2 del PIDESC-, y una 
obligación de satisfacción -que puede consistir en la directa provisión de medios para cubrir necesidades básicas 
como comida o recursos de subsistencia cuando no existan otras posibilidades-. De tal modo, afirma el autor, el 
argumento de que garantizar los derechos civiles y políticos, a diferencia de los derechos económicos, sociales y 
culturales, no re quiere utilizar recursos públicos, resulta sólo sostenible si limitamos las obligaciones estatales en 
relación con los derechos económicos, sociales y culturales sólo al tercer nivel (asistencia y satisfacción) y las 
vinculadas con los derechos civiles y políticos sólo al primer nivel (respeto). Ver Eide, A., “Economic, Social and 
Cultural Rights as Human Rights” en Eide, A., Krause, C. y Rosas, A. (eds.), Economic, Social and Cultural Rights, 
Kluwer, Dordrecht, Boston, Londres, 1995, págs. 21-49, en especial págs. 36-38. Ver. también Eide, A., 
“Realización de los derechos económicos, sociales y culturales. Estrategia del nivel mínimo”, en Revista de la 
Comisión Internacional de Juristas, Nro. 43, 1989. 
19 Van Hoof, G. H. J., “e Legal Nature of Economic, Social an Cultural Rights: A Rebuttal of Some Traditional 
Views”, en Alston, P. y Tomasevski, K. (eds.), de Right to Food, Martinus Nijhoff, Utrecht, 1984, pp. 97-110. Ver. 
también de Vos. P., “Pious wishes or directly enforceable human rights?: Social and Economic Rights in South 
African´s 1996 Constitution”, 13 South African Journal on Human Rights, pp. 223 y ss., 1997. La distinción fue 
sugerida originalmente por Henry Shue. V. Shue, H., “Rights in the Light of Duties”, en Brown, P. G. y MacLean, 
D. (eds.), Human Rights and the US Foreign Policy: Principles and Applications, D.C. Heath Co., Lexington, 1980; 
Basic Rights: Subsistence, Affluence and US Foreign Policy, Princeton University Press, Princeton, 1980, y 
“Mediating Duties”, en Ethics, Nro. 98, 1988, pp. 687-704. Pese a alguna diferencia terminológica –la autora habla 
de distintos “derechos” y no de distintos niveles de “obligaciones”, las conclusiones de Cécile Fabre son similares. 
Ver. Fabre, C., Social Rights under the Constitution, Clarendon Press, Oxford, 2000, pp. 45-49 y 53-57. En el 
campo del derecho internacional de los derechos humanos, la distinción fue asumida –con alguna corrección, que 
reduce la enumeración a tres categorías: obligaciones de respeto, obligaciones de protección y obligaciones de 
garantía, satisfacción o cumplimiento– en los principales documentos intepretativos del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Así, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
Observación general (OG) Nro. 3 (1990) “La Indole de las Obligaciones de los Estados Partes - párrafo 1 del art. 
2 del Pacto”, OG Nro. 4 (1991) “El Derecho a la Vivienda Adecuada – párrafo 1 del art. 11 del Pacto–”, OG Nro. 5 
(1994) “Personas con Discapacidad”, OG Nro. 6 (1995) “Los Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las 
Personas de Edad”; “Principios de Limburgo” (1986); “Principios de Maastricht” (1997); CIJ; “Declaración y Plan 
de Acción de Bangalore” (1995); Encuentro Latinoamericano de Organizaciones de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, “Declaración de Quito” (1998). 
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Ninguno de estos niveles puede caracterizarse únicamente por medio de las 

distinciones obligaciones positivas/obligaciones negativas, u obligaciones de 

resultado/obligaciones de medio, aunque ciertamente las obligaciones de respetar están 

fundamentalmente ligadas a obligaciones negativas o de abstención, y las obligaciones de 

proteger, asegurar y promover involucran un mayor activismo estatal, y, por ende, un número 

mayor de obligaciones positivas o de conducta. Este marco teórico, entiende van Hoof, 

refuerza la unidad entre los derechos civiles y políticos y los derechos económicos, sociales 

y culturales, pues los distintos tipos de obligaciones estatales pueden ser hallados en ambos 

pares de derechos. Por ejemplo, señala van Hoof, la libertad de expresión no requiere sólo 

el cumplimiento de la prohibición de censura, sino que exige la obligación de crear 

condiciones favorables para el ejercicio de la libertad de manifestarse –mediante la 

protección policial–, y del pluralismo de la prensa y de los medios de comunicación en 

general. Paralelamente los derechos económicos, sociales y culturales no requieren 

solamente obligaciones de garantizar o de promover, sino que también exigen un deber de 

respeto o de protección del Estado. (Courtis y Abramovich, 2009, p. 8). 

Estas notas están destinadas a mostrar que la distinción entre uno y otro tipo de 

derechos es mucho menos tajante de lo que se afirma habitualmente, pero no pretende 

negar la existencia de algunos obstáculos que se han interpuesto históricamente a la 

exigibilidad de los derechos sociales. Muchos de estos obstáculos, sin embargo, tampoco 

son ajenos a la naturaleza de los derechos civiles, y ello no ha sido óbice para considerar 

que éstos son derechos justiciables. Otros obstáculos reflejan algunas particularidades de 

los derechos sociales, aunque ello tampoco es un argumento para desconsiderarlos como 

derechos: exigen, más bien, imaginación a los juristas y a los jueces20, en aras de ofrecer 

protección eficaz a aquellos bienes que el constituyente ha decidido priorizar. 

La Constitución boliviana de 2009 ha constitucionalizado la totalidad de los derechos 

sociales establecidos en el PIDESC incluidos otros de tratados temáticos como el derecho 

al acceso universal y equitativo a los servicios básicos (Art. 20). La constitucionalización de 

 
20 Cfr. la opinión de Luigi Ferrajoli: “Hay que reconocer que para la mayor parte de tales derechos [los derechos 
sociales] nuestra tradición jurídica no ha elaborado técnicas de garantía tan eficaces como las establecidas para 
los derechos de libertad. Pero esto depende sobre todo de un retraso de las ciencias jurídicas y políticas, que 
hasta la fecha no han teorizado ni diseñado un Estado social de derecho equiparable al viejo Estado de derecho 
liberal, y han permitido que el Estado social se desarrollase de hecho a través de una simple ampliación de los 
espacios de discrecionalidad de los aparatos administrativos, el juego no reglado de los grupos de presión y las 
clientelas, la proliferación de las discriminaciones y los privilegios y el desarrollo del caos normativo”. La tarea de 
los juristas consistiría, de acuerdo al reputado autor italiano, en “descubrir las antinomias y lagunas existentes y 
proponer desde dentro las correcciones previstas por las técnicas garantistas de que dispone el ordenamiento, o 
bien de elaborar y sugerir desde fuera nuevas formas de garantía aptas para reforzar los mecanismos de 
autocorrección”. Ver. Ferrajoli, L., “El derecho como sistema de garantías”, en Derechos y garantías. La ley del 
más débil, Trotta, Madrid, 1999, pp. 28-30. 
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los derechos sociales supone a la vez la necesidad de un desarrollo programático, 

presupuestario y de políticas públicas para el cumplimiento gradual de los mismos. 

2.5.5 Descripciones sobre posiciones doctrinales de Cavallaro y Schaffer, vs Melish 

El profesor Ferrer Mc Gregor (2017, p. 152) realiza un concreto y enriquecedor 

análisis integral sobre dos posturas antagónicas con referencia a la justiciabilidad de los 

DESC.   

Cavallaro y Schaffer (s.f., como se citó en Ferrer, 2017, p. 152), señalan que la 

Comisión y la Corte IDH no deben verse como las promotoras de una jurisprudencia 

visionaria, sino que deben promover el respeto de los derechos humanos primordialmente 

como cuerpos judiciales y de consulta cuyas decisiones y recomendaciones permiten a 

aquellos que defienden los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales, 

promover cambios de la política pública. Su interés primordial, dicen, es la implementación 

de las decisiones en la práctica. 

Con relación con el artículo 26 de la Convención Americana consideran: a) Que no 

establece –intencionalmente– derechos específicos o deberes concretos, e infieren del 

artículo 19.6 del Protocolo de San Salvador que la violación de derechos distintos a los 

protegidos por los artículos 8, párrafo a) y 13 no da lugar a una petición ante el Sistema 

Interamericano. b) El reclamo de los derechos económicos, sociales, culturales y 

ambientales debe realizarse a través de la interpretación expansiva de derechos bien 

establecidos, lo que se traduce en realizar su análisis en el contexto general del principio de 

no discriminación, o considerándolos como componentes integrales de los derechos civiles 

y políticos. c) Realizar un reclamo de los DESC por vía del artículo 26 de la Convención 

Americana puede estar destinado al fracaso y es probable que provoque reacciones 

extremas de los miembros de la OEA. d) El litigio relacionado con los DESC debe estar bien 

fundamentado en precedentes y doctrina, eliminando la posibilidad de que los Estados 

impugnen su legitimidad. Cavallaro y Schaffer (s.f., como se citó en Ferrer, 2017, p. 153). 

Por el contrario, Tara Melish (s.f., como se citó en Ferrer, 2017), considera que el 

litigio enfocado, bien diseñado y de alta calidad lleva a mejores resultados, tanto 

jurisprudenciales como en la vida real. Para esta autora: a) Las mismas obligaciones legales 

aplican para todos los derechos humanos, pero sólo ciertas dimensiones de esas 

obligaciones pueden ser tratadas en un juicio, con independencia del tipo de derecho de que 

se trate. b) El tipo de aproximación que los abogados utilicen sea “indirecta”, “por 

integración”, “directa”, “violaciones complejas” no debe estar basada en una caracterización 

superficial o predeterminada del reclamo, sino en la naturaleza del problema o valor que 

quieren reivindicar. c) La restricción que establece el artículo 19.6 del Protocolo de San 
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Salvador no es un buen argumento para limitar la competencia por razón de materia que 

tiene la Corte IDH de acuerdo con la Convención Americana, pues no comparte la idea de 

que esa restricción pueda ser prueba de la intención que tuvieron los redactores de la 

Convención Americana para excluir al artículo 26 del régimen jurisdiccional. En su opinión, 

más bien puede servir para interpretar el alcance normativo de los derechos previstos 

presentes en la Convención Americana. d)  Reclamos justiciables son aquellos que hayan 

causado un daño individual y haya una relación de causalidad entre el daño y la conducta 

del Estado. Además, precisa que las dimensiones de las obligaciones que imponen los 

derechos humanos que son justiciables son aquellas orientadas hacia un individuo y no a la 

colectividad y están basadas en conductas y no en los resultados. e) Los DESC en el 

Sistema Interamericano, también están protegidos en las Constituciones, en la legislación y 

en la jurisprudencia de los Estados. (2017, p. 153). 

En opinión de Melish (s.f., como se citó en Ferrer, 2017), el error fundamental de 

Cavallaro y Schaffer es la tesis de que los derechos económicos, sociales, culturales y 

ambientales, como derechos autónomos, no son justiciables en el Sistema Interamericano. 

Para dicha profesora, si bien el artículo 26 se ubicó en un capítulo separado (Capítulo III), 

no se removió de la sección que enumera los derechos protegidos. Así, los redactores de la 

Convención demostraron su intención de que los derechos económicos, sociales, culturales 

y ambientales no son derechos de segunda clase, sino que deben aplicárseles las mismas 

obligaciones y estar sujetas al procedimiento de peticiones individuales. (2017, p. 154). 

En su opinión, la propuesta de Cavallaro y Schaffer para justiciabilizar los derechos 

económicos, sociales y culturales como elementos de los derechos civiles y políticos, a 

través de una interpretación expansiva de los mismos, hace impredecible sus consecuencias 

para los Estados, llegando sus decisiones a parecer arbitrarias, visionarias y sin base legal. 

(Melish, s.f., como se citó en Ferrer, 20172017, p. 153). 

En este debate ha terciado Ruiz-Chiriboga (s.f., como se citó en Ferrer, 2017, p. 154), 

quien también se opone a la justiciabilidad directa de los derechos económicos, sociales, 

culturales y ambientales, pues en su opinión de conformidad con el artículo 2.1 de la 

Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, el texto de un tratado se conforma 

por todos los instrumentos que pueden considerarse relacionados. En el caso del Sistema 

Interamericano, señala que los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales 

están comprendidos no sólo en la Convención Americana sino también en el Protocolo de 

San Salvador, por lo que deben leerse de manera conjunta. Concluyó que el medio para la 

protección de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales es el previsto en 

el artículo 42 de la Convención Americana.  
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En ese sentido, esta –aparente– contradicción entre el artículo 26 de la Convención 

Americana y el 19.6 del Protocolo de San Salvador, debe resolverse en el sentido de que el 

artículo 19.6 del Protocolo es, efectivamente, un punto de partida que no pretendió limitar la 

justiciabilidad del artículo 26 de la Convención Americana. Esta aproximación puede 

realizarse a partir de una interpretación sistemática, teleológica, evolutiva y que tenga en 

cuenta la interpretación más favorable para impulsar la mejor protección del ser humano y 

el objeto y fin del artículo 26 de la CADH respecto a la necesidad de garantizar efectivamente 

los DESC. En un conflicto interpretativo corresponde otorgar prevalencia a una interpretación 

sistemática de las normas relevantes atendiendo la efectividad plena de los derechos. 

(Ferrer, 2017, p. 162) 

Ferrer Mc Gregor (2017, p. 163), concluye que la Corte IDH no puede declarar la 

violación de todos los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales en el marco 

del Protocolo de San Salvador, porque así se advierte de la literalidad del artículo 19.6 del 

mismo. Sin embargo, es posible entender al Protocolo de San Salvador como uno de los 

referentes interpretativos sobre el alcance de los derechos sociales que protege el artículo 

26 de la Convención Americana.  

Las variadas posturas en torno a la justiciabilidad y los límites de los DESC, resultan 

elocuentes para demostrar que todavía tiene un margen de amplio debate y definiciones, 

que aún está varios pasos atrás del avance teórico y jurisprudencial de los Derechos Civiles 

y Políticos, cuyas vulneraciones siempre han implicado mayor cobertura mediática y 

trascendencia en la comunidad internacional.  

Implica un desafío decisivo para el Sistema Interamericano y los propios Estados 

miembros, fijar paulatinamente los alcances de su justiciabilidad, con base a los casos que 

se vayan presentando internamente en cada Estado y ante el Sistema; puesto que hasta 

ahora no ha existido un caso donde se condene internacionalmente al Estado por no brindar 

recursos y/o ejecutar políticas públicas para el desarrollo de los DESC. Ahora bien, en lo 

referente a las sentencias estructurales internas, como el caso colombiano, son bastante 

interesantes para el avance de dichos derechos, pero que no se profundizarán por los 

motivos que se expondrán posteriormente.  

El principio de progresividad deriva en que estos derechos sean denominados incluso 

como “programáticos”, es decir, que se consideren convenientemente cumplidos por muchos 

gobernantes, por la sola asignación presupuestaria (independientemente de su significancia 

en términos cuantitativos y cualitativos) y la creación de normas; sin que este accionar 

institucional pueda ser sujeto a un juicio convencional ni constitucional sobre su suficiente 
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eficacia, para determinar si es que tales acciones realmente responden proporcionalmente 

a las posibilidades de potenciar y promover esta clase de derechos. 

  



72 

CAPÍTULO III.  MARCO CONTEXTUAL 

3.1 Evolución jurisprudencial de la justiciabilidad de los DESC en el Sistema 
Interamericano DESC 

3.1.1 De los iniciales criterios restrictivos de la Corte IDH 

La redacción del artículo 26 de la CADH ha suscitado siempre importantes 

discusiones doctrinales, marcadas todas ellas por la idea de la imprecisión normativa de tal 

disposición, que no hace sino acentuar el carácter jurídicamente ambiguo de los derechos 

económicos, sociales y culturales. (Burgorgue, 2011, p. 111)  

Burgorgue (2011, p. 111), cita la crítica del jurista uruguayo Héctor Gross Espiell, 

quien resaltó su “debilidad” normativa, así como su carácter “superfluo”, si se tiene en cuenta 

la protección que resulta de la combinación de la Carta de la OEA, tal como era reformada 

por el Protocolo de Buenos Aires y de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 

del Hombre. 

Carlos Urquilla, (s.f., como se citó en Ferrer, 2017, p. 151), señaló que ninguna norma 

dentro del Proyecto de Convención Interamericana sobre Protección de Derechos Humanos 

excluía el trámite de los procedimientos contenciosos en lo atinente a los derechos 

económicos, sociales, culturales y ambientales; en todo caso, la importancia de estos hacía 

que, adicionalmente a este método, hubiera otros como el sistema de informes periódicos. 

El mismo autor, ha señalado que: “La competencia ratione materiae de los órganos 

de supervisión de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, desde su momento 

fundacional fue omnicomprensiva, es decir, tanto respecto de derechos económicos, 

sociales, culturales y ambientales, como de derechos civiles y políticos”. (Urquilla, 2009, p. 

141) 

Urquilla (2009, p. 171) concluye categóricamente señalando que, de acuerdo con el 

principio de buena fe, el artículo 19.6 del Protocolo de San Salvador que incorpora 

determinados derechos al régimen de protección de la Convención Americana, debe 

entenderse como un punto de partida y no como punto de llegada. 

Por su parte Víctor Rodríguez Rescia (s.f., como se citó en Burgorgue, 2011, p. 111), 

los calificó como “derechos programáticos”. Esta clase de derechos, son sujetos de 

supervisión y evaluación en torno a su progresividad y no regresividad, mediante la 

presentación periódica de informes al Comité de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales de la ONU, y a la Asamblea General de la OEA para los países del continente 

americano. 
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Los estándares de progresividad y de no regresividad no son susceptibles de control 

por el juez; sin embargo, puede utilizar los logros del principio de no discriminación o extraer 

todas las consecuencias de la obligación de adoptar las medidas precisas (Burgorgue, 2011, 

p. 112). Al respecto, el Comité de los derechos humanos de las Naciones Unidas, al exponer 

los principios del Pacto internacional de los derechos civiles y políticos, manifestó que: 

…si bien el Pacto internacional de derechos económicos, sociales y culturales 

preveía efectivamente que el ejercicio de los derechos deberá ser asegurado 

progresivamente y reconocía las obligaciones resultantes del carácter limitado de los 

recursos disponibles, imponía también diversas obligaciones con efecto inmediato, 

de las que dos son particularmente importantes para comprender la naturaleza 

precisa de las obligaciones de los Estados partes.  Una obligación [...] es que los 

Estados partes “se comprometen a garantizar” que los derechos considerados “serán 

ejercidos sin discriminación”. [...] La otra obligación reside en el hecho de que 

conforme a los términos del parágrafo 1 del artículo 2, los Estados se comprometen 

a adoptar medidas, obligación que, en sí misma, no se encuentra matizada o limitada 

por otras consideraciones. (Comité DH, 14 de diciembre de 1990, La naturaleza de 

las obligaciones de los Estados partes (artículo 2, par. 1 du Pacte) (Comité de 

Derechos Humanos, 1990). 

Burgorgue (2011), señala que a su criterio hasta antes de la sentencia del caso 

Acevedo Buen día y Otros C/ Perú; el único análisis del artículo 26 de la CADH —sucinto y 

generador de numerosos interrogantes— provino de la sentencia de los Cinco pensionistas 
C/ Perú (p. 113). Tanto la CIDH como los representantes de las víctimas alegaban la violación 

del artículo 26 porque el Estado, al modificar los modos de cálculo de las pensiones, no 

había respetado la obligación resultante del principio de progresividad: La prohibición de 

toda regresión en materia económica y social. A esta alegación, la Corte IDH respondía con 

un dictum particularmente ambiguo y, para algunos, notablemente peligroso y regresivo 

(Burgorgue, 2011, p. 113), al señalar lo siguiente: 

Los derechos económicos, sociales y culturales tienen una dimensión tanto 

individual como colectiva. Su desarrollo progresivo, sobre el cual ya se ha 

pronunciado el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las 

Naciones Unidas, se debe medir, en el criterio de este Tribunal, en función de la 

creciente cobertura de los derechos económicos, sociales y culturales en general, y 

del derecho a la seguridad social y a la pensión en particular, sobre el conjunto de la 

población, teniendo presentes los imperativos de la equidad social, y no en función 

de las circunstancias de un muy limitado grupo de pensionistas no necesariamente 



74 

representativos de la situación general prevaleciente (Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, 2003, párr. 147). 

Para el juez de Roux Rengifo, (s.f., como se citó en Burgorgue, 2011, p. 113), la Corte 

se había equivocado subordinando el “test del artículo 26” a las actuaciones de los Estados 

que afectan al conjunto de la población. Continúa señalando que la Corte confundía la 

función de monitoring de los derechos —que corresponde a la Comisión interamericana— y 

la función judicial que es la propia de la Corte y que no está en absoluto subordinada a la 

existencia de un número preciso y determinado de personas que hayan visto vulnerados sus 

derechos.  

Para Tara Melish, (s.f., como se citó en Burgorgue, 2011, p. 113), si el párrafo 147 de 

la sentencia de los Cinco pensionistas es una “catástrofe”, es porque confunde 

efectivamente las dos funciones complementarias pero distintas de “monitoring”, por un lado, 

y de control contencioso, por la otra. Ahora bien, esta profesora sostiene que si la Corte se 

ha equivocado es porque habría sido inducida al error por las alegaciones de la Comisión y 

de los representantes de las víctimas que se basaron equivocadamente a propósito del 

trabajo realizado a escala universal, en relación con el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales desde hace más de treinta años. Cabe preguntarse si 

estas críticas fueron entendidas por la Comisión y la Corte. En asuntos posteriores en los 

que se ponían en causa derechos de los trabajadores demuestran una moderación 

argumental de buena ley, al menos por parte de la Comisión, porque no invoca la violación 

del artículo 26 ni en el asunto de los Trabajadores cesados del Congreso ni en el asunto 

Acevedo Jaramillo.  

Más allá de los poco alentadores avances jurídicos en torno al desarrollo y alcances 

del artículo 26 de la CADH; el ejercicio creativo de la jurisdicción internacional de la Corte 

IDH mediante las reparaciones determinadas en varios casos de trabajadores, ha permitido 

no solamente indemnizaciones pecuniarias a menudo bastante elevadas o cambios 

legislativos y jurídicos importantes, sino también la adopción de medidas imponiendo la 

reintegración en sus puestos de trabajo de las personas indebidamente despedidas. Llega 

incluso hasta exigir a los Estados que ofrezcan alternativas de empleo que respeten las 

condiciones, los salarios y las remuneraciones que los empleados tenían en el momento de 

ser despedidos. (Burgorgue, 2011, p. 115) 

En el caso de Cinco Pensionistas Vs. Perú, la Corte IDH señaló que el desarrollo 

progresivo de los DESC, sobre el cual ya se ha pronunciado el Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, se debe medir en función de la 

creciente cobertura de los derechos económicos, sociales y culturales en general, y del 
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derecho a la seguridad social y a la pensión en particular, sobre el conjunto de la población, 

teniendo presentes los imperativos de la equidad social, y no en función de las circunstancias 

de un muy limitado grupo de pensionistas no necesariamente representativos de la situación 

general prevaleciente. (Corte Interamericana, 2003, párr. 147) Ciertamente, dicho criterio 

restrictivo para considerar la violación autónoma del artículo 26 de la CADH, tuvo como 

sustento el perjuicio masivo y no así de un grupo “limitado”; es decir, entendió que la 

progresividad en el SIDH puede ser justiciable cuando afecten a la población en general. Sin 

embargo, dicho razonamiento no fue capaz de delimitar qué cantidad o sector de la población 

podría o debería ser el mínimo requerido para hacer justiciable la regresividad de los DESC, 

porque en caso de no ser cinco pensionistas, pero sí – por ejemplo- cien personas de un 

universo de cientos de miles de jubilados, ¿podría ser válido? Es por tal motivo que dicho 

caso y sus argumentos, fueron modulados y superados posteriormente.  

La aparente conclusión de la Corte IDH en el caso Cinco Pensionistas Vs. Perú, 

parece subordinar necesariamente el análisis de violaciones a los derechos económicos, 

sociales y culturales a una escala colectiva nacional, choca con la falta de competencia de 

la propia Corte IDH para analizar informes sobre la situación de los derechos económicos, 

sociales y culturales en los países de la región, o para evaluar el estado de goce de esos 

derechos “sobre el conjunto de la población”. La competencia contenciosa de la Corte IDH 

la obliga a evaluar reclamos individuales o pluriindividuales, pero difícilmente pueden 

plantearse ante sus estrados reclamos que involucren al “conjunto de la población”, sin 

individualizar víctimas concretas. (Steiner et al., 2019, p. 807). En el mismo sentido, el 

argumento sostenido en el voto concurrente del juez de Roux Rengifo manifestó: “…el 

razonamiento según el cual sólo sería procedente someter al test del artículo 26 las 

actuaciones de los Estados que afectan al conjunto de la población, no parece tener asidero 

en la Convención, entre otras razones porque la Corte Interamericana no puede ejercer −a 

diferencia de lo que ocurre con la Comisión− una labor de monitoreo general sobre la 

situación de los derechos humanos, ya sean los civiles y políticos, ya sean los económicos, 

sociales y culturales. El Tribunal solo puede actuar frente a casos de violación de derechos 

humanos de personas determinadas, sin que la Convención exija que estas tengan que 

alcanzar determinado número.” (Corte Interamericana, 2003, voto razonado Roux Rengifo) 

En el Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría”) vs. 
Perú, en el que la Corte IDH se muestra más dispuesta a considerar violaciones al artículo 

26, superando aparentemente las reticencias expresadas en el caso de los “Cinco 

Pensionistas”. El caso también involucraba alegadas violaciones del Estado peruano en 

materia de pago de pensiones. El representante de las víctimas señaló que la falta de pago 

de las pensiones a las víctimas y la reducción del monto de las pensiones, constituyeron 
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violaciones al artículo 26 de la CADH. El Estado peruano, por su parte, cuestionó la 

competencia de la Corte IDH para considerar agravios fundados en dicho artículo. La Corte 

IDH señaló enfáticamente que era competente para analizar violaciones de todos los 

derechos reconocidos en la CADH, incluido el artículo 26,14 y dedicó algunos párrafos a 

ello. Así, la Corte IDH señaló que el estudio de los trabajos preparatorios de la CADH sobre 

el artículo 26, demostraba la voluntad de los Estados de incluir una disposición que 

estableciera cierta obligatoriedad jurídica en el cumplimiento y aplicación de los derechos 

económicos, sociales y culturales, y los mecanismos de su promoción y protección, frente a 

un texto más débil del anteproyecto de CADH preparado por la CIDH. (Steiner et al., 2019, 

p. 808). En tal sentido, el Tribunal Interamericano manifestó que, la revisión de dichos 

trabajos preparatorios de la Convención demostraban también que las principales 

observaciones sobre la base de las cuales esta fue aprobada pusieron especial énfasis en 

“dar a los derechos económicos, sociales y culturales la máxima protección compatible con 

las condiciones peculiares a la gran mayoría de los Estados Americanos”. Así, como parte 

del debate en los trabajos preparatorios, también se propuso “hacer posible la ejecución de 

dichos derechos mediante la acción de los tribunales” (Corte Interamericana, 2009, párr. 99). 

La Corte IDH también recordó la interdependencia existente entre derechos civiles y políticos 

y derechos económicos, sociales y culturales, la ausencia de jerarquía entre ambas 

categorías de derechos, y su plena exigibilidad ante las autoridades competentes, citando 

para ello el caso Airey del Tribunal Europeo de Derechos Humanos - TEDH.21 

Como correlato de lo anterior, se desprende un deber – si bien condicionado – de no-

regresividad, que no siempre deberá ser entendido como una prohibición de medidas que 

restrinjan el ejercicio de un derecho. Al respecto, el Comité de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales de las Naciones Unidas ha señalado que “las medidas de carácter 

deliberadamente regresivo en este aspecto requerirán la consideración más cuidadosa y 

deberán justificarse plenamente por referencia a la totalidad de los derechos previstos en el 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y en el contexto del 

aprovechamiento pleno del máximo de los recursos de que el Estado disponga”. En la misma 

línea, la Comisión Interamericana ha considerado que para evaluar si una medida regresiva 

 
21 El Caso Airey vs. Irlanda (1979): Joan Airey, una mujer irlandesa que buscaba separarse legalmente de su 
marido, quien la maltrataba. En Irlanda, en esa época, el divorcio no existía, y la separación judicial solo podía 
obtenerse mediante un procedimiento complejo y costoso ante el Tribunal Superior. Airey no podía pagar un 
abogado y el Estado no le proporcionó asistencia legal gratuita. 

Se alegó la violación de: El artículo 6.1 (Derecho a un proceso justo): La imposibilidad de acceder a un tribunal 
por falta de ayuda legal; artículo 8 (Derecho al respeto a la vida familiar): La falta de protección efectiva contra la 
violencia doméstica. 

El TEDH condenó a Irlanda por violar ambos artículos. Destacó que el derecho de acceso a la justicia debe ser 
efectivo y práctico, no solo teórico. Señaló que, en ciertos casos, el Estado debe proporcionar asistencia legal 
gratuita para garantizar la igualdad ante la ley. 
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es compatible con la Convención Americana, se deberá “determinar si se encuentra 

justificada por razones de suficiente peso”. Por todo lo expuesto, cabe afirmar que la 

regresividad resulta justiciable cuando de derechos económicos, sociales y culturales se 

trate.” (Corte Interamericana, 2009, párr. 103). 

Por último, la Corte IDH acudió a la doctrina del Comité de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales (Comité DESCONU) para ofrecer alguna guía interpretativa sobre el 

alcance de la noción de “desarrollo progresivo”, señalando que la plena efectividad de los 

derechos económicos, sociales y culturales no podía lograrse en un breve periodo de tiempo, 

y requería la flexibilidad necesaria que reflejara las realidades del mundo y las dificultades 

que enfrenta cada país. Sin embargo, la Corte IDH afirmó que, en el marco de dicha 

flexibilidad en cuanto a plazo y modalidades, el Estado tendrá esencialmente, aunque no 

exclusivamente, una obligación de hacer, es decir, de adoptar providencias y brindar los 

medios y elementos necesarios para responder a las exigencias de efectividad de los 

derechos involucrados, siempre en la medida de los recursos económicos y financieros de 

que disponga para el cumplimiento del respectivo compromiso internacional adquirido. Así, 

la implementación progresiva de dichas medidas podrá ser objeto de rendición de cuentas 

y, de ser el caso, el cumplimiento del respectivo compromiso adquirido por el Estado podrá 

ser exigido ante las instancias llamadas a resolver eventuales violaciones a los derechos 

humanos. (Corte Interamericana, 2009, párr. 102) 

El Estado peruano interpuso la excepción preliminar ratione materiae, rechazando la 

competencia de la Corte IDH para juzgar una presunta violación del derecho a la seguridad 

social que la CADH ni el protocolo de San Salvador no protegían. Sin embargo, la Corte IDH 

desestimó tal excepción afirmando que: 1) Era capaz de determinar el alcance de su propia 

competencia; 2) El Estado peruano era parte de la CADH y ha reconocido la competencia 

contenciosa de la Corte IDH, por lo tanto, de alegarse la vulneración de alguna disposición 

del referido pacto, incluido por supuesto el artículo 26, tenía la facultad de analizar en el 

fondo la presunta violación del mismo. 

El caso de los Cinco pensionistas no permitió tener una visión clara y definitiva del 

alcance del artículo 26; sin embargo, el caso de Acevedo Buendía colmó varias lagunas 

analíticas y conceptuales anteriores ofreciendo, por primera vez, un análisis muy detallado 

de esta disposición. (Burgorgue, 2011, p. 115) 

Los casos contenciosos previamente citados, giran en torno a la atención y protección 

de derechos a una renta y estabilidad laboral, los cuales por cierto, tienen un amplio 

desarrollo legislativo y jurisprudencial en Bolivia, por sus normas que protegen el 

reconocimiento de una relación laboral y su estabilidad, incluyendo vías directas 
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justiciabilidad constitucional a través de la acción de amparo como vía tutelar de reparación 

inmediata, o hasta incluso la acción de libertad cuando existan grupos vulnerables víctimas 

de violación de sus derechos la vida como consecuencia de la privación arbitraria de su 

fuente laboral. 

Si bien los casos no se asemejan en absoluto a una justiciabilidad de los DESC en 

torno a políticas fiscales de los Estados, eran importantes de ser resaltados para percibir y 

analizar el grado de su justiciabilidad, lo cual representa un comienzo y oportunidad para 

ampliar su aplicabilidad, como por ejemplo y lo que es el objetivo del presente trabajo, 

inducirlo al control normativo de asignaciones presupuestarias de los Estados con base a 

sus propias disposiciones legislativas internas, como el caso boliviano en sus artículos 37, 

77.I y 321.II de la C.P.E. 

 En el caso Suárez Peralta vs. Ecuador, la Corte IDH tuvo la oportunidad de 

considerar una situación de mala praxis médica, que redundó en daños a la salud de la 

víctima. Aunque la víctima efectuó la correspondiente denuncia penal y activó la 

investigación y el procedimiento penal, la falta de diligencia debida del Ministerio Público y 

del juzgado competente redundaron en la prescripción de la causa. Además de analizar 

agravios vinculados con los derechos al debido proceso y a la protección judicial, la Corte 

IDH abordó las afectaciones a la salud de la víctima, incluyendo la falta de control por parte 

del Estado del ejercicio profesional médico, a la luz del derecho a la integridad física 

establecido en el artículo 5.1. de la CADH. (Steiner et al., 2019, p. 810). En respuesta 

explícita a este tratamiento de la cuestión por parte de la mayoría de la Corte IDH, el juez 

Eduardo Ferrer Mac-Gregor desarrolló extensamente en su voto concurrente, su opinión 

respecto de la conveniencia de haber abordado en el caso, la violación al derecho a la salud 

de manera directa y autónoma bajo el artículo 26 de la CADH. Así, el juez Ferrer Mac-Gregor 

afirmó que: Desde mi perspectiva, esta situación pudo haberse considerado de manera 

explícita para que dentro de las consideraciones de la Sentencia […], se abordara la cuestión 

con plenitud y se estudiaran las implicaciones en el caso del derecho a la salud de manera 

autónoma. Lo anterior, partiendo de reconocer la competencia que otorga a la Corte IDH el 

artículo 26 del Pacto de San José para pronunciarse sobre el derecho a la salud y 

entendiendo la justiciabilidad directa de dicho derecho social –y no sólo de manera 

tangencial y en conexión con otros derechos civiles–, lo que pudo, en su caso, haber 

derivado en declarar violado dicho dispositivo convencional en forma autónoma, en relación 

con las obligaciones de respeto y garantía previstas en el artículo 1.1. del Pacto de San José. 

(Corte Interamericana, 2013, párr. 3, voto razonado Ferrer) 

 En el caso Gonzales Lluy y otros vs. Ecuador, la Corte IDH trató la situación 

de una niña contagiada de VIH/SIDA en una transfusión hecha en un banco de sangre 
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privado con deficiente supervisión y fiscalización estatal, y sus consecuencias en términos 

de acceso a servicios de salud adecuados y de efectos negativos sobre su educación. Los 

representantes de la víctima alegaron violaciones al artículo 26 de la CADH, subrayando la 

afectación del derecho a la salud y a la educación de la niña. (Steiner et al., 2019, p. 811). 

El análisis de este punto produjo una división importante de opiniones en la Corte IDH que 

evitó pronunciarse sobre una posible violación autónoma al artículo 26, encuadrando las 

afectaciones al derecho a la salud de la víctima, incluyendo la falta de supervisión y 

fiscalización adecuada, y las dificultades de acceso a atención de salud adecuada a sus 

necesidades, como afectaciones a los derechos a la vida y a la integridad física.(Corte 

Interamericana, 2015, párr. 167). Sin embargo, llamativamente, a la decisión de la mayoría 

de la Corte IDH se agregaron tres votos concurrentes que versan justamente sobre la 

aplicabilidad del artículo 26 al caso. Uno de los votos, suscrito por el juez Ferrer Mac-Gregor 

–y al que se adhirieron los jueces Caldas y Ventura–, afirma la aplicabilidad directa del 

artículo 26 y de la consecuente consideración de una violación autónoma al derecho a la 

salud. Otros dos votos separados, suscritos respectivamente por los jueces Sierra Porto y 

Pérez Pérez, sostienen explícitamente la inaplicabilidad del artículo 26, considerando que 

no se trata de un derecho justiciable bajo la CADH. (Steiner et al., 2019, p. 812) 

3.1.2 De la evolución a una directa justiciabilidad de los DESC a través del artículo 
26 de la CADH 

En el caso Lagos del Campo C/ Perú, la Corte IDH reiteró la interdependencia e 

indivisibilidad existente entre los derechos civiles y políticos, y los económicos, sociales y 

culturales, puesto que deben ser entendidos integralmente y de forma conglobada como 

derechos humanos, sin jerarquía entre sí y exigibles en todos los casos ante aquellas 

autoridades que resulten competentes para ello. Estableció que de la derivación del derecho 

al trabajo a partir de una interpretación del artículo 26 en relación con la Carta de la OEA, 

junto con la Declaración Americana, está reconocido explícitamente en diversas leyes 

internas de los Estados de la región, así como un vasto corpus iuris internacional. (Corte 

Interamericana, 2017)  

El referido caso significó un avance trascendental y determinante para fijar un nuevo 

horizonte de justiciabilidad de los DESC, porque analizó la violación autónoma y 

justiciabilidad directa del artículo 26 de la CADH.  

Dicho caso consiste en el despido injustificado de una autoridad representante de los 

trabajadores de una comunidad industrial, a raíz de declaraciones dadas en una entrevista 

publicada en una revista en la que criticaba la convocatoria a elecciones, a su juicio irregular, 

llevada a cabo por miembros del Comité Electoral que representaban el interés de los 
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patrones. La empresa despidió a la víctima alegando como causales el presunto 

incumplimiento injustificado de las obligaciones de trabajo, la grave indisciplina y el 

“faltamiento grave de palabra” en agravio del empleador. Los jueces Vio Grossi y Sierra Porto 

expresaron su disidencia sobre la violación autónoma del artículo 26 de la CADH, sin 

embargo, expresaron su acuerdo en lo que respecta las violaciones a los derechos a la 

libertad de expresión, a la libertad de asociación, a la protección judicial y a las garantías 

judiciales. 

La Corte IDH abordó y decidió finalmente de manera directa agravios fundados sobre 

el artículo 26 en la sentencia de fondo del caso Lagos del Campo vs. Perú. En contraste con 

la timidez con la que trató el tema en casos anteriores, la Corte IDH hizo gala en esta 

sentencia de un temperamento activista, ya que encuadró la violación al artículo 26 por 

aplicación del principio iura novit curia –es decir, sin pedido expreso de la CIDH o de los 

representantes de las víctimas. (Corte Interamericana, 2017, párr. 139) 

El caso Poblete Vilches y otros Vs. Chile, consistió en que el señor Poblete Vilches 

ingresó al hospital el 17 de enero de 2001 a causa de una insuficiencia respiratoria grave. 

Allí estuvo durante cuatro días hospitalizado en la unidad de cuidados intensivos médica. El 

22 de enero de 2001 ingresó a la Unidad de Cuidados Intensivos Quirúrgica. Durante su 

primer ingreso se le practicó una intervención, cuando el paciente se encontraba 

inconsciente, sin haber obtenido el consentimiento de sus familiares. El 2 de febrero de 2001 

el señor Poblete Vilches fue dado de alta de manera temprana, sin mayores indicaciones. 

Sus familiares tuvieron que contratar una ambulancia privada para trasladarlo a su domicilio, 

ya que el hospital no contaba con ambulancias disponibles. El 5 de febrero de 2001 ingresó 

por segunda ocasión el señor Poblete Vilches al mismo hospital, donde permaneció en la 

unidad de cuidados intermedia, no obstante, la ficha médica disponía su internación en sala 

de cuidados intensivos. El señor Poblete Vilches requería de un respirador mecánico, pero 

esta asistencia, entre otras, no le fue prestada. El señor Poblete Vilches falleció el día 7 de 

febrero de 2001. 

En dicho caso, la Corte IDH destacó del contenido del artículo 26 se desprenden dos 

tipos de obligaciones. Por un lado, la adopción de medidas generales de manera progresiva 

y por otro la adopción de medidas de carácter inmediato. Respecto de las primeras, a las 

cuales hizo referencia el Estado en el presente caso, la realización progresiva significa que 

los Estados partes tienen la obligación concreta y constante de avanzar lo más expedita y 

eficazmente posible hacia la plena efectividad de los DESCA, ello no debe interpretarse en 

el sentido que, durante su periodo de implementación, dichas obligaciones se priven de 

contenido específico, lo cual tampoco implica que los Estados puedan aplazar 

indefinidamente la adopción de medidas para hacer efectivos los derechos en cuestión, 
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máxime luego de casi cuarenta años de la entrada en vigor del tratado interamericano. 

Asimismo, se impone, por tanto, la obligación de no regresividad frente a la realización de 

los derechos alcanzados. Respecto de las obligaciones de carácter inmediato, éstas 

consisten en adoptar medidas adecuadas, a fin de garantizar el acceso sin discriminación a 

las prestaciones reconocidas para cada derecho. Dichas medidas deben ser adecuadas, 

deliberadas y concretas en aras de la plena realización de tales derechos. En virtud de lo 

anterior, las obligaciones convencionales de respeto y garantía, así como de adopción de 

medidas de derecho interno (artículos 1.1 y 2), resultan fundamentales para alcanzar su 

efectividad. (Corte Interamericana, 2018, resumen oficial, p. 2) 

Siendo que la Corte se pronunció por primera ocasión respecto al derecho a la salud 

de manera autónoma, como parte integrante de los DESCA, el Tribunal procedió a verificar 

la consolidación de éste: 1) como derecho justiciable a la luz de la Convención a través de: 

a) su derivación a la Carta de la OEA, a través de los artículos 34.i y 34.l, y 45.h de la misma, 

y b) el artículo XI de la Declaración Americana, de acuerdo con la interpretación del artículo 

29.d de la Convención Americana; y 2) respecto del alcance y contenido de este derecho 

para efectos del presente caso, a través de: a) la legislación de Chile al momento de los 

hechos y actual, de acuerdo con la interpretación del artículo 29.b de la Convención 

Americana, así como el consenso legislativo regional sobre este derecho, y b) el corpus iuris 

internacional sobre el derecho a la salud. Tomando en cuenta lo anterior, la Corte estimó que 

de la consolidación del derecho a la salud se derivan diversos estándares aplicables al 

presente caso, relativos a prestaciones básicas y específicas de salud, particularmente 

frente a situaciones de urgencia médica. (Corte Interamericana, 2018, resumen oficial, p. 3) 

La Corte estableció que la salud es un derecho humano fundamental e indispensable 

para el ejercicio adecuado de los demás derechos humanos. Todo ser humano tiene derecho 

al disfrute del más alto nivel posible de salud que le permita vivir dignamente, entendida la 

salud no sólo como la ausencia de afecciones o enfermedades, sino también de un estado 

completo de bienestar físico, mental y social, derivado de un estilo de vida que permita 

alcanzar a las personas un balance integral. La obligación general se traduce en el deber 

estatal de asegurar el acceso de las personas a servicios esenciales de salud, asegurando 

una prestación médica de calidad y eficaz, así como de impulsar el mejoramiento de las 

condiciones de salud de la población. (Corte Interamericana, 2018, resumen oficial, p. 3) 

3.2 Bolivia y su contexto referente a la justiciabilidad de Derechos Económicos 
Sociales y Culturales 

La reforma Constitucional de 2009, a partir de la doctrina del Bloque de 

Constitucionalidad, consagra los siguientes rasgos esenciales del modelo constitucional 
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boliviano: 1) Igual jerarquía, directa aplicabilidad y directa justiciabilidad de los derechos 

fundamentales; 2) El cambio de roles de las autoridades jurisdiccionales y administrativas, y 

3) La pluralidad de fuentes jurídicas, entre otros. En efecto, uno de los pilares del modelo 

constitucional boliviano, se refleja precisamente en el art. 109.1 de la CPE, el cual, en su 

primer parágrafo, plasma los principios de igualdad jerárquica de todos los derechos 

fundamentales, incluidos claro está los derechos económicos, sociales y culturales, así como 

su directa aplicabilidad y por ende, su directa justiciabilidad.(Sauma, 2020, p. 3) 

En cuanto a la directa justiciabilidad, las constituciones latinoamericanas, como las 

de Bolivia, Ecuador, Venezuela, se destacan por fijar en forma expresa un conjunto de 

recursos jurisdiccionales en sede constitucional, para reforzar los mecanismos de protección 

de los derechos fundamentales; lograr la directa justiciabilidad de los DESC ha sido una 

conquista histórica. Así en el caso boliviano, para la materialización de la justicia 

constitucional prevista en el art. 179.III de la CPE, el Constituyente ha reforzado los 

mecanismos de defensa y resguardo constitucional para que el Tribunal Constitucional 

Plurinacional ejerza su misión de velar por la supremacía de la Constitución y precautelar el 

respeto y la vigencia de los derechos y las garantías constitucionales, a través del ejercicio 

del control plural de constitucionalidad en sus ámbitos de control normativo constitucional, 

control competencial y control tutelar. Así en el ámbito del control tutelar se diseñan seis 

acciones de defensa: i) la acción de libertad; ii) la acción de amparo constitucional; iii) la 

acción de protección de privacidad; iv) la acción popular; v) la acción de cumplimiento; vi) la 

acción de inconstitucionalidad, de acceso directo también para la protección de los derechos 

económico sociales y culturales.22 

La particularidad de todas estas acciones es que están destinadas a justiciabilizar 

todos los derechos, sin excepción, por ende, los derechos económicos, sociales y culturales, 

encuentran un eficaz resguardo. Así la acción de amparo constitucional se ha convertido en 

el mecanismo eficaz para la tutela de estos derechos, la acción de inconstitucionalidad, útil 

para demandar la inconstitucionalidad de leyes y demás disposiciones que sean contrarias 

a los derechos sociales. También se tiene a la acción de cumplimiento frente a la omisión en 

la materialización de los mandatos constitucionales y legales, que pueden estar vinculados 

a los distintos derechos sociales, como, por ejemplo, la no emisión de normas y leyes de 

desarrollo constitucional necesarias para hacer efectivas las cláusulas programáticas de la 

Constitución, que en la mayoría de los casos están relacionados con derechos sociales. Así 

 
22 SERRUDO SANTELICES, Patricia. 2019. “FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES PARA LA PROTECCIÓN 
DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES: LOS CRITERIOS DE INTERPRETACIÓN PARA SU DIRECTA 
JUSTICIABILIDAD”. Este documento se ha publicado en la plataforma del Centro de Posgrado de la Universidad 
San Francisco Xavier de Chuquisaca. Pág. 9. Disponible en portal web: 
https://drive.google.com/drive/folders/1xvWOtI3jfrwh9ZTffbYXwd1XDSwAGXWO?usp=sharing 
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como la acción popular, para precautelar derechos e intereses colectivos, relacionados con 

derechos sociales, como la salubridad pública, por ejemplo. (Serrudo, 2019, p. 9)  

La SCP 0405/2011-R de 14 de abril de 2011, manifestó lo siguiente: 

“En el contexto antes señalado, debe establecerse también que el art. 13.1 del texto 

constitucional, asegura la inviolabilidad de los derechos reconocidos por la 

Constitución Política del Estado; en ese orden y reforzando esta regla constitucional, 

el art. 13.3 de la CPE, proclama que no existe jerarquía entre derechos, garantizando 

el Estado a las personas y colectividades, el libre y eficaz ejercicio de los derechos 

fundamentales, tal como reza el art. 14.3 del mismo cuerpo normativo, aspectos, que 

a la luz de los modelos constitucionales conocidos en derecho comparado, 

constituye un eje de ruptura esencial, máxime cuando el art. 109.1 del texto 

constitucional, de forma expresa señala: “Todos los derechos reconocidos en la 

Constitución son directamente aplicables y gozan de iguales garantías para su 
protección” (sic) (negrillas agregadas), aspecto que consolida al nuevo orden 

constitucional como un verdadero paradigma a la luz del derecho comparado, 

superando una sesgada visión, en virtud de la cual,  -tal como se evidencia en 

modelos constitucionales contemporáneos-, se jerarquizan derechos, 

garantizándose su justiciabilidad solamente para algunos -en particular los de 

“primera generación”-, descuidándose una efectiva protección para otros, verbigracia 

el caso de los derechos colectivos, situación que enmarca a estos modelos en una 

visión proteccionista de derechos individuales, aislados de una visión colectiva y que 
constituye una esencial característica de diferenciación con el modelo 
constitucional boliviano.” (Tribunal Constitucional Plurinacional de Bolivia, 2011) 

Por su parte, la SCP 0321/2021-S1 de 2 de agosto de 2021, razonó lo siguiente: 

“El principio de progresividad fue desarrollado por la jurisprudencia constitucional en 

las Sentencias Constitucionales Plurinacionales 2491/2012, 0210/2013, 1617/2013, 

entre muchas otras. Así en la SCP 2491/2012 de 3 de diciembre, el Tribunal 

Constitucional Plurinacional, señaló que el principio de progresividad establece la 

responsabilidad para el Estado boliviano, de no desconocer los logros y el desarrollo 

alcanzado en materia de Derechos Humanos, en cuanto a la ampliación en número, 

al desarrollo de su contenido y al fortalecimiento de los mecanismos jurisdiccionales 

para su protección, en el afán de buscar el progreso constante del Derecho 

Internacional de Derechos Humanos, que se inserta en nuestro sistema jurídico a 

través del bloque de constitucionalidad -art. 410.II de la CPE”. (Tribunal 

Constitucional Plurinacional de Bolivia, 2021) 
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3.2.1 Derecho a la salud 

La SC 0026/2003-R de 8 de enero, manifestó que, el SIDA es una enfermedad muy 

grave, que acarrea el deterioro paulatino e inexorable del organismo que la sufre, sin que 

hasta el momento exista un remedio que garantice la eliminación del mal en sí mismo, ya 

que los medicamentos que se proporcionan a los afectados están encaminados a combatir 

los estragos que aparecen en los diferentes sistemas del cuerpo. Es considerada una 

enfermedad 'catastrófica' por las consecuencias personales, familiares y económicas que 

lleva consigo, por el menoscabo irreparable en la salud, los problemas psicológicos del 

paciente, el quebranto en sus relaciones laborales, sociales y familiares y el elevadísimo 

costo del tratamiento. (Tribunal Constitucional de Bolivia, 2003) 

La SC 0108/2010-R es referente a la acción de amparo presentada por una tutora sin 

mandato de una menor de edad, realizó un destacado razonamiento referente a la protección 

del derecho a la salud, principalmente en el caso de una persona perteneciente a grupo 

vulnerable como lo son los niños, niñas y adolescentes. La acción de amparo fue presentada 

en razón a la falta de  la prevención, atención y rehabilitación del VIH/SIDA y la protección 

de los derechos de las personas que sufren esta enfermedad, es una obligación del Estado 

correspondiéndole desarrollar las políticas de prevención, atención y rehabilitación a 

hacerlas efectivas mediante órganos especializados con la participación activa de la 

sociedad en su conjunto, tomando en cuenta que al momento se halla en vigencia la Ley 

para la Prevención del VIH-SIDA, Protección de los Derechos Humanos y Asistencia Integral 

Multidisciplinaria para las Personas que viven con el VIH-SIDA. (Tribunal Constitucional 

Plurinacional de Bolivia, 2010).  

La S.C. 0108/2010-R también apuntó a la jurisprudencia y doctrina constitucional 

comparada en cuanto a esta enfermedad y la actuación de la justicia en relación a la 

protección de derechos; en ese sentido, el Tribunal Constitucional de Colombia, en su 

Sentencia T-505 de 28 de agosto de 1992, estableció:  

"…El SIDA constituye un mal de inconmensurables proporciones que amenaza la 

existencia misma del género humano, frente al cual el derecho no debe permanecer 

impasible, sino ofrecer fórmulas de solución. 

(…) 

…El infectado o enfermo de SIDA goza de iguales derechos que las demás 

personas. Sin embargo, debido al carácter de la enfermedad, las autoridades están 

en la obligación de darle a estas personas protección especial con miras a garantizar 

sus derechos humanos y su dignidad. En particular, el Estado debe evitar toda 
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medida discriminatoria o de estigmatización contra estas personas en la provisión de 

servicios, en el empleo y en su libertad de locomoción.  

Los derechos a la igualdad, a la intimidad, al libre desarrollo de la personalidad, al 

trabajo, a la salud, entre otros, pueden ser objeto de vulneración o amenaza por 

parte de las autoridades o de los particulares, en muchos casos, como consecuencia 

exclusiva del temor que despierta el SIDA. Esta reacción negativa debe ser 

contrarrestada con una eficaz acción estatal tendiente a suscitar la comprensión y la 

solidaridad, evitando la expansión de la enfermedad…" (Tribunal Constitucional 

Plurinacional de Bolivia, 2010). 

La Sentencia Constitucional 0019/2010-R, se originó a raíz de una acción de 

libertad presentada por la cónyuge de un paciente que había sufrido un grave accidente de 

tránsito; y el hospital no permitía el retiro de paciente pese a su alta por el médico y 

neurocirujano (pero no por el psiquiatra). Los motivos alegados por el hospital para no 

permitir el retiro del paciente, no se debía propiamente a la deuda de los gastos médicos 

solamente, sino que también que no existía la alta autorizada por el médico psiquiatra. 

(Tribunal Constitucional Plurinacional de Bolivia, 2010). 

El Tribunal Constitucional señaló que el tribunal de garantías había actuado de forma 

incorrecta porque no concedió la tutela a la parte impetrante, porque los jueces de garantías 

se habrían basado en presunciones y especulaciones referentes al estado de salud del 

paciente; recalcando que ningún Tribunal o persona, de no existir un riesgo inminente de 

muerte como presumió el Tribunal de hábeas corpus en el referido caso puede, ya sea 

afirmativa mediante mandato expreso o negativamente, al no atender una solicitud legítima 

del interesado o sus representantes, obligar a permanecer en un centro médico específico 

para ser tratado médicamente, porque restringirían otros derechos fundamentales, tales 

como por ejemplo el derecho a la libertad. 

En el caso de análisis, el Tribunal Constitucional concluyó que: 1) El art. 44 de la CPE 

señala que ninguna persona será sometida a intervención quirúrgica, examen médico o de 

laboratorio sin su consentimiento o el de terceros legalmente autorizados, salvo peligro 

inminente de su vida. Es decir, ningún centro médico puede obligar a permanecer a una 

persona sin su consentimiento o el de terceros legalmente autorizados salvo peligro 

inminente de su vida; pues se entiende que, al acudirse a un centro médico, se realizan 

diversos actos, entre ellos, exámenes médicos, tal cual refiere el texto constitucional, cuya 

acepción es muy amplia, desde la simple auscultación del paciente hasta actos mucho más 

complejos. 2) No se puede obligar que un paciente permanezca en un centro médico para 
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ser atendido contra su voluntad, y conforme la jurisprudencia constitucional emitida, nadie 

puede ser detenido por deudas. 

Otros casos de jurisprudencia que considera vulneratorio al derecho a la libertad el 

impedimento de la salida física de un paciente de un hospital por deudas de gastos médicos, 

pueden ser hallados en las  SSCC 0338/2010-R, 0667/2010-R, 1138/2010-R. 

3.2.2 De la existencia o no de sentencias estructurales en Bolivia 

Con base a la investigación desarrollada, y la entrevista a expertos expuesta más 

adelante; no existen en Bolivia de momento, sentencias constitucionales con carácter 

estructural en políticas públicas que hayan conminado al órgano ejecutivo y legislativo, a 

asumir determinaciones ante la detección de un estado de cosas inconstitucional -por 

ejemplo- en el sistema de salud, u otras circunstancias donde se evidencie una vulneración 

de DESC por la indebida omisión de atención de las autoridades competentes.  

Los avances en justiciabilidad directa de los DESC en Bolivia, conforme se evidencia 

de los acápites anteriores, son vía tutelar (acción de amparo o de libertad) a través de los 

cuales se ha resguardado los derechos subjetivos invocados por los peticionantes; no 

existiendo sentencias de carácter estructural con base a las características anotadas por la 

jurisprudencia colombiana, ni mucho menos juicios constitucionales que revisen y cuestionen 

leyes presupuestarias.  

3.3 Prioridades de aprobaciones presupuestarias del Estado 

3.3.1 Nociones generales del presupuesto general del Estado 

El Derecho Presupuestario es una parte básica del Derecho Público. Hasta el punto 

de que sin la existencia de un presupuesto razonable las políticas públicas y la operatividad 

del Derecho Administrativo serían una quimera. Es más, el modelo del Estado social y 

democrático de Derecho, asentado sobre la centralidad de la dignidad humana y sus 

derechos inalienables, sociales e individuales, individuales y sociales, no sería jurídicamente 

posible si el presupuesto público no reflejara de manera concreta los objetivos y valores 

constitucionales fundantes de este modelo de Estado con trazos concretos y definidos. 

Trazos concretos y definidos que dependerán, es lógico, de las circunstancias propias y 

peculiares de la situación social, política y económica de cada país, de cada nación. (Arana, 

s.f.) 

Ahora bien, las Normas Básicas de Presupuesto definen al Sistema Presupuestario 

como: “Un conjunto ordenado y coherente de principios, disposiciones normativas, procesos 

e instrumentos técnicos, que tiene por objeto la formulación, aprobación, ejecución, 

seguimiento y evaluación, de los presupuestos públicos”. En otras palabras, el Presupuesto 
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General del Estado – PGE es un documento que recoge las estimaciones de ingresos y 

gastos del sector público para una gestión fiscal (un año), que representan los objetivos que 

deben cumplir las distintas entidades públicas para satisfacer las múltiples necesidades de 

la población (como salud, educación, infraestructura, seguridad ciudadana, defensa 

nacional, medio ambiente, etc.) (Ministerio de Economía y Finanzas Públicas de Bolivia, 

2019, p. 9) 

La Constitución Política del Estado – CPE en su Artículo 321, señala que la 

administración económica y financiera del Estado y de todas las entidades públicas se rigen 

a través de su presupuesto, autorizando al Ministerio de Economía y Finanzas Públicas - 

MEFP en representación del Órgano Ejecutivo, presentar a la Asamblea Legislativa 

Plurinacional - ALP, con al menos dos meses antes de la finalización de cada año fiscal, el 

proyecto de presupuesto de la siguiente gestión, que incluya a la totalidad de las entidades 

del sector público. (Ministerio de Economía y Finanzas Públicas de Bolivia, 2019, p. 12) 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos entiende, en general, por 

presupuesto a la programación del gasto público, la movilización de los ingresos públicos, 

las asignaciones presupuestarias y los gastos de los Estados. (Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos, Párr. 123).  

La SCP 0028/2016, de 1 de marzo de 2016, manifestó referente a conceptos del 

núcleo esencial y los fundamentos de la ley del presupuesto General del Estado:  

“En este punto cabe recordar que el contenido esencial de la Ley del Presupuesto 

General del Estado está compuesto por una parte esencial o denominado núcleo y 

otra eventual relativa a las modificaciones introducidas al ordenamiento jurídico a 

través de esta ley, lo que significa que las establecidas dentro de la parte esencial, 

tienen vigencia para un determinado periodo fiscal; sin embargo, las modificaciones 

que fueron introducidas al ordenamiento jurídico a través de esta Ley, bajo el principio 

de eventualidad, no pueden perder vigencia a partir de la conclusión del periodo fiscal 

que está regido por el principio de anualidad, toda vez que éstas no fueron incluidas 

en la Ley del Presupuesto General del Estado, en su ámbito esencial, cuáles son las 

normas previstas y relacionadas con el presupuesto general del Estado, sino en el 

eventual, por la vinculación de la materia que le permite realizar modificaciones, las 

mismas que persistirán no obstante la conclusión de la citada disposición legal, debido 

a la vigencia de la norma hasta que no sea derogada o modificada por una de igual 

jerárquica.” (Tribunal Constitucional Plurinacional de Bolivia, 2016) 

La referida sentencia constitucional está orientada a blindar modificaciones 

legislativas dispuestas por el Órgano Ejecutivo que no sean directamente relacionadas con 
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la organización del presupuesto general, es decir, dichas modificaciones de otras leyes con 

base a un marco de “eventualidad” no cesan sus efectos jurídicos al concluir el período fiscal. 

En la experiencia boliviana, se generaron varios casos mediante los cuales el Órgano 

Ejecutivo a través de la Ley del Presupuesto General del Estado, blindada de su aprobación 

y ejecución obligatoria aún por encima de la venia o no del Órgano Legislativo, por 

disposición del artículo 158.I inc. 11)23, ha insertado modificaciones sustanciales a leyes de 

diversa índole, tal el caso de la Autoridad de Juegos o de la confiscación de la Aduana 

Nacional de mercaderías a los comerciantes importadores, desnaturalizando el propósito de 

la ley del P.G.E. y su dimensión eventual conforme la SCP 0028/2016 citada lo explicó.24  

El art. 158.I.3 de la Constitución boliviana, establece: “Son atribuciones de la 

Asamblea Legislativa Plurinacional, además de las que determina esta Constitución y la ley. 

Dictar leyes, interpretarlas, derogarlas, abrogarlas y modificarlas”. 

Por su parte el art. 158.I.11 de la precitada norma fundamental, señala que una de 

las atribuciones también de la asamblea legislativa plurinacional es: “Aprobar el Presupuesto 

General del Estado presentado por el Órgano Ejecutivo. Recibido el proyecto de ley, éste 

deberá ser considerado en la Asamblea Legislativa Plurinacional dentro el término de 

sesenta días. En caso de no ser aprobado en este plazo, el proyecto se dará por aprobado”.  

Al margen de que la Asamblea Legislativa Plurinacional tiene facultades de dictar 

leyes, interpretarlas, derogarlas, abrogarlas y modificarlas; también, tiene una facultad 

específica, cual es de aprobar el proyecto de ley del Presupuesto General del Estado 

presentado por el Órgano Ejecutivo, mismo que debe realizarlo en el plazo de sesenta días. 

El art. 321 de la Constitución boliviana señala también: 

I.   La administración económica y financiera del Estado y de todas las entidades 

públicas se rigen por su presupuesto. 

(…) 

 
23 Aprobar el Presupuesto General del Estado presentado por el Órgano Ejecutivo. Recibido el proyecto de ley, 
éste deberá ser considerado en la Asamblea Legislativa Plurinacional dentro del término de sesenta días. En caso 
de no ser aprobado en este plazo, el proyecto se dará por aprobado. 
24 La LEY 1613 DEL PRESUPUESTO GENERAL DEL ESTADO GESTIÓN 2025, en su disposición adicional 
séptima, dispone: “I. Con la finalidad de garantizar la disponibilidad y abastecimiento de alimentos esenciales, se 
faculta a las entidades competentes, activar acciones de control, fiscalización, confiscación y/o decomiso de 
productos, a los actores de comercialización de alimentos, que almacenen o retengan y/o pretendan encarecer 
los precios de los mismos.”. Dicha determinación al disponer una directa confiscación de productos alimenticios, 
sin un procedimiento claro y además de haber tenido un tratamiento en la Asamblea Legislativa Plurinacional, es 
contraria al principio de reserva de ley. Disponible en portal web: 
http://procuraduria.gob.bo/ckfinder/userfiles/files/PGE-WEB/_Opinion/op2025tj/LEY1613.pdf  
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II.  Órgano Ejecutivo presentará a la Asamblea Legislativa Plurinacional, al menos dos 

meses antes de la finalización de cada año fiscal el proyecto de ley del Presupuesto 

General para la siguiente gestión anual, que incluirá a todas las entidades del sector 

público…”. 

De lo anotado se infiere que la Ley General del Presupuesto del Estado tiene una 

naturaleza propia de regular la actividad financiera del sector público estatal exclusivamente 

y no otros aspectos que no correspondan a la materia y que la misma rige para la gestión 

designada, no pudiendo extenderse a otras gestiones, conforme así lo estableció la SCP 

2056/2012. (Tribunal Constitucional Plurinacional de Bolivia, 2012). 

Al respecto la Sentencia de la Corte Constitucional Colombiana C-006/12 de 18 de 

enero, ha expresado lo siguiente:  

“La Corte Constitucional ha reconocido que “la ley de presupuesto involucra una serie 

de disposiciones generales necesarias para su correcta ejecución, que en cuanto 

indicaciones que debe acoger el Gobierno como ejecutor del gasto público y 

recaudador de los ingresos fiscales, se revisten también de claro contenido 

normativo.” En tal sentido, ha precisado que en virtud del principio de unidad de 

materia, el alcance normativo de las disposiciones generales de una ley de 

presupuesto “debe circunscribirse a su objeto y no rebasar el fin que con ellas se 

persigue, estableciendo regulaciones que sobrepasan temporal, temáticamente o 

finalísticamente su materia propia.  

(…) 

La jurisprudencia ha considerado que son ajenas a una ley de presupuesto normas 

que no guardan ningún tipo de relación con su objeto. Así, por ejemplo se ha señalado 

que el legislador viola el principio de unidad de materia: (i) cuando introduce una 

norma que rebasa los límites temporales, al modificar una regla legal que hace parte 

de una ley de carácter permanente, incluso si está relacionada con la materia propia 

de la ley anual de presupuesto (C-039 de 1994; C-177 de 2002); (ii) cuando se incluye 

una norma que regula competencias permanentes a instituciones en materia de 

control, incluso si se trata de un tipo de control estrechamente vinculado con el 

presupuesto (C-803 de 2003); (iii) cuando prorroga la vigencia de normas “cuya 

naturaleza es extraña a la ley anual de presupuesto”, incluidas en una ley autónoma 

e independiente, que ya habían sido prorrogadas a su vez mediante otra ley (C-457 

de 2006); (iv) cuando se fijan derechos y garantías de carácter sustantivo con 

vocación de permanencia -por ejemplo, en el ámbito de la seguridad social- mediante 

normas que no son presupuestarias ni tampoco constituyen herramientas orientadas 
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a asegurar o facilitar la ejecución del presupuesto nacional (C-039 de 1994, C-668 de 

2006); (v) cuando se regulan materias propias de una ley estatutaria, como los asuntos 

relacionados con la financiación de las campañas políticas (C-515 de 2004)”. (Corte 

Constitucional de Colombia, 2012) 

La Jurisprudencia comparada como se puede evidenciar, también ha manifestado que 

una Ley General de Presupuesto en virtud al principio de unidad de materia, debe 

circunscribirse a su objeto y no rebasar el fin que con ellas se persigue; lo cual en Bolivia el 

Tribunal Constitucional Plurinacional no ha creado con especificidad las subreglas necesarias 

o claras, limitándose a identificar aspectos esenciales y eventuales de la ley de presupuesto 

general, e incluso brindando cierto margen de discrecionalidad para mantener vigentes 

modificaciones legislativas que no tienen un carácter temporal y relacionado directa o 

indirectamente con la definición del presupuesto estatal por el período fiscal correspondiente. 

3.3.2 Del proceso presupuestario 

El proceso presupuestario de Bolivia comprende la fase de formulación, aprobación, 

ejecución, seguimiento y evaluación, acompañado de la rendición de cuentas y 

transparencia fiscal. La fase de formulación hasta la aprobación del Presupuesto General 

del Estado (PGE), está sujeta al calendario de formulación presupuestaria conforme 

establece la Resolución Bi-Ministerial N° 08 de 13 de marzo de 2019. (Ministerio de 

Economía y Finanzas Públicas de Bolivia, 2020, p. 1). 

La Planificación es el proceso de toma de decisiones para lograr el cumplimiento de 

los objetivos institucionales, considerando los recursos financieros, factores internos y 

externos, traducidas en políticas públicas para la prestación de bienes y servicios a la 

población en su conjunto. Para lo cual las entidades del sector público elaboran su Plan 

Operativo Anual. (Ministerio de Economía y Finanzas Públicas de Bolivia, 2017) 

El Plan Operativo Anual (POA) es el proceso de definición de las acciones de corto 

plazo que se pretenden alcanzar en una gestión en el marco de sus atribuciones, traducidas 

en programas y proyectos para la provisión de bienes, servicios y/o normas, articulado al 

Plan Estratégico Institucional (PEI) de la entidad y Plan de Desarrollo Económico Social. 

(Ministerio de Economía y Finanzas Públicas de Bolivia, 2017, p. 15) 

3.3.3 De los ingresos y gastos 

El PGE se compone de dos grandes grupos de cuentas (Ingresos y Gastos), los 

mismos tienen una discriminación al interior de forma parecida para poder evaluar la 

necesidad de financiamiento o generación de excedentes de cada grupo. (Ministerio de 

Economía y Finanzas Públicas de Bolivia, 2019, p. 16)  
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Los ingresos se componen de tres elementos25: 

INGRESOS 

INGRESOS CORRIENTES INGRESOS DE CAPITAL FUENTES FINANCIERAS 

Corresponden a los 

ingresos que son captados 

de las actividades que 

realiza cada entidad, 

transferencias, ingresos por 

recaudación tributaria, 

regalías, donaciones y otros 

recursos. 

Corresponden aquellos 

ingresos destinados a gasto 

en proyectos de inversión, 

construcción, etc 

En este acápite se 

encuentran aquellos 

recursos que no fueron 

ejecutados y que se 

encuentran en las cuentas 

bancarias de cada entidad 

al 31 de diciembre de la 

gestión anterior, también 

incluyen los créditos con el 

Banco Central de Bolivia y 

otras entidades, y con 

países del exterior. 

Por su parte, los gastos se componen de los siguientes elementos26:  

GASTOS 

GASTOS CORRIENTES GASTOS DE CAPITAL USO DE FONDOS 

Constituyen los gastos 

recurrentes basados 

principalmente en la 

administración y operación 

de la entidad pública, como 

ser sueldos y jornales, 

mantenimiento de edificios, 

servicios básicos (luz, agua, 

Representan los gastos 

destinados a proyectos de 

inversión orientados a la 

creación o adquisición de 

bienes de capital, como ser 

la compra de maquinaria, 

construcción de edificios, 

Hace referencia al servicio 

de la deuda 

específicamente al pago de 

amortizaciones, la compra 

de acciones o aportes de 

capital, recuperación o 

compra de títulos valores. 

 
25 Cuadro de elaboración propia con base a información de: Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. 2019. 
“Presupuesto ciudadano 2019”. Pág. 16. Disponible en portal web: 
https://medios.economiayfinanzas.gob.bo/MH/documentos/DC_interes/2019/PRESUPUESTO-CIUDADANO-
PGE_-_2019.pdf 
26 Cuadro de elaboración propia con base a información de: Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. 2019. 
“Presupuesto ciudadano 2019”. Pág. 17. Disponible en portal web: 
https://medios.economiayfinanzas.gob.bo/MH/documentos/DC_interes/2019/PRESUPUESTO-CIUDADANO-
PGE_-_2019.pdf 
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etc.), transporte, publicidad, 

consultorías de línea, por 

producto; también 

involucran el pago de 

interés por la deuda pública, 

las transferencias entre 

entidades para gasto 

corriente, transferencia a 

privados (pensión por 

jubilación, rentas vitalicias) 

y a organismos 

internacionales, pago de 

impuesto, regalías y tasas. 

equipos, estudios o 

proyectos de inversión. 

3.3.3.1 Presupuesto agregado y presupuesto consolidado 

El presupuesto agregado es la sumatoria de todos los presupuestos Institucionales. 

Pero suele suceder que una entidad transfiera recursos a otra entidad pública y esta a su 

vez lo transfiera a otra, lo cual ocasiona que se dupliquen o tripliquen las transferencias y 

por tanto los registros en el PGE. Por ejemplo, el Tesoro General de la Nación - TGN capta 

impuestos y parte de ellos los transfiere a los Municipios, estos a su vez lo destinan a 

proyectos cofinanciados con las Gobernaciones por lo que también deben transferirlos a 

estos.  

El presupuesto agregado es el gasto de la transferencia del TGN, más el gasto de la 

transferencia del municipio a la gobernación y por último el gasto final de la gobernación, lo 

que debiera ser solamente un registro termina siendo tres registros.  

Es por esta razón que el presupuesto consolidado elimina toda duplicación, 

triplicación de registros que pudieran suceder entre las entidades públicas, dejando solo en 

el caso de los ingresos, quien primeramente capta los recursos y por el lado del gasto quien 

ejecuta dichos recursos. (Ministerio de Economía y Finanzas Públicas de Bolivia, 2019, p. 

18) 

3.3.3.2 Una breve referencia de las inversiones del Estado boliviano efectuadas en 
los últimos años 

Bolivia, concretamente el período comprendido de 2005 a 2015, se gastaron enormes 

cantidades de dinero en obras que no eran prioritarias y/o que fueron financiadas con precios 

exorbitantes. La fábrica de úrea costó 800 millones de dólares y el tren que unirá Bulo-Bulo 
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con Montero tiene un costo de 400 millones de dólares. Se ignora de qué forma se podrá 

amortizar estas inversiones. El satélite Túpac Katari tuvo un costo de 350 millones de 

dólares, pero pocos saben para qué sirve. Se gastó sumas millonarias en caminos sin 

realizar inversiones colaterales que los vuelvan rentables. Se ha construido un aeropuerto 

en Chimoré. El tren urbano en Cochabamba costará 560 millones de dólares para ir de Sipe-

Sipe, una región poco poblada, hasta Sacaba. Se hará un teleférico en Oruro y un tren en 

Santa Cruz (Morales Anaya, 2017, p. 83). Se compró un avión para el presidente y otro para 

el vicepresidente a precios exorbitantes. Se hicieron compras millonarias de aviones y 

armamento para las fuerzas armadas. Se compró por 30 millones de dólares barcazas que 

nunca llegaron. Los radares cuestan 215 millones de dólares. Se estima en más de 400 

unidades las vagonetas Toyota compradas en la última década. De los 30 mil millones de 

dólares invertidos en los últimos 10 años (2005 a 2015), se presume que se malgastó unos 

20 mil millones de dólares, que podían haber servido para sembrar las raíces de un 

crecimiento sostenido. (Morales Anaya, 2017, p. 84). 

No es menos importante señalar que, el Banco Mundial (2015), estimaba que en 

promedio Bolivia destinaba 84 dólares por persona (2013), al año para salud; en el 2015 esa 

cifra subió a $us. 92, pero sigue siendo el menor comparado con estándares internacionales 

de la región, comparativamente a Bolivia le siguen Ecuador y Paraguay, que destinan al 

sector salud $us. 126, y Venezuela, $us. 138. Países como Uruguay, Argentina, Chile y Costa 

Rica destinan presupuestariamente para la salud presupuestos que superan los $us. 1.000 

dólares anuales per cápita, a nivel agregado el promedio de Sudamérica es de $us. 715 

dólares al año por persona. Los países desarrollados destinan a salud entre 3.000 y 4.000 

dólares por persona al año. El Banco Mundial (2015) establece que comparativamente 10 

países africanos, gastan por persona más en salud que Bolivia. (Velasquez, 2017, p. 248)  

Datos del Ministerio de Salud y del Instituto Nacional de Estadística (INE, 2015) 

establecen que la capacidad hospitalaria del sistema de salud en Bolivia alcanza a 12.000 

camas para una población estimada en 11 millones de habitantes. Esto determina una 

relación de 1,1 camas por cada mil habitantes, el penúltimo lugar en América del Sur. Los 

países vecinos como Perú y Ecuador tienen 1,5 camas por habitante y Paraguay 1,3. En 

mejor situación están Brasil, con 2,4 camas, o Chile, que cuenta con 2,1 por cada mil 

habitantes”, en la ciudad del El Alto la situación es más dramática, donde se cuenta con 0,3 

camas por cada mil habitantes, lo que establece que la situación de infraestructura y 

servicios en salud es deficiente y precaria. (Velasquez, 2017, p. 250) 

La pandemia del covid-19 ha desnudado las falencias y desigualdades en el acceso 

y la calidad de los servicios de salud en Bolivia, así como la precariedad en el empleo y en 

las formas de subsistencia de la sociedad. En muchos casos, la pandemia además ha 
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agudizado las diferencias previamente existentes; en otros pocos, como en el acceso a las 

Tecnologías de la Información y la Comunicación, las ha reducido. Pero en general, la 

pandemia ha marcado a la sociedad boliviana, y lo ha hecho, al menos en los momentos 

más difíciles durante el gobierno de transición de Jeanine Áñez, por las condiciones muy 

peculiares de ese momento. (Laserna, 2021) 

Para Quiroga Ponce de León (2024), el coeficiente de Gini mide la desigualdad 

económica de una sociedad, mediante la exploración del nivel de concentración que existe 

en la distribución de los ingresos entre la población. El coeficiente de Gini toma valores entre 

0 y 1; un valor que tiende a 1 refleja mayor desigualdad en la distribución del ingreso. Por el 

contrario, si el valor tiende a cero, existen mayores condiciones de equidad en la distribución 

del ingreso.27 En la segunda gestión del del Movimiento al Socialismo – MAS (2010-2015), 

se nota que, si bien otros indicadores como el PIB, PIB per cápita, exportaciones y reservas 

internacionales aumentaron a niveles récord, la distribución de la riqueza en este periodo se 

volvió más desigual, aumentando la brecha entre bolivianos. Por último, entre 2015 y 2021 

el índice mejora hasta llegar a un 40,9; esto puede deberse al efecto de las políticas sociales 

y de redistribución de los ingresos. Pero, cabe resaltar que, si bien el índice de Gini ayuda a 

comprender la distribución de los ingresos en un país, este índice no refleja la calidad de 

vida, en el sentido de que dos sociedades dramáticamente diferentes pueden tener el mismo 

índice de Gini, pero una gran diferencia en el acceso a servicios como salud, educación o 

vivienda, y la calidad de estos. (p. 176) 

3.3.3.3 De la multimillonaria -presunta- inversión en infraestructura hospitalaria que 
no fue concretada 

En los años 2012, 2013 y 2017, el gobierno de Evo Morales colocó bonos soberanos 

en los mercados de capital internacional y con estos ejecutó más de 80 proyectos de 

infraestructura vial y se tenía previsto la construcción de hospitales con la última emisión. En 

2017, Bolivia pagó un 4,5% de interés por este financiamiento. Los inversionistas son de 

Estados Unidos (56%), Europa (39%) y Latinoamérica (5%). En esa gestión los bonos 
permitieron un ingreso de $us 1.000 millones ‘de libre disponibilidad’ y la deuda se la 

debe pagar en 10 años. Estos últimos bonos soberanos, según el Ministerio de Economía 

de la gestión 2017, permitirían financiar, con presupuesto asegurado, la construcción 
de 11 hospitales: cuatro de cuarto nivel y siete de tercer nivel. Los de cuarto nivel estarían 
repartidos en Santa Cruz (1), La Paz (1), Cochabamba (1) y Tarija (1). Los de tercer nivel, 

 
27 Véase portal web: 
https://www.coneval.org.mx/Medicion/Paginas/Cohesion_Social.aspx#:~:text=Coeficiente%20de%20Gini:%20mi
de%20la,en%20la%20distribuci%C3%B3n%20del%20ingreso. 
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en Cochabamba (1), Santa Cruz (1), Beni (1), Oruro (1), Potosí (1) Pando (1) y Chuquisaca 

(1). (Diario el Deber, Evo hipotecó al país, 2020). 

El 4 de agosto de 2018, el expresidente Morales manifestó públicamente que se 

tendrían centros mejorados y equipos instalados para atender a los pacientes. Incluidos a 

quienes necesitan hemodiálisis, tratamientos para los enfermos de cáncer. Lo anterior sería 

ejecutado de manera paralela a la construcción de 49 hospitales en varios departamentos, 

con una millonaria inversión, en un plazo de cuatro (4) a cinco (5) años. (Diario Opinión, Evo: 

Ahora, obras de Bolivia Cambia son más grandes que las iglesias, 2018). La entonces 

ministra de salud Ariana Campero, manifestó que el Plan de Hospitales para Bolivia 

contemplado en la Agenda Patriótica 2025 avanzaba de forma positiva con la construcción 

de hospitales de 2°, 3° y 4° nivel en diferentes departamentos del país. (Ministerio de Salud 

del Estado Plurinacional de Bolivia, 2017). 

De cuatro Hospitales de Cuarto Nivel prometidos, el único con avance hasta julio de 

2020, era el Instituto Gastroenterológico en la ciudad de La Paz, con una ejecución física de 

4,80% y ejecución financiera de 23,84%, según datos de la AISEM, publicados en su 

Rendición de Cuentas Inicial 2020. Para el inicio de la obra el Gobierno boliviano, mediante 

la AISEM, firmó contrato con la empresa constructora española Makiber S. A., el 19 de julio 

de 2018 con un financiamiento de 739 millones de bolivianos. La construcción se emplaza 

en un área de seis hectáreas en inmediaciones de la avenida Zavaleta. En Santa Cruz —

para el Instituto Nefrourológico-Neurológico—se tenía un avance para la transferencia de 

terrenos con YPFB Transportes que se encontraba en el Quinto anillo, Avenida Piraí. El 

proyecto tiene un costo de 1.425.000.000 bolivianos. En tanto que el Cardiológico en Tarija 

(1.047.865.000 bolivianos), a ser emplazada en el municipio de San Lorenzo, estaba en 

proceso de adjudicación, ya contaba con siete hectáreas de terrenos cedido en su totalidad 

por la comunidad de Rancho Norte. Sin embargo, en febrero de 2019, el alcalde de San 

Lorenzo, Miguel Ávila, anunció que la obra se licitó a una empresa coreana, según medios 

locales. En Cochabamba, el Instituto Oncológico (768.320.000 bolivianos) estaba en proceso 

de adjudicación de la obra, luego de la resolución de contratos con empresas que no 

cumplieron con los requisitos. (Agencia Plurinacional De Comunicación de Bolivia, Bolivia 

encaminó cuatro Hospitales de Cuarto Nivel y los mismos están paralizados desde 

noviembre de 2019, 2019) 

Según declaraciones del presidente Luis Arce Catacora, el día 8 de noviembre de 

2022, Bolivia contaría con 56 hospitales nuevos hasta 2025. De 56 hospitales, 34 serían de 

segundo nivel y 18 hospitales de tercer nivel, además de cuatro institutos especializados de 

cuarto nivel. Al momento de brindar dichas declaraciones, existían 28 proyectos hospitalarios 

en etapa de ejecución de los cuales ocho estaban en la fase de “puesta en marcha”, con 
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referencia a los hospitales de segundo nivel de Llallagua y Ocurí, en Potosí, y de Challapata 

en Oruro. De la misma forma, mencionó que están en etapa ejecución los hospitales de 

tercer nivel de El Alto Sur, en La Paz; Villa Tunari, en Cochabamba; Montero, en Santa Cruz; 

Cobija, en Pando; así como en Potosí y de Sucre. El jefe de Estado destacó la ejecución del 

Instituto Gastroenterológico, en La Paz, que se encuentra en construcción con un avance 

físico de 38% y avance financiero del 72%. El proyecto representa una inversión de Bs739 

millones. En el departamento de La Paz se ejecutaba también el equipamiento de los 

hospitales El Alto Sur, El Alto Norte y de segundo nivel de Achacachi. Cochabamba se 

beneficiaría con la construcción de la Unidad de Radioterapia y los proyectos de 

equipamiento en los hospitales de segundo nivel de Capinota, Sacaba, Punata y Entre Ríos. 

En Santa Cruz estaban en fase de “puesta en marcha” el hospital de tercer nivel de Montero 

y en ejecución el hospital de segundo nivel de Camiri. En tanto, en Beni se contemplaba la 

construcción y equipamiento del hospital de tercer nivel Trinidad; y está en ejecución el 

equipamiento del hospital de segundo nivel de Riberalta. Mientras que, en Chuquisaca, está 

para su puesta en marcha el hospital de tercer nivel, se construye el hospital de segundo 

nivel de Monteagudo y se equipa el hospital de segundo nivel de Culpina, y también la 

construcción de una unidad de radioterapia. (Agencia Boliviana De Información – ABI , Bolivia 

contará con 56 hospitales nuevos hasta 2025, 2022) 

A través de un tuit el expresidente Evo Morales Ayma aseguró que las obras del 

hospital de tercer nivel en Trinidad (Beni) quedaron en un 50% de avance y que los trabajos 

están parados hace nueve meses, algo que Bolivia Verifica comprobó que es falso. Las obras 

estuvieron paradas mucho más tiempo que el que menciona Evo Morales. En junio de 2019, 

una nota publicada por Página Siete da cuenta de que las obras estuvieron detenidas por 

tres años, lo que incluye la gestión de Morales, y que se estaban reanudando. Sin embargo, 

esas obras no se retomaron hasta el 20 de agosto pasado, según Hugo Vargas Roca, 

gerente del Fondo Nacional de Inversión Productiva y Social (FPS), institución a cargo de 

supervisar la obra. La razón para esa paralización se debe, según Vargas Roca, a que el 

Ministerio de Salud, aún en la gestión de Evo Morales, no desembolsó los recursos. Por otro 

lado, la Agencia de Infraestructura en Salud y Equipamiento Médico, del Ministerio de Salud, 

indicó que el 19 de marzo de 2019 se rescindió el contrato con la empresa constructora 

Elevolution y luego se le adjudicó, en junio de ese mismo año, a la austriaca Vamed 

Engineering. La segunda afirmación de Evo Morales también es falsa. No se dejó el 50% de 

avance en la infraestructura del hospital. Según documentos publicados en el Sicoes, el 

estado de la obra en junio de 2019 permanecía en primera fase, de las cuatro fases previstas 

en el inicio de la obra. Es decir que en junio de 2019 tenía un 25% y no hubo más avances 

hasta ahora, como explicó Vargas. El proyecto de hospital de tercer nivel en Beni se inició 
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en abril de 2016 tras la firma del contrato entre el Ministerio de Salud y la empresa Elevolution 

Engenharia S.A. bajo la modalidad de contratación directa. El monto establecido para el 

proyecto fue de más de 445 millones de bolivianos. (Bolivia Verifica, Ni está al 50% ni se 

paralizó por nueve meses: Evo Morales da dos datos falsos sobre el hospital de Beni, 2020) 

3.3.4 De las leyes de Planes de Desarrollo Económico y Social 2016 – 2020, y 2021 - 
2025 

 

Nota: Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. Disponible en portal web: 

https://egpp.gob.bo/wp-content/uploads/2022/08/CARTILLA-PDES.pdf 

La Ley N° 786, de 9 de marzo de 2016 Ley de Plan de Desarrollo Económico y Social 

por el período 2016 – 2020; del cual cabe resaltar que el artículo 6 establece que el plan 

podrá ser ajustado por el Órgano Ejecutivo del nivel central del Estado, mediante Decreto 

Supremo, por motivos debidamente justificados. 

Por su parte, la Ley N° 1407 de 9 de noviembre de 2021 en su artículo 6 referente 

también a los ajustes al Plan de Desarrollo Económico y Social 2021-2025, se realizarán 

https://egpp.gob.bo/wp-content/uploads/2022/08/CARTILLA-PDES.pdf
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conforme a lo dispuesto por el Artículo 32 de la Ley N° 777 de 21 de enero de 2016, del 

Sistema de Planificación Integral del Estado - SPIE.28 

Los referidos planes que tienen un contexto integral estratégico de desarrollo, 

conforme se verificó anteriormente, están reconocido en la Constitución como parte de la 

política fiscal del Estado29, ante lo cual es preciso manifestar que el presupuesto general del 

Estado debería ceñirse a los mismos, pero existe una particularidad discrecional, como lo es 

la posibilidad de modificación de esos planes con solamente un decreto supremo.  

En conclusión, más allá de la existencia de dichos planes, lo definitivamente 

trascendente y materialmente verificable será la Ley del Presupuesto General de cada 

gestión.  

3.3.5 Porcentajes destinados a salud, educación, vivienda y alimentación, en los 
presupuestos generales del Estado de las gestiones 2015 a 2024 Regresividad 
presupuestaria como axioma jurídico desde una dimensión objetiva de dichos 
derechos 

3.3.5.1 Porcentajes de presupuestos generales del Estado destinados a salud, 
educación y vivienda 

Con base a las fuentes del UDAPE (Unidad de Análisis de Políticas Sociales y 

Económicas) dependiente del Ministerio de Planificación del Desarrollo (MPD) - 

Viceministerio de Inversión Pública y Financiamiento Externo (VIPFE), con base a los datos 

recabados y procesados a través del experto en economía D. Mamani (Comunicación 

personal, octubre de 2025) 30 el SECTOR SALUD en lo que refiere a gastos a capital, tuvo 

variables en los porcentajes programados y ejecutados31:  

AÑO PROGRAMADO EJECUTADO 

2015 4,30% 4,78% 

2016 5,49% (+1,19) 4,38% (-0,4) 

 
28 Artículo 32. (AJUSTES). Las modificaciones parciales, complementarias o de forma, al PGDES y PDES, se 
aprobarán mediante Decreto Supremo. 
29 Artículo 321.II de la C.P.E: La determinación del gasto y de la inversión pública tendrá lugar por medio de 
mecanismos de participación ciudadana y de planificación técnica y ejecutiva estatal. Las asignaciones atenderán 
especialmente a la educación, la salud, la alimentación, la vivienda y el desarrollo productivo. 
30 El experto consultado David Mamani Huacani, es licenciado en economía por la Universidad Mayor de San 
Simón, es magíster por la misma universidad en Economía y Desarrollo, y cuenta con diplomados en Econometría 
Aplicada, Preparación y Evaluación de Proyectos, Inversión, Operadores de Bolsa y Estructuradores PYME, y es 
docente universitario. 
31 Véase portal web del cual se obtuvieron los datos: https://dossier.udape.gob.bo/ 
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2017 8,21% (+2,72) 3,68% (-0,7) 

2018 6,97% (-1,24) 5,92% (+2,24) 

2019 9,76% (+2,79) 7,78% (+1,86) 

2020 9,61% (-0,15) 13,00% (+5,22) 

2021 12,37% (+2,76) 10,63% (-2,37) 

2022 7,53% (-4,84) 9,86% (-0,77) 

2023 9,69% (+2,16) 5,46% (-4,4) 

2024 8,59% (-1,1) 6,05% (+0,59) 

Como puede observarse del cuadro elaborado, el presupuesto programado, desde 

una operación comparativa de cada gestión con la siguiente (2015 con la 2016, 2016 con la 

2017, y así sucesivamente), existieron regresiones en las asignaciones presupuestarias al 

sector salud. Sin embargo, lo materialmente trascendental es lo que efectivamente el Estado 

logró ejecutar en la atención de este sector para mejorar sus condiciones mediante gastos 

de capital. En consecuencia, de dichos datos se evidencia que también hubo evidentes 

regresiones a nivel de ejecución presupuestaria que no atendieron de forma progresiva y 

sostenida al sector salud, no pudiendo ser justificado que existan otras gestiones con un 

incremento del porcentaje ejecutado, porque precisamente el principio de progresividad 

implica que no solo a un nivel subjetivo, sino también objetivo que, todos los DESC sean 

atendidos gradualmente de forma positiva y en mayor medida cada período de tiempo 

determinado, en este caso, cada gestión que se apruebe la ley del P.G.E.  

Ahora bien, en lo que respecta el SECTOR EDUCACIÓN, con base a los datos 

recabados y procesados a través del experto en economía D. Mamani (Comunicación 

personal, octubre de 2025) del UDAPE (Unidad de Análisis de Políticas Sociales y 

Económicas) dependiente del Ministerio de Planificación del Desarrollo (MPD) - 

Viceministerio de Inversión Pública y Financiamiento Externo (VIPFE),  se tienen los 

siguientes porcentajes: 

AÑO PROGRAMADO EJECUTADO 

2015 8,44% 7,84%  
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2016 5,52% (-2,92) 6,38% (-1,46) 

2017 5,03% (-0,49) 7,13% (+0,75) 

2018 6,49% (+1,46) 7,05% (-0,08) 

2019 4,99% (-1,5) 6,39% (-0,66) 

2020 4,64% (-0,35) 5,47% (-0,92) 

2021 2,12% (-2,52) 4,67% (-0,8) 

2022 1,94% (-0,18) 3,63% (-1,04) 

2023 3,58% (+1,64) 5,93% (+2,3) 

2024 3,18% (-0,40) 6,57% (+0,64) 

De similar manera, el presupuesto programado tuvo mayoritariamente en casi una 

década, una regresión evidente; y en lo que respecta al presupuesto ejecutado, de igual 

manera se evidencia una regresión mayoritaria que implica una franca violación al principio 

de progresividad del derecho a la educación y su potenciación.  

Por otra parte, en lo que respecta a URBANISMO y VIVIENDA, con base a los datos 

recabados y procesados a través del experto en economía D. Mamani (Comunicación 

personal, octubre de 2025) del UDAPE (Unidad de Análisis de Políticas Sociales y 

Económicas) dependiente del Ministerio de Planificación del Desarrollo (MPD) - 

Viceministerio de Inversión Pública y Financiamiento Externo (VIPFE) se observan los 

siguientes datos: 

AÑO PROGRAMADO EJECUTADO 

2015 6,72%  7,37%  

2016 4,76% (-1,96) 6,67% (-0,7) 

2017 4,09% (-0,67) 6,18% (-0,49) 

2018 4,52% (+0,43) 6,29% (+0,11) 

2019 4,77% (+0,25) 7,68% (+1,39) 



101 

2020 6,81% (+2,04) 10,17% (+2,49) 

2021 4,95% (-1,86) 6,29% (-3,88) 

2022 4,26% (-0,69) 7,30% (+1,01) 

2023 6,43% (+2,17) 9,21% (+1,91) 

2024 5,69% (-0,74) 10,21% (+1) 

De igual manera, se evidencian regresiones presupuestarias tanto a la parte 

programada como también ejecutada.  

Ahora bien, en lo que respecta a la ALIMENTACIÓN, existe un apartado 

presupuestario destinado al SECTOR AGROPECUARIO, lo cual es válido concebirse como 

una política para la atención de la seguridad alimentaria del Estado; sin embargo, es preciso 

invocar el artículo 16 de la Constitución boliviana el cual a tiempo de consagrar el derecho a 

la alimentación, determina que el Estado tiene la obligación de garantizar la seguridad 

alimentaria a través de una alimentación sana, adecuada y suficiente para toda la población. 

Por lo tanto, un Estado Social como el boliviano, debe desarrollar políticas para asegurar la 

alimentación de toda la población, y sin duda esto implica esencialmente a los sectores más 

vulnerables; en tal sentido, no se observa que exista un presupuesto destinado a políticas 

públicas prestacionales para sectores que no puedan acceder a una alimentación sana, 

adecuada y suficiente.  

Como ejemplo de una medida de prestación social para procurar una alimentación 

sana, adecuada y suficiente, es la del desayuno escolar, cuya iniciativa surgió en la gestión 

1994 – 1998 en el Gobierno Municipal de Cochabamba32, replicándose posteriormente en 

otras municipalidades Bolivia.33  

Por lo tanto, sin que sea posible acceder a más información desglosada de los datos 

económicos, no hay un ítem presupuestario expreso para la atención del derecho a la 

alimentación en lo que refiere a una política prestacional directa a determinados sectores 

para proveerles una manutención sana, adecuada y suficiente. Al margen del desayuno 

escolar que es una realidad y es de exclusiva responsabilidad de los Gobiernos Municipales, 

 
32 Véase portal web: https://www.cochabamba.bo/noticias/37-EMPRESAS-PARTICIPARON-DE-LA-FERIA-
PARA-LA-ALIMENTACI%C3%93N-COMPLEMENTARIA-ESCOLAR-GESTI%C3%93N-2022 
33 Ley Nº 622, 31 de diciembre de 2014 en su artículo 1° dispuso que dicha norma tiene por objeto regular la 
Alimentación Complementaria Escolar distribuyendo responsabilidades a los diferentes niveles de gobierno, 
fomentando la economía social comunitaria a través de la compra de alimentos de proveedores locales. 
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no existe por parte del Órgano Ejecutivo (como autor de la ley del presupuesto general del 

Estado) otras políticas de apoyo similares a la alimentación, la cual, por supuesto, es de 

responsabilidad de todos los niveles del Estado.  

El experto en economía D. Mamani (Comunicación personal, octubre de 2025), 

manifestó que los datos del UDAPE (Unidad de Análisis de Políticas Sociales y Económicas) 

únicamente reflejan los datos de presupuesto respecto al gasto a capital; y no existen datos 

ni información del gasto corriente, los cuales implicarían una tarea necesaria de ser 

elaborada por una cantidad considerable de profesionales en ciencias económicas que 

procesen los datos. Esta reveladora información, devela que el Estado omite -intencional o 

negligentemente- procesar datos del gasto corriente del presupuesto general del Estado, 

transgrediendo el principio de transparencia y el derecho de acceso a la información, no 

siendo posible incluso para profesionales del área económica, contar con información 

precisa y detallada de la planificación y gasto público. Es posible invocar una analogía en 

las ciencias jurídicas, en el sentido de que, carecer de datos del gasto corriente, es como si 

el Estado anunciara medidas normativas tributarias de cumplimiento obligatorio y que 

incidirán en la economía de la población, pero no existan en sus fuentes oficiales como 

páginas web o redes sociales la difusión de dichas normas junto a sus anexos.  

3.3.5.2 La dimensión objetiva de los derechos 

Para Martínez (s.f.) actualmente es una idea pacíficamente admitida en la doctrina la 

de que los derechos fundamentales presentan una doble vertiente o dimensión, subjetiva e 

institucional, es decir, son a la vez derechos de los ciudadanos y principios básicos del 

ordenamiento jurídico y de la comunidad política. Probablemente es a Peter Haberle a quien 

en mayor medida se debe el haber puesto de relieve la dimensión institucional de los 

derechos fundamentales y la novedad que significa la comprensión de estos derechos desde 

esta doble dimensión. La consecuencia fundamental que reviste esta dimensión institucional 

de los derechos fundamentales radica en que -en la medida en que tales derechos son 

principios rectores del ordenamiento- los poderes públicos tienen la misión de contribuir a la 

realización de esos principios; ello significa, por tanto, que los poderes públicos tienen un 

interés objetivo en que los derechos fundamentales sean ejercidos por los ciudadanos: no 

estamos ante meros ámbitos de libertad de los individuos de los que los poderes públicos se 

desentienden, como pudo pensar el liberalismo inicial. En otras palabras: hoy los poderes 

públicos se encuentran obligados a realizar una "política de derechos fundamentales", es 

decir, a asumir una posición activa en la promoción de los derechos y en el favorecimiento 

de las condiciones que hagan posible su ejercicio efectivo, lo que por supuesto convierte en 

obsoleta la concepción tradicional de los derechos fundamentales como derechos frente al 

Estado o como meros límites del poder estatal. (p. 81) 
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Ahora bien, la dimensión objetiva de los derechos fundamentales hace referencia a 

su poder vinculante frente a todos los poderes públicos. En efecto, los derechos 

fundamentales constituyen un sistema de valores positivizado por la Constitución que guía 

las decisiones de todas las autoridades, incluido el Legislador. Dada esta doble dimensión 

de los derechos, la Corte Constitucional (Colombia) ha reconocido que su realización 

depende tanto de la actividad judicial, como de la existencia de leyes, normas administrativas 

y, en general, de políticas públicas que desarrollen sus contenidos y prevean mecanismos 

de seguimiento y vigilancia de la realización de los derechos. En la sentencia también de la 

Corte (Colombia) T-704 de 2006 se manifestó: 'Que los derechos constitucionales 

fundamentales se consignen en documentos jurídicos significa un gran paso en orden a 

obtener su cumplimiento, pero no es suficiente. Es preciso el despliegue de todo un conjunto 

de medidas, tareas y actuaciones por parte del Estado - tanto en el nivel nacional como en 

el territorial- orientadas a garantizar la plena efectividad de estos derechos en la práctica.” 

(Corte Constitucional de Colombia, 2006)   

La Sentencia C-220/11 de la Corte Constitucional de Colombia, manifestó que la 

Carta Democrática redactada en el marco de la Organización de los Estados Americanos, 

por ejemplo, se ha pronunciado también en esa dirección y ha resaltado la necesidad de 

procurar las condiciones y de ambientar las circunstancias para lograr la efectividad de la 

democracia en la realidad. Lo expresado en la Carta Democrática Interamericana reviste 

especial importancia por cuanto constituye una forma de que los ciudadanos comprendan 

cómo cuestiones conectadas con la teoría general son proyectadas en documentos políticos 

con amplios alcances”. Sobre el mismo punto, dicha Corte señaló lo que sigue en la 

Sentencia T-418 de 2010: “La protección y garantía adecuada de las dimensiones 

prestacionales de los derechos fundamentales constitucionales, bien sean de libertad, bien 

sean sociales, depende en buena parte de las políticas públicas que, dentro del orden 

constitucional vigente, sean diseñadas, elaboradas, implementadas, evaluadas y 

controladas, en un contexto de democracia participativa”. (Corte Constitucional de Colombia, 

2010) 

Ahora bien, la Sentencia C-220/11 de la misma Corte señaló que esas leyes deben 

estar acompañadas de mecanismos administrativos, políticos, económicos y de otra índole 

que hagan realidad sus cometidos, así como de instrumentos de seguimiento, vigilancia y 

control de la adecuada actuación de todos los poderes públicos desde una perspectiva de 

derechos. En torno a los derechos fundamentales prestacionales – como por ejemplo el 

acceso al agua potable es un derecho de este tipo- a partir de la Sentencia SU-225-98 la 

Corte Constitucional ha adoptado la tesis de que los derechos fundamentales de carácter 

prestacional tienen un doble contenido. En primer lugar, se componen de un núcleo esencial 
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mínimo, no negociable en el debate democrático, que otorga derechos subjetivos 

directamente exigibles mediante la acción de tutela. En segundo término, se integran de una 

zona complementaria, que es definida por los órganos políticos atendiendo a la 

disponibilidad de recursos y a las prioridades políticas coyunturales. (Corte Constitucional 

de Colombia, 2011) 

En conclusión, la dimensión objetiva de los derechos fundamentales significa 

concebir tales derechos como un orden objetivo de principios y valores que irradian todo el 

ordenamiento jurídico y que se encuentran consagrados en la parte dogmática de la 

Constitución. Al ser esta norma suprema y directamente vinculante tanto para los órganos 

del Estado, como para toda persona o grupo, se ha erigido como el parámetro de legitimidad 

material en el Estado constitucional de derecho. (Salem, 2017, p. 114) 

Por lo tanto, la reducción porcentual del presupuesto general del Estado para salud, 

educación, alimentación y vivienda, lo cual es contrario a los preceptos constitucionales 

consagrados en los artículos 37, 77.I y 321.II de la Constitución boliviana, se constituyen en 

una vulneración a partir de la dimensión objetiva de dichos derechos, los cuales deben 

siempre ser priorizados en el presupuesto programado y ejecutado por el Estado en todos 

sus niveles.  

3.3.5.3 El costo de los Derechos 

La obra de Holmes y Sunstein (s.f. citados en Salem, 2017): “El costo de los 

derechos. Por qué la libertad depende de los impuestos”, reflexiona sobre lo que cuestan 

todos los derechos; sobre la necesaria participación democrática en su definición y 

monitoreo y, también, defiende la necesidad de abandonar inexistentes diferencias entre 

aquellos derechos que cuestan y aquellos que no cuestan al Estado, tesis especialmente 

sostenida por los sectores más conservadores de la sociedad norteamericana a la hora de 

enfrentar nuevas cargas tributarias. Los autores sostienen que, si no se invierten recursos 

en un derecho, éste no pasará de ser una declaración sin efectos concretos, su análisis se 

centra en la realidad norteamericana, lo que no interfiere en las consecuencias que podamos 

derivar para Latinoamérica. (p. 114) 

Holmes y Sunstein dicen en buenas cuentas: "dime cuánto gastas y te diré cuán 

protegido y garantizado está un derecho" (Galdamez, 2011) 

Estos autores desechan la distinción clásica entre derechos positivos y negativos, 

que más contribuye a exasperar las tensiones entre los progresistas y los conservadores de 

los Estados Unidos que defienden la tutela de unos u otros. Según esta falsa distinción, sólo 

los primeros demandarían recursos al Estado, mientras que los segundos sólo le imponen 

un deber de no interferir. Así, dicen los autores, los derechos positivos impulsan la igualdad, 
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mientras que los negativos protegen la libertad. Dichos autores sostienen frente a esta 

dicotomía que, en verdad todos los derechos (en sentido legal y no moral) cuando son 

ofendidos requieren de un remedio, de una reparación, es en este punto que se pone en 

evidencia lo inadecuado de la distinción entre derechos positivos y negativos. Desde esta 

mirada, entonces, todos los derechos son positivos, todos exigen remedio si son vulnerados. 

En este sentido afirman: "Todos los derechos son costosos porque todos presuponen una 

maquinación eficaz de supervisión, pagada por los contribuyentes, para monitorear y 

controlar"(Galdamez, 2011) 

Las cláusulas de derechos constitucionales que por definición son ambiguas, 

evolucionan, cambian en el desarrollo de la jurisprudencia y con el transcurso del tiempo, 

además su desarrollo también es cambiante en la medida que dependen de la disponibilidad 

presupuestaria, que es variante de año a año. Existe una relación profunda entre exigibilidad 

de los derechos y gasto público, tanto por infraestructura como por habilidades de tipo legal. 

(Galdamez, 2011) 

Holmes y Sunstein (2011, citados en Galdamez, 2011) defienden la necesidad de que 

exista un control democrático de las asignaciones presupuestarias tanto en la protección 

como en la exigibilidad de los derechos. Es en este punto que es necesaria la deliberación 

democrática, qué derechos y de qué manera se protegen, todas estas decisiones deben 

estar sometidas al examen y al debate público. La educación pública, si bien puede ser 

costosa: "esos derechos establecen y estabilizan las condiciones del desarrollo individual y 

de coexistencia y cooperación colectivas" 

La Comisión Interamericana en similar sentido, ha manifestado que ninguna política 

pública puede ser formulada, implementada ni evaluada sin asignación de recursos 

presupuestarios. Desde la propia identificación de las cuestiones a resolver, hasta el diseño, 

y luego las etapas de ejecución, monitoreo y evaluación requieren de los recursos adecuados 

y suficientes. (Comisión Interamericana, 2018, párr. 121) 

Los derechos, no pueden ser abstraídos de un contexto fáctico para su monitoreo y 

tangible seguimiento sobre su progresiva aplicación a través de medidas gubernamentales; 

es decir, su resguardo y vigilancia no puede únicamente limitarse al plano abstracto-teórico 

del derecho, sino que, integralmente basado en mandatos y premisas normativas 

(constitucionales y legales), deben transversalmente ser fiscalizados mediante la ejecución 

de políticas públicas, de las cuales con base a lo manifestado por Holmes y Sunstein, 

siempre tendrán un costo, es decir, el Estado necesariamente debe destinar recursos al 

máximo de su disponibilidad para la atención principalmente de lo DESC, los cuales tienen 

como eje el principio de progresividad y prohibición de regresividad.  
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En el caso boliviano, como varias veces se resaltó, los artículos 37, 77.I y 321.II de 

la Constitución, con meridiana claridad mandan que los derechos a la salud, educación, 

alimentación y vivienda, son de primaria y prioritaria responsabilidad financiera del Estado. 

Por lo tanto, son encumbrados por encima incluso de otros derechos sociales, lo cual permite 

una focalizada fiscalización sobre su progresivo desarrollo, el cual, si bien puede estar 

sometido a varias etapas y escenarios ante las instancias institucionales correspondientes 

(niveles de gobierno, por ejemplo), la distribución de los recursos Estatales a través de la 

Ley del Presupuesto General del Estado emitida en cada gestión, es el punto de partida que 

definirá sustancialmente su planificado desarrollo, porque en la medida que sean destinados 

mayores recursos económicos cada gestión (progresividad), estos derechos podrán también 

en mayor medida ser atendidos y potenciados. Al contrario, la asignación de una menor 

cantidad de recursos, necesariamente implicará que existirá una merma en la atención de 

estos derechos, y por ende también se constituye en una evidente regresividad, porque se 

asumiría una medida gubernamental que conscientemente inconstitucional al no cumplirse 

los artículos precitados de norma suprema boliviana, despojando a estos derechos de su 

condición de primera responsabilidad financiera que sistemáticamente está relacionado con 

el preámbulo de la Constitución así como también con los fines y funciones esenciales del 

Estado.  

Un paréntesis necesario, para dar más sustento y a su vez matizar la teoría del costo 

de los derechos, es la recientemente promulgada LEY N° 1680 DE 05 DE NOVIEMBRE DE 

2025 DE PROTECCIÓN INTEGRAL Y REPARACIÓN PARA HIJAS E HIJOS HUÉRFANOS 

VÍCTIMAS DE FEMINICIDIO Y OTROS DELITOS CONTRA LA VIDA. Dicha ley ha 

establecido el pago de bonos para hijas e hijos huérfanos víctimas como consecuencia de 

los delitos de violencia, el cual no será inferior al 20% del salario mínimo nacional vigente. 

Ese beneficio, podrá cubrir ciertas necesidades de esas hijas e hijos huérfanos, pero no es 

una medida estructural, sino paliativa en una sociedad donde claramente la violencia y sus 

normas penales por más severas que sean, no responden a una solución integral para 

mitigar este mal que cunde en la sociedad. Desde una perspectiva muy simple, podría 

entenderse que la medida gubernamental es plausible porque para un sector vulnerable, ha 

establecido la entrega de un nuevo bono; pero para preservar -aún más en sectores 

vulnerables- su derecho a la dignidad, libre desarrollo de la personalidad, educación, salud, 

y vivienda, considerando su situación víctimas que han quedado sin tutores quienes puedan 

provisionarles una manutención y fraterno crecimiento espiritual y emocional, su verdadera 

atención y prioridad debe ampliarse a un apoyo multidisciplinario, psicológico, social, de 

reintegración y de perspectivas futuras de oportunidades que les brinden -por ejemplo- 

acceso a una educación superior y otros derechos. En consecuencia, una política integral, 
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por supuesto requerirá mayor inversión de recursos económicos, para contar con recursos 

humanos cualificados que brinden un apoyo multidisciplinario y seguimiento permanente a 

las víctimas hasta determinada edad, porque un trauma de semejante magnitud no puede 

simplificarse y minimizarse con un bono económico. El bono cualquiera sea su nombre, no 

debe concebirse como la entrega de una caridad con fondos públicos, sino como una 

oportunidad de apoyo que brinde mejores condiciones de vida junto con una política pública 

integral, cuidadosamente diseñada para proteger principalmente a los sectores más 

vulnerables.   

3.3.6 De la progresividad de los derechos a la salud, educación, vivienda y 
alimentación: su directa justiciabilidad y el axioma jurídico de reducción 
presupuestaria como regresividad de los DESC por asignaciones no 
priorizadas por mandato constitucional  

La SCP 0347/2013 de 18 de marzo, indicó que: “Del principio de supremacía de la 

Constitución, se desprende el de jerarquía normativa, dado que la aplicación preferente de 

los valores, principios, derechos, garantías y normas orgánicas de la Constitución Política 

del Estado con relación a cualquier disposición normativa, obedece a que las mismas se 

fundan o sustentan esencialmente en dichas normas que constituyen las bases sobre las 

cuales debe regirse el orden jurídico interno del Estado, ahora Estado Unitario Social de 

Derecho Plurinacional Comunitario”. (Tribunal Constitucional de Bolivia, 2013) 

El artículo 410.II de la CPE, en ese sentido sitúa a la Norma Suprema en la cúspide 

de la estructura normativa, lo que implica el reconocimiento de su jerarquía frente a cualquier 

otra disposición legal. Asimismo, la SCP 1136/2017-S1 de 12 de octubre, manifestó: “Por 

mandato del art. 410 de la CPE, ‘La Constitución es la norma suprema del ordenamiento 

jurídico boliviano y goza de primacía frente a cualquier otra disposición normativa’, esto es 

que, la Constitución Política del Estado, es la ‘norma-normarum’ del ordenamiento jurídico, 

la ley de leyes, la ley fundamental en base a la cual se van a desarrollar las leyes especiales 

y específicas, contemplando los principios, valores y garantías que ésta dispone para 

alcanzar el goce y protección de los derechos que en su texto reconoce a favor de los 

gobernados y para el cumplimiento de los deberes que impone a los gobernantes; en 

consecuencia, todo el orden jurídico y político del Estado debe encontrarse congruente y 

compatiblemente proyectado con referencia al contenido del texto constitucional, ya que de 

no existir esta relación entre las leyes y la Constitución, se produciría ineludiblemente una 

fractura que, para fines didácticos, identificaremos como inconstitucionalidad o 

anticonstitucionalidad.” (Tribunal Constitucional de Bolivia, 2017) 

La SCP 1122/2017-S1 de 12 de octubre, indicó:  
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“En efecto, uno de los pilares del modelo constitucional boliviano, es la igualdad 

jerárquica de todos los derechos fundamentales, incluidos claro está los derechos 

económicos, sociales y culturales, así como su directa aplicabilidad y, por ende, su 

directa justiciabilidad. A su vez, la directa aplicabilidad, implica un cambio esencial en 

el rol de las autoridades jurisdiccionales, ya que estas deben aplicar y garantizar la 

eficacia máxima de los derechos insertos en el bloque de constitucionalidad, para lo 

cual, las autoridades jurisdiccionales, deben utilizar un criterio esencial de 

interpretación denominado ‘interpretación desde y conforme al bloque de 

constitucionalidad’; en tal sentido, en caso de existir una ley expresa sea esta formal 

o material, la autoridad jurisdiccional, como primer garante y celador del respeto a los 

derechos fundamentales, debe velar porque el tenor literal de la norma esté conforme 

con el contenido material de la parte dogmática de la Constitución y del Bloque de 

Constitucionalidad, caso contrario, a través de los criterios de interpretación basados 

en el pro hómine, favoris débiles, pro-actione, pro-libertatis, pro justicia social, entre 

otros, deben asegurar la ‘eficacia máxima de los Derechos fundamentales’. Los 

aspectos antes descritos, inequívocamente implican un cambio de roles de los jueces, 

cuya labor en un contexto ius-positivista, se limitaba a una interpretación exegética, 

merced al método de la subsunción; de manera que, los jueces ordinarios y 

autoridades administrativas, no estaban facultados a realizar ningún juicio de valor ni 

siquiera vinculado a la compatibilidad de la norma con los Derechos Fundamentales; 

en cambio, en el marco de los postulados del Estado Constitucional de Derecho, las 

autoridades jurisdiccionales son las primeras garantes del respeto a los derechos 

fundamentales y deben aplicar directamente los derechos en el marco de pautas 

específicas de interpretación y de acuerdo a una coherente argumentación 

jurídica.” (Tribunal Constitucional de Bolivia, 2017) 

Ahora bien, la Sentencia T-025/04 de la Corte Constitucional de Colombia, manifestó 

lo siguiente: “Se derivan dos clases de deberes para el Estado. Por una parte, debe adoptar 

e implementar las políticas, programas o medidas positivas para lograr una igualdad real de 

condiciones y oportunidades entre los asociados y al hacerlo, dar cumplimiento a sus 

obligaciones constitucionales de satisfacción progresiva de los derechos económicos, 

sociales y culturales básicos de la población —en aplicación de lo que la jurisprudencia 

constitucional ha denominado ‘cláusula de erradicación de las injusticias presentes’—. Y, por 

otra, debe abstenerse de adelantar, promover o ejecutar políticas, programas o medidas 

ostensiblemente regresivas en materia de derechos económicos, sociales y culturales, que 

conduzcan clara y directamente a agravar la situación de injusticia, de exclusión o de 
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marginación que se pretende corregir, sin que ello impida avanzar gradual y progresivamente 

hacia el pleno goce de tales derechos” (Corte Constitucional de Colombia, 2004) 

Los mandatos constitucionales de los artículos 16, 37, 77.I y 321.II determinan que 

los derechos a la salud, educación, alimentación y vivienda, se constituyen en una función 

suprema y primera responsabilidad financiera del Estado, por lo tanto, cuando en el 

presupuesto general del Estado no solamente carecen de prioridad, sino también se 

evidencia una regresión porcentual en las asignaciones presupuestarias para su atención en 

cada gestión anual, se constituye en una vulneración al principio de progresividad de estos 

derechos sociales la cual está prohibida por la Constitución boliviana en su artículo 13.I y la 

Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 26.  

Ahora bien, es preciso deducir que, la prioridad y especial atención financiera 

consagradas en los artículos 16, 37, 77.I, y 321.II de la Constitución boliviana, pueden 

ubicarse como principios complementarios al principio de progresividad, consagrado en el 

artículo 13.I de la norma suprema y el artículo 26 de la CADH, respectivamente. Es decir, la 

progresividad en ningún entendimiento doctrinario ni jurisprudencial local o interamericano 

es concebida como un principio de discrecional aplicación únicamente cuando existe la 

voluntad política e institucional de los gobernantes, al contrario, es un eje rector al cual deben 

someter sus conductas en todo momento a través de las políticas y ejercicio de sus 

atribuciones constitucional y legalmente determinadas. Por lo tanto, en cada instante y sin 

que exista ningún argumento en contrario válido a la luz de la Constitución y la CADH, los 

funcionarios públicos electos o designados competentes, deben velar por una atención y 

cobertura cada vez mayor no solo cuantitativa sino también cualitativa de los DESC; por lo 

tanto, cualquier conducta antípoda, per se debe señalarse e identificarse como regresiva e 

incompatible con la progresividad de estos derechos. En tal sentido, cuando se evidencia 

porcentualmente una disminución en la asignación presupuestaria programada y ejecutada 

para salud, educación, vivienda y alimentación; se genera la violación del principio de 

prioridad o primera responsabilidad financiera de estos derechos, componentes del principio 

de progresividad cuyo elemento esencial es orientado a un crecimiento permanentemente 

favorable cuantitativa y cualitativamente de atención material y tangible, sustentada en la 

asignación de recursos económicos como elemento imprescindible para tal propósito. 

En tal sentido, cualquier reducción presupuestaria porcentualmente evidenciada de 

gestión a gestión a través de la promulgación de las leyes del presupuesto general del 

Estado, debe ser considerada como una regresión de los derechos sociales (salud, 

educación, alimentación y vivienda), y constituirse como un axioma jurídico de su 

vulneración. Es decir, cualquiera sea el porcentaje de reducción de la asignación 

presupuestaria, ya sea para gastos corrientes o de capital destinados a uno de los cuatro 
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derechos encumbrados constitucionalmente como prioridad financiera, sin lugar a prueba o 

demostración alguna, se entiende como un menoscabo a la atención de dichos derechos 

que puede y debe ser justiciable constitucionalmente con el propósito de reparar su 

vulneración objetiva y reajustar sus asignaciones de tal forma que porcentualmente puedan 

ser iguales o mayores a la gestión o período anterior.  

3.3.7 Doble dimensión de la función suprema y primera responsabilidad financiera 
de los derechos a la educación, salud, alimentación y vivienda 

Ahora bien, el término prioridad significa la anterioridad o precedencia de algo en 

tiempo u orden, o bien a su mayor importancia o urgencia. Es lo que se considera primero o 

más relevante que otras cosas. Conclúyase entonces que, en el contexto de los artículos 16, 

37, 77.I, y 321.II de la Constitución boliviana, los derechos a la salud, educación, 

alimentación y vivienda, en la política fiscal, deben tener cuantitativamente por encima de 

cualquier otro ítem presupuestario, la mayor asignación.  

Ahora bien, la política fiscal conforme lo dispone el artículo 321.II, establece que 

atenderá especialmente a la educación, salud, alimentación, y vivienda. El término 

especialmente necesariamente debe ser armónica y sistemáticamente entendido con los 

artículos 16, 37 y 77.I que enarbolan la función suprema y primera responsabilidad 

financiera, que abarcaría a esos cuatro derechos consagrados en la Constitución boliviana.  

Por lo tanto, la política fiscal, entiéndase como la forma de administración económica 

y financiera del Estado y de todas las entidades públicas se rigen por su presupuesto, 

asignado y dispuesto con base a la Ley del Presupuesto General del Estado. Por lo tanto, la 

política fiscal es manejo de todos los recursos económicos de los cuales dispone el Estado, 

y también la forma de generar más recursos y administrarlos. En tal sentido, la varias veces 

repetida función suprema y primera responsabilidad financiera, consonante con la especial 

atención que establece el artículo 321.II de la Constitución boliviana, emerge una doble 

dimensión de entendimiento y aplicación:  

- En la Ley del Presupuesto General del Estado, de todas las asignaciones y 

distribuciones dispuestas, los derechos a la salud, educación, alimentación, y 

vivienda; deben tener el más alto porcentaje de asignación, junto con el desarrollo 

productivo e inversiones que permitan la generación de recursos con propósitos de 

sostenibilidad financiera.  

- El porcentaje de cada uno de los derechos considerados prioritarios no está incluido 

en la atención de otros derechos económicos sociales y culturales, a ser tratados por 

separado y también investidos de progresividad y no regresividad.  
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3.3.8 Además de una acción de inconstitucionalidad abstracta para declarar la 
inconstitucionalidad de leyes del presupuesto general del Estado: ¿La acción 
popular puede ser una alternativa para evitar -vía control tutelar- regresiones 
presupuestarias del PGE.? 

El presente trabajo, plantea la acción abstracta de inconstitucionalidad para depurar 

del ordenamiento jurídico una Ley del Presupuesto General del Estado, por ser considerado 

el mecanismo idóneo para expulsar del ordenamiento jurídico cualquier ley o norma en 

sentido material que sea contraria a cualquiera de los mandatos de la Constitución. Ahora 

bien, no es un tema menor considerar que dicha acción tiene una reducida legitimación 

activa, por lo cual debe analizarse qué alcance podría tener una acción vía tutelar como lo 

es la Acción Popular, y su posible incidencia en el diseño del presupuesto general del Estado. 

La S.C.P. No. 1010/2023 ha determinado que, la Constitución vincula a todos los 

órganos del poder y a los particulares, y frente a su lesión o incumplimiento, se encuentra 

suficientemente garantizada por los medios jurisdiccionales que ella misma prevé. En ese 

sentido, la justicia constitucional, en especial el Tribunal Constitucional, se constituye en el 

garante jurisdiccional de la Constitución, y conforme a ello, las garantías constitucionales 

tienen como denominador común la protección de la Constitución. 

Dicha sentencia, expuso lo manifestado por la SC 0982/2010-R de 17 de agosto:  

“El principio de legalidad en su clásica concepción implica el sometimiento de 

gobernantes y gobernados a la ley; significa, entonces, el reconocimiento al legislador 

como único titular de la facultad normativa, a la cual debe estar sometida la 

administración. Sin embargo, actualmente dicha definición resulta insuficiente en el 

marco del estado constitucional de derecho y el sistema constitucional boliviano 

vigente; por ello debe entenderse que dicho principio supone, fundamentalmente, el 
sometimiento de los gobernantes y gobernados a la Constitución Política del 
Estado, la vigencia de derecho y el respeto a la norma. 

(…) 

De lo señalado, se colige que, en un Estado Constitucional de Derecho, tanto 
gobernantes como gobernados, deben someterse al imperio de la ley, a fin de 
que no sean los caprichos personales o actuaciones discrecionales, las que 
impongan su accionar, desconociendo lo anteladamente establecido por la 
norma positiva, vulnerando el principio de seguridad” (Las negrillas son añadidas). 
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La S.C.P. No.1010/2023 desarrolló la inaplicación de una norma infraconstitucional 

que vulnera derechos fundamentales y garantías constitucionales, planteando los siguientes 

postulados:  

- La naturaleza del orden constitucional vigente en el Estado a partir de la reforma 

constitucional de 1994, se traduce en un sistema híbrido, con preponderancia del sistema 

concentrado de constitucionalidad, ante lo cual, todos los jueces y tribunales deben ejercer 

el control de constitucionalidad en el conocimiento y resolución de un caso concreto; control 

que si bien, no puede ser ejercido directamente pero si de manera indirecta, al resolver el 

caso sometido a su conocimiento, cuando encuentran que la disposición legal, sobre cuya 

base debía fundar su decisión, es contraria a las normas previstas en la Constitución o 

resulta vulneradora de derechos fundamentales y/o garantías constitucionales, casos en los 

cuales, les corresponde inaplicar la disposición legal tachada de vulneradora.  

- Resulta razonable para el sistema constitucional boliviano que, cuando en una 

acción tutelar se invoque la amenaza o violación de actos que tienen como sustento la 

aplicación de una norma vulneradora de derechos fundamentales y/o garantías 

constitucionales, la sentencia que declare fundada la demanda, debe disponer además la 

inaplicabilidad de la citada norma para el caso concreto. 

- El indicado razonamiento también es expresado en el derecho comparado (Perú), 

pues el avance inexorable de la doctrina constitucional y del control jurisdiccional de la 

aplicación material de la constitución, considerada norma jurídica y por tanto exigible de 

forma directa, impulsa las reformas legales y constitucionales en un sentido irreductible, el 

valor normativo de la Constitución y por ello la aplicación directa de sus normas en 

situaciones concretas de conflicto, es decir que, en cada caso concreto debe aplicarse la 

Constitución y los convenios internacionales sobre derechos humanos, luego las demás 

normas, como ya ha sido explicado precedentemente. 

Lo establecido por la S.C.P. 1010/2023, al margen del resultado y consecuencia 

referente que generó controversia y debate público; implementa un razonamiento de 

avanzada para la protección de los derechos y garantías fundamentales, pues debe 

concebirse que los mecanismos jurisdiccionales constitucionales, no son un fin en sí mismo, 

sino un medio con el propósito de poner el consideración de la justicia constitucional la 

vulneración o no de derechos y garantías fundamentales; procurando evitar obstáculos para 

su acceso inmediato y eficaz.  

La inaplicación de normas infra constitucionales vía tutelar, desde la perspectiva de 

una rígida teoría de que en Bolivia el control normativo es “concentrado” y reservado 

únicamente al Tribunal Constitucional Plurinacional, sería inaceptable; sin embargo, el 
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derecho procesal constitucional es una ciencia que no puede ser abstraída de su desarrollo 

permanente tendiente a la mayor y más eficaz protección de los derechos fundamentales, 

así como también debe percibir la realidad imperante que justamente ha permitido cambios 

sustanciales vía el control constitucional para resguardar derechos y garantías relegados por 

formalismos anacrónicos que generaban una brecha entre la justicia constitucional y la 

población en sus diversos sectores, desnaturalizando el fin mayor que es el cumplimiento 

eficaz de la Constitución.  

Adicional a lo anterior, es preciso resaltar lo establecido el artículo 15.I de 

“APLICACIÓN DE LAS NORMAS CONSTITUCIONALES Y LEGALES” de la ley 025 del 

Órgano Judicial, establece lo siguiente: “I. El Órgano Judicial sustenta sus actos y decisiones 

en la Constitución Política del Estado, Leyes y Reglamentos, respetando la jerarquía 

normativa y distribución de competencias establecidas en la Constitución. En materia judicial 

la Constitución se aplicará con preferencia a cualquier otra disposición legal o reglamentaria. 

La ley especial será aplicada con preferencia a la ley general.” En tal sentido, si bien 

anteriormente se estableció que el Tribunal Constitucional Plurinacional no forma parte del 

Órgano Judicial e incluso no está nominado como tal, pero las salas constitucionales y jueces 

competentes para atender acciones tutelares sí forman parte del Órgano Judicial, y sus 

decisiones son de cumplimiento inmediato y obligatorio entretanto sean motivo de revisión 

posterior por parte del Tribunal Constitucional; la ley establece que toda decisión judicial 

debe aplicar con preferencia la Constitución, y por ende debe inferirse que puede inaplicar 

normas infra constitucionales. 

Ahora bien, la Acción Popular procede contra todo acto u omisión de las autoridades 

o de personas individuales o colectivas que violen o amenacen con violar derechos e 

intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y salubridad 

pública, el medio ambiente y otros de similar naturaleza, cuando ellos por acto u omisión de 

las autoridades o de personas naturales o jurídicas son violados o amenazados. Aunque 

existen diversas interpretaciones disciplinares, la Organización Mundial de la Salud - OMS y 

sus organismos regionales (como la OPS) se adhieren generalmente al concepto de que 

la salud pública es la respuesta organizada de una sociedad dirigida a promover, mantener 

y proteger la salud de la comunidad; incluyendo acciones colectivas para prevenir 

enfermedades, lesiones e incapacidad en toda la población. 

La SC 1977/2011-R entendió que en el ámbito de protección de la acción popular 

estaban incluidos los intereses y derechos colectivos y también los intereses y derechos 

difusos, pese a que estos últimos no estaban incluidos expresamente en la norma 

constitucional. También aclaró que los intereses de grupo o derechos individualmente 

homogéneos no encuentran protección en la acción popular, puesto que, en esos casos, no 
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existe un interés común -colectivo ni difuso-, sino un interés individual que, en todo caso, 

podrá ser tutelado a través de la acción de amparo constitucional, previa unificación de la 

representación. Asimismo, hizo referencia a que la Constitución Política del Estado, a través 

de una cláusula abierta, permitirá la integración de otros derechos similares a partir del 

bloque de constitucionalidad y el Derecho Internacional de Derechos Humanos. 

Sin embargo, la SCP 0176/2012 de 14 de mayo, señaló lo siguiente respecto a la 

diferenciación entre derechos o intereses colectivos, difusos e individuales homogéneos, 

manifestando que: 

i) Derechos o intereses colectivos en sentido estricto, correspondientes a un colectivo 

identificado o identificable como son por ejemplo las naciones y pueblos indígena 

originario campesinos (art. 30.II de la CPE), cuyos componentes están organizados y 

mantienen relaciones orgánicas entre sí. 

ii) Derechos o intereses difusos, que corresponden a una pluralidad de personas que 

no pueden determinarse, lo que puede suceder por ejemplo cuando la distribución de 

un medicamento dañado amenaza a todo potencial usuario. Asimismo, por la 

naturaleza de estas circunstancias no existe la posibilidad de concebir que la 

pluralidad de sujetos estén organizados mediante mecanismos de coordinación de 

voluntades y menos que tengan una relación orgánica entre sí. 

iii) Derechos o intereses individuales homogéneos -que en el marco de la SC 

1018/2011-R de 22 de junio, se denominan intereses de grupo-, corresponden a un 

conjunto de personas que accidentalmente se encuentran en una misma situación 

cuyos componentes individualmente cuentan con derechos subjetivos por un 'origen 

común' siendo sus acciones procesales divisibles, pero que en virtud al principio de 

economía procesal se pueden tratar de forma colectiva, aspecto que sucede por 

ejemplo cuando un producto defectuoso provocó daños en la salud de varios 

individuos, en dichos casos los afectados buscarán el resarcimiento, pero para no 

iniciar sucesivas demandas civiles en detrimento a la administración de justicia 

pueden resolverse en una misma sentencia. 

Considerando lo expuesto anteriormente sobre los actores con legitimidad activa para 

plantear esta vía tutelar; se concluye que no podría la Acción Popular contener los mismos 

efectos como tal que la acción de inconstitucionalidad abstracta, es decir, depurar del 

ordenamiento jurídico una Ley del Presupuesto General del Estado que incumpla con los 

mandatos establecidos en los artículos 16, 37, 77.I y 321.II, concordantes con los artículos 

13 también de la Constitución y 26 de la C.A.D.H. Sin embargo, su naturaleza tutelar sí 

puede ser determinante inaplicando asignaciones presupuestarias dispuestas en la ley, para 
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evitar la afectación a la seguridad o salubridad públicas desde un caso concreto en el cual 

existan riesgos o la comisión de violaciones derechos colectivos, difusos e intereses 

homogéneos. Es decir, cuando exista evidencia de que un servicio o prestación en salud 

será interrumpido o disminuido emergente de la falta de asignación de recursos públicos en 

la Ley del Presupuesto General del Estado para la atención de la salud y salubridad públicas.  

Por ejemplo, pacientes renales quienes requieren tratamiento de hemodiálisis de 

forma ininterrumpida, de forma preventiva pueden plantear una acción popular pidiendo que 

el Estado asegure su atención permanente y tratamiento porque tuvieron conocimiento de 

que se redujeron los recursos económicos para la atención de este sector vulnerable; lo cual 

por lógica consecuencia puede derivar en la interrupción de su atención y consecuentes 

riesgos para su vida e integridad.     

Expuesto todo lo anterior, en el entendido de que los derechos a la educación, 

alimentación y vivienda no están taxativamente establecidos en la construcción normativa y 

alcances de la Acción Popular, y desde una interpretación literal como lo señala el artículo 

2.I del Código Procesal Constitucional, no podrían ser tutelados por esta vía tutelar para 

velar por su protección teniendo como consecuencia la reasignación o programación de 

recursos, a menos que, exista una conexión precisamente con la seguridad y salubridad 

públicas. Verbigracia, una calamidad pública producto de desastres naturales que generen 

una emergencia sanitaria, sería imprescindiblemente obligatorio que el Estado también 

destine recursos para que el sector afectado no vea mermados el ejercicio de sus derechos 

a la educación, alimentación y vivienda, es decir, no basta con su atención médica y 

tratamiento para preservar su vida; sino que en medio de la calamidad el Estado debe 

maximizar los esfuerzos destinando recursos para que la población en conmoción no 

interrumpa el ejercicio de sus otros derechos fundamentales. 

En conclusión, la acción de inconstitucionalidad abstracta no puede tener los mismos 

efectos que la Acción Popular, porque el primero depuraría la ley desde una contrastación 

directa con lo contenido en los artículos de la Constitución y los datos técnicos y estadísticos 

de asignación presupuestaria; en cambio la Acción Popular desde su configuración, protege 

el derecho a la seguridad y salubridad públicas de intereses colectivos, difusos e individuales 

homogéneos en un caso concreto que requiera o exija protección constitucional. Sin 

embargo, la Acción Popular sí puede tener una incidencia en parte del presupuesto general 

del Estado, porque si bien no es el fin cuestionar la asignación de recursos (como la AIA), 

es el factor a analizar y del cual emerge la amenaza o riesgo de vulneración de la seguridad 

y salubridad públicas.  
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Decididamente, la Acción Popular amerita para un futuro, un análisis más profundo 

sobre su incidencia en el presupuesto general del Estado. 

3.3.9 ¿Sería posible acudir al Sistema Interamericano de Derechos Humanos por 
determinaciones presupuestarias regresivas para los derechos a la salud, 
educación, alimentación y vivienda? 

Anteriormente se expuso de forma resumida los debates sobre el carácter 

programático de los DESC y su directa justiciabilidad. Tanto las posturas conservadoras que 

niegan una directa justiciabilidad autónoma del artículo 26 de la CADH así como las que son 

más expansivas y liberales que comprenden al protocolo de San Salvador como un punto 

de partida y no así un límite para los DESC, son ponderables y necesarias de continuo 

análisis. Se infiere que, las posturas conservadoras esencialmente procuran cuidar un 

activismo judicial de la Corte IDH que invada competencias soberanas de los Estados en la 

forma de administración y ejecución de sus políticas sociales, y se genere -principalmente- 

una disfunción institucional por la falta de conocimiento de la realidad económica, política y 

cultural de cada país miembro. 

Sin embargo, desde la postura más conservadora la cual señala que el carácter 

programático de los DESC hace inviable su justiciabilidad directa invocando el artículo 26 de 

la CADH, en el caso boliviano y con base al contenido taxativo de su norma suprema en sus 

artículos 16, 37, 77.I y 321.II de la C.P.E.; sí es posible acudir ante el SIDH invocando la 

regresividad de los DESC por asignaciones presupuestarias que porcentualmente reduzcan 

recursos destinados a la atención de estos derechos.  

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, ha manifestado que el 

cumplimiento de las obligaciones estatales en materia de derechos humanos exige la 

revisión de los presupuestos y las políticas fiscales desde un enfoque de derechos que 

permita identificar si la programación, la asignación, la movilización y la ejecución de los 

recursos responde a los principios que deben guiar la actuación del Estado para la efectiva 

protección de los derechos humanos. (Comisión Interamericana, 2018, párr. 136)  

El carácter programático de los DESC no es un factor que valide la discrecional 

postergación de dichos derechos en los programas de gobierno de cada Estado y según la 

voluntad de los gobernantes de turno, sino al contrario, es un principio el cual obliga a que 

estos derechos progresivamente deben ser atendidos de forma permanente, tangible, y 

posible de verificar a través de datos, estadísticas e informes multidisciplinarios, cuál su 

avance cuantitativo y cualitativo.   

El artículo 26 de la CADH determina que, los Estados parte, se comprometen a 

adoptar providencias especialmente económicas y técnicas, para lograr progresivamente la 



117 

plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre 

educación, ciencia y cultura, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u 

otros medios apropiados. Una vía legislativa como medio apropiado para procurar de forma 

permanente y progresiva la plena efectividad de los DESC, es por supuesto la ley que 

aprueba el presupuesto general del Estado, la cual, en el caso boliviano, así como de otros 

Estados, se aprueba cada año para organizar la distribución, administración y ejecución de 

los recursos públicos.  

En el caso del Estado boliviano, existen disposiciones constitucionales (artículos 9 

inc. 5, 16, 37, 77.I y 321.II) en sus partes axiológica, dogmática y organizativa, 

respectivamente, mediante las cuales determinan expresamente que es deber prioritario y a 

través de las asignaciones presupuestarias, atender los derechos a la salud, educación, 

vivienda y alimentación. Por lo tanto, dichos derechos sin soslayar la atención de otros 

DESC, trazan la línea rectora de prelación presupuestaria para su progresivo desarrollo. El 

incumplimiento de dichos mandatos constitucionales en caso de no ser juzgados idónea y 

eficazmente en la vía interna por el Tribunal Constitucional Plurinacional ( a través de la 

acción de inconstitucionalidad), claramente podrían ser justiciables el en SIDH porque con 

base a un entendimiento integral y sistemático del artículo 26 de la CADH con los preceptos 

constitucionales citados, se evidenciaría que el Estado incumplió con la prohibición de 

regresividad de los DESC, al aprobar asignaciones presupuestarias porcentualmente 

inferiores a otras gestiones, lo cual por supuesto implica que el Estado no está priorizando y 

atendiendo en la medida de los recursos disponibles, dichos derechos.  

Ahora bien, los ingresos económicos de un Estado pueden ser mayores o menores 

cada gestión según factores de su recaudación impositiva, matriz productiva, el mercado 

internacional y varios otros; sin embargo, la asignación porcentual sí es un factor 

válidamente medible para que pueda ser motivo de vigilancia referente a la adopción o no 

de progresivas políticas económicas internas destinadas a atender y proteger los DESC. En 

el entendido que Bolivia refleja en su norma suprema a través de sus dimensiones axiológica, 

dogmática y organizativa la disposición expresa de la prioridad financiera para la atención 

de esencialmente de la salud, educación, alimentación y vivienda, dicha prelación en primera 

instancia y con base a su vinculación sistemática con la progresividad consagrada en el 

artículo 13.I de la Constitución así como con el artículo 26 de la CADH, debe reflejarse justa 

y mínimamente en mantener un porcentaje asignado en la Ley del Presupuesto General del 

Estado con relación a la gestión anterior, evitando incurrir en una regresividad porcentual en 

la asignación de los recursos económicos de los que dispone el Estado.   

Es decir, la disminución de ingresos económicos del Estado no puede ser un factor 

válido que incida en la asignación presupuestaria en términos porcentuales, porque si bien 
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puede existir cuantitativamente menos recursos recaudados por el Estado y por ende menos 

presupuesto para la atención de los DESC; cualitativamente sí deben y pueden mantener su 

condición constitucional de prioridad financiera, a través de una asignación proporcional que 

porcentualmente no sea inferior con relación a una gestión anterior, como una condición  

imprescindible para resguardar la progresividad y vedar la regresividad en una medida 

legislativa como lo es la Ley del Presupuesto General del Estado.  

En conclusión, el artículo 26 de la CADH sí podría ser autónomamente justiciable por 

el incumplimiento de la progresividad y adopción de medidas internas por parte del Estado 

boliviano para la atención de los derechos a la salud, educación, alimentación y vivienda;  

los cuales en el texto constitucional boliviano los establece como prioridad financiera que 

debe reflejarse en la Ley del Presupuesto General del Estado, de la cual se deriva el 

precisamente el presupuesto asignado y luego el efectivamente ejecutado con base a la 

rendición de cuentas que los gobernantes deben realizar cada gestión.  

Por último, con el propósito de no incurrir solamente en razonamientos estrictamente 

teóricos que a momento de su aplicación puedan parecer inocuos por la realidad imperante 

en el SIDH, como ser la notable carga procesal que deriva en la resolución de muchos años 

de casos en la vía contenciosa e incluso también amistosa; es preciso señalar que no 

debería ser un óbice para lograr un criterio interamericano que permita sobre la base de una 

realidad local (Bolivia) en cuya Constitución establece de forma taxativa la prioridad 

presupuestaria de ciertos derechos sociales, obtener lineamientos que permitan a los 

gobernantes replantear sus roles en la democracia actual, vale decir, sujetarse al texto 

constitucional boliviano así como el artículo 26 de la CADH.  

En lo referente al plazo de seis meses, el Corte IDH podría generar una flexibilización 

excepcional considerando la compleja y trascendental importancia de la temática del 

presupuesto Estatal como la principal medida para la atención progresiva de los DESC 

conforme el artículo 26 de la Convención; esto en el entendido que, debido a la información 

de difícil acceso por su poca o nada didáctica política comunicacional del gobierno boliviano 

en materia presupuestaria durante décadas.  

Por otra parte, para prescindir de los seis meses como requisito de admisibilidad, el 

artículo 46 de la Convención Americana de Derechos Humanos, establece: 

“1. Para que una petición o comunicación presentada conforme a los artículos 44 ó 45 

sea admitida por la Comisión, se requerirá:  

a) Que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme 

a los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos;  
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b) Que sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha en que el 

presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva;  

c) Que la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de otro 

procedimiento de arreglo internacional, y  

d) Que en el caso del artículo 44 la petición contenga el nombre, la nacionalidad, la 

profesión, el domicilio y la firma de la persona o personas o del representante legal de 

la entidad que somete la petición.  

2. Las disposiciones de los incisos 1.a. y 1.b. del presente artículo no se aplicarán 

cuando:  

a) No exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal 

para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados;  

b) No se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los 

recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y  

c) Haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.” 

El plazo de seis meses como plazo máximo para acudir al SIDH, puede ser 

prescindido en los casos establecidos en el artículo 46.2 de la Convención. En tal sentido, 

es preciso analizarlos en torno al presente objeto de estudio para argumentar la posibilidad 

de denunciar la violación del artículo 26 de la CADH fuera del plazo de los seis meses: 

a) No exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal 
para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados: 

El artículo 44 de la CADH establece que cualquier persona o grupo de personas, o 

entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o más Estados miembros de la 

Organización, puede presentar a la Comisión peticiones que contengan denuncias o quejas 

de violación de esta Convención por un Estado parte. 

Una ley del presupuesto general del Estado, en el sistema jurídico boliviano, no 

podría ser enervada por la vía tutelar; siendo la única vía procedimental posible, una acción 

de inconstitucionalidad, la cual tiene su forma concreta y abstracta. Sin embargo, la acción 

de inconstitucionalidad concreta es procedente únicamente cuando existe la substanciación 

de un proceso administrativo o judicial cuya substanciación dependa de la compatibilidad 

constitucional de una o más normas sustantivas y/o procedimentales. En tal sentido, la 

aprobación y promulgación de una Ley del Presupuesto General del Estado no cumple ni 

subsume los requisitos de admisibilidad necesarios para la acción de inconstitucionalidad 

concreta, al tratarse de una ley general que organiza la distribución de recursos económicos 
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para todos los niveles estatales y no tienen -en teoría- una incidencia concreta y directa en 

los derechos de los ciudadanos34, y por lo tanto no podría ser interpuesta dicha acción. 

En cambio, la acción de inconstitucionalidad abstracta puede interponerse en 

cualquier momento sin necesidad de alegar un caso o motivo “concreto”, pudiendo 

circunscribirse a un análisis jurídico abstracto de incompatibilidad de una norma en contraste 

con la Constitución. Sin embargo, puede presentarse únicamente por la Presidenta o 

Presidente del Estado, miembros de la Asamblea Legislativa Plurinacional o de los Órganos 

Legislativos de las Entidades Territoriales Autónomas, las máximas autoridades ejecutivas 

de las Entidades Territoriales Autónomas, así como el Defensor del Pueblo. Por lo tanto, un 

ciudadano que no ejerza alguno de los cargos públicos señalados, no tiene la posibilidad 

procedimental y material de accionar de inconstitucionalidad la Ley del Presupuesto General 

del Estado en Bolivia. 

Por lo tanto, la legislación interna boliviana, al concebir la vía constitucional de control 

normativo como único procedimiento posible para cuestionar la constitucionalidad de la Ley 

del Presupuesto General del Estado; no permite a través de un debido proceso consonante 

con la protección judicial expedita y oportuna, reclamar a cualquier ciudadano la violación de 

los DESC por regresividad en las asignaciones presupuestarias del Estado mediante la 

referida ley promulgada cada año. 

En conclusión, no existe un recurso sencillo y rápido conforme lo dispone el artículo 

25 de la CADH, ni tampoco un procedimiento regido al debido proceso, mediante el cual uno 

o varios ciudadanos que evidencien la afectación de los DESC por regresividad en la Ley 

del Presupuesto General del Estado, puedan reclamar judicialmente la constitucionalidad de 

dicha norma.    

b) No se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos 
de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos: 

Conforme se expuso anteriormente, la jurisdicción interna boliviana en materia 

constitucional no contempla un procedimiento expedito para que cualquier ciudadano pueda 

cuestionar la constitucionalidad de la Ley del Presupuesto General del Estado.  

c) Haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos: 

Si bien este requisito está orientado a prescindir de los seis meses a partir de que se 

agotaron los recursos internos posibles, es posible hacer una consideración por su 

 
34 Es lógico que toda ley del Presupuesto General del Estado, sí incide en el ejercicio de los derechos de toda la 
ciudadanía, en mayor o menor medida; sin embargo, una argumentación más profunda al respecto, no sería 
suficiente a la taxativa configuración del Código Procesal Constitucional boliviano.   
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importante orientación referente a la retardación o mora judicial que existe en los Estados 

miembros; para el posible caso de que uno de los funcionarios públicos habilitados según la 

Constitución y Código Procesal Constitucional, activen el control normativo abstracto para el 

test de regresividad o no de una ley del Presupuesto General del Estado.  

En un hipotético caso que, por ejemplo, un senador o diputado denuncie la 

inconstitucionalidad vía acción abstracta, de la Ley del Presupuesto General del Estado, la 

mora judicial de uno año y más que existe en el Tribunal Constitucional Plurinacional podría 

considerarse un factor relevante para prescindir del agotamiento de los recursos internos. Si 

bien la justificación de la demora es por miles de causas pendientes de resolución que no 

son posible de ser atendidas logística ni humanamente por la escasez de recursos; es 

preciso resaltar que la Ley del Presupuesto General del Estado se aplica cada año, por lo 

tanto, mientras -hipotéticamente- se dilucidase su constitucionalidad, muy probablemente ya 

habría sido aplicada y ejecutada presupuestariamente, enervando lo efectos constitucionales 

tangibles y oportunos para la protección de la progresividad de los DESC. 
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CAPÍTULO IV.  DIAGNÓSTICO / RESULTADOS DE LAS ENTREVISTAS DIRIGIDAS A 
ABOGADOS EXPERTOS EN DERECHO CONSTITUCIONAL 

El objetivo de la entrevista estuvo orientado a recabar información doctrinaria sobre 

la viabilidad de declarar inconstitucionales leyes presupuestarias aprobadas por el órgano 

legislativo, que sean contrarias al principio de progresividad, valores y fines esenciales del 

Estado. En Anexo al final del presente trabajo, se presenta la estructura de la guía de 

entrevista aplicada. 

Las preguntas dirigidas a los expertos tenían primero, el objetivo de contextualizar 

en la realidad boliviana, la justiciabilidad o no, con sus matices, de los Derechos Económicos 

Sociales y Culturales; para posteriormente responder si una ley que aprueba el presupuesto 

general del Estado, puede o no ser sometida a un juicio de constitucionalidad.  

Con referencia a la justiciabilidad de los Derechos Económicos Sociales y Culturales, 

los expertos coincidieron que sí pueden ser tutelados, señalando los siguientes ejemplos: 1) 
La existencia de frondosa jurisprudencia constitucional referente a la estabilidad laboral de 

trabajadores, destacando la primera resolución de unificación doctrinal por parte del TCP; 2) 
Sentencias constitucionales que ordenan la otorgación de prestaciones a personas con VIH 

– SIDA, que representan casos de tutela directa de esta clase de derechos; 3) Sentencias 

constitucionales que garantizan el derecho de acceso al agua, principalmente a través de la 

otorgación de la tutela por actos de hecho que vulneran el acceso a dicho líquido elemento; 

4) Sentencias constitucionales que vedan la restricción del derecho a la libertad de personas 

por deudas de servicios médicos, así como la garantía de toda persona, de elegir el 

profesional médico y lugar donde pretenda atenderse médicamente.   

En derecho constitucional comparado se conocen a las sentencias estructurales, que 

tuvieron su origen en el contexto latinoamericano, en Colombia; en dichas sentencias con 

base a un análisis del estado de cosas inconstitucional, la Corte Constitucional de aquel 

país, emitió criterios rectores para reparar vulneraciones permanentes y masivas de 

derechos fundamentales, disponiendo que el Estado adopte las medidas políticas y 

económicas necesarias para reparar y evitar futuras vulneraciones a los DESC.  

En Bolivia, de momento, no existen sentencias constitucionales con dichas 

características que puedan significar un avance estructural en la protección masiva de 

DESC.  

Ahora bien, con referencia a si el TCP podría ingresar a analizar la constitucionalidad 

de leyes presupuestarias aprobadas, contestaron que sí era posible su análisis de 

constitucionalidad, pero esto resultaría de complejo análisis, por los siguientes motivos: 1) 
Podría implicar riesgos de invasión de competencias enteramente políticas del Órgano 
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Ejecutivo y Legislativo, respectivamente, pudiendo generarse una tensión considerable aún 

así cuando el TCP contenga fundamentos constitucionalmente sólidos. 2) Qué criterios de 

medición a través de datos estadísticos fiables podrían ser un factor de análisis para 

considerar la existencia de regresividad o no en las asignaciones presupuestarias de los 

DESC. 

Sin embargo, con diversos criterios, coincidieron que sí es importante que el Estado, 

máxime por lo sucedido por la pandemia del COVID – 19 el año 2020 y siguientes, debe 

realizar priorizaciones presupuestarias para potenciar la atención y desarrollo del derecho a 

la salud, educación, vivienda y seguridad alimentaria, así establecidos por los artículos 37, 

77.I y 321.II de la C.P.E.; ya sea a través de una primera instancia como los órganos ejecutivo 

y legislativo en el ejercicio de sus atribuciones conferidas en la Constitución, a través de 

sentencias estructurales emitidas por el órgano judicial, o también con las complicaciones 

que podría involucrar, el análisis de constitucionalidad de las leyes que aprueban el 

presupuesto general del Estado.   

EXPERTOS ENTREVISTADOS: 

NOMBRE FORMACIÓN Y TRAYECTORIA 

Iván Arandia  Licenciado en Derecho, Ciencias Políticas 

y Sociales, Máster en Ciencias Políticas, 

Máster en Administración de Justicia y 

Doctor en Gobierno y Administración 

Pública. Consultor para varias entidades 

tanto nacionales como extranjeras en 

temas de Reformas del Estado y Reforma 

Judicial en particular, además de Profesor 

Universitario de Pre Grado y Post Grado. 

Rafael Subieta Licenciado en Ciencias Jurídicas y Políticas 

por la Universidad Mayor de San Simón, 

Magíster en Derecho Internacional de 

Derechos Humanos por la Universidad de 

Essex (Gran Bretaña) 

Sebastián Paz Licenciado en Ciencias Jurídicas y Políticas 

por la Universidad Simón I Patiño, Magíster 

titulado en Derecho Constitucional y 
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Procesal Constitucional por la Universidad 

Mayor de San Simón. Actualmente 

abogado y consultor externo de empresas 

estatales. 

Christian Viruez Magíster en Derecho Constitucional y 

Derechos Humanos, Docente posgrado en 

Universidad La Salle, Universidad 

Salesiana de Bolivia, Universidad Siglo XX 

, Universidad Andina Simón Bolívar, 

Universidad UNANDES. 

Nota: Elaboración propia. 
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CAPÍTULO V.  PROPUESTA DE SUBREGLAS PARA DECLARAR LA 
INCONSTITUCIONALIDAD DE LEYES QUE APRUEBAN EL PRESUPUESTO 
GENERAL DEL ESTADO QUE NO CUMPLAN CON LO ESTABLECIDO EN LOS 
ARTÍCULOS 37, 77.I Y 321.II DE LA CONSTITUCIÓN BOLIVIANA 

5.1 Justificación de la Propuesta 

La Constitución, tiene una naturaleza esencialmente política, que no es una norma 

jurídica más sino en su mayor parte una norma cualitativamente distinta de las demás leyes. 

Circunstancia agravada por el hecho de que sus cuestiones más importantes no se 

resolvieron de manera expresa, sino que, a falta de consenso, se pospusieron a una ley 

posterior para cuando las voluntades políticas, con el paso del tiempo y la maduración 

democrática, se hubieran clarificado. Una “Constitución abierta” en otras palabras que 

permite decisiones políticas diferentes desde el liberalismo económico más extremo hasta 

el intervencionismo más riguroso, desde el cuasi – federalismo hasta un Estado cuasi-

unitario con islotes autonómicos. Y de esta forma ha terminado sucediendo lo que tenía que 

pasar, a saber, que han surgido cuestiones que no tienen una solución jurídica determinada 

dentro de una Constitución abierta, sino que pueden – y deben- resolverse con criterios 

políticos, por mucho que esto desconcierte a los abogados y profesores. (Lasalle, 2012, p. 

171) 

El desarrollo masivo y estructural de los DESC dependen de las asignaciones 

presupuestarias, sin embargo, están sujetas a una discrecional voluntad política por parte 

de los órganos ejecutivo y legislativo; y con base a las evidencias de las últimas asignaciones 

presupuestarias del Estado boliviano, estas no se someten a lo expresamente establecido 

en los artículos 37, 77.I y 321.II de la Constitución boliviana, porque existieron reducciones 

presupuestarias del gasto de capital. Por lo tanto, se hace imperante proponer a través de 

una acción de inconstitucionalidad, un trayecto y fundamento idóneo -que no quebrante el 

equilibrio de los órganos de poder-, el cual evite mayores márgenes de discrecionalidad que 

violen la Constitución, e incumplan el deber de promover la progresividad de los DESC, 

principalmente los derechos a la salud, educación, alimentación y vivienda, expresamente 

catalogados como prioritarios para la política fiscal.   

Conforme lo evidencia el artículo 158.I inc. 11), el presidente del Estado tiene el poder 

constitucional de imponer el presupuesto general del Estado, porque el proyecto de ley que 

se elabore a través del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, en caso de no aprobarse 

por la Asamblea Legislativa en el plazo de 60 días, ipso iure el proyecto es aprobado y 

consolidado, y por ende de cumplimiento obligatorio. En este entendido, el Órgano Ejecutivo 

tiene el imperio y monopolio de imposición de la política fiscal que distribuye los recursos 
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públicos a todos los órganos de poder y entidades estatales, lo cual genera un peligroso 

margen de discrecionalidad que puede socavar la independencia de los órganos de poder y 

funcionalidad materialmente tangible del Estado y sus instituciones, en tal sentido, el único 

límite constitucionalmente expreso, está establecido en el artículo 321.II de la Constitución, 

concordante con los artículos 37, 77.I y también el propio artículo 13.I, los cuales 

explícitamente consagran la primaria responsabilidad financiera para la potenciación de la 

salud, educación, alimentación y vivienda.  

En lo referente a las sentencias estructurales, en Bolivia, el Tribunal Constitucional 

Plurinacional todavía no ha emitido criterios jurisprudenciales que se asemejen a ese tipo de 

resoluciones constitucionales; las cuales son importantes líneas rectoras y evidencias de 

cómo en otros Estados, el Órgano Judicial ha intervenido en las políticas públicas diseñadas 

por los Órganos Ejecutivo y/o Legislativo respectivamente, ante circunstancias de 

vulneraciones masivas y permanentes de los DESC de grupos principalmente en situación 

de vulnerabilidad.  

Sin embargo, las sentencias estructurales, si bien representan un avance significativo 

tendiente a la directa justiciabilidad de los DESC influyendo en políticas públicas y el destino 

de recursos para su atención; muchas veces, pese al seguimiento de su cumplimiento, estas 

pueden ser ralentizadas o postergadas de su materialización por otros factores, tales como 

los cumplimientos pendientes de otras sentencias estructurales que tutelan y hacen 

seguimiento a otros DESC de otros grupos o casos concretos. En cambio, una incidencia 

directa en el diseño y aprobación del presupuesto general del Estado constitucionalmente 

establecido con directrices de prioridad y responsabilidad financiera, sí pueden implicar una 

mayor incidencia material y tangible en procura del resguardo, protección y progresividad de 

los DESC. 

5.2 Fundamentos de la Propuesta 

Desde la concepción de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y 

posteriores tratados mundiales y regionales, los Estados miembros, así como incluso los 

signatarios35 , han asumido en el marco de la Convención de Viena, de cumplir con sus 

mandatos de carácter social establecidos.  

Gran parte de la Constituciones modernas, en mayor o menor medida según su 

propia identidad  constitucional, han consagrado ya sea como fines y funciones esenciales, 

principios, valores, derechos, o en su estructura organizativa, el desarrollo progresivo de los 

 
35 Estado “signatario" es aquel que ha firmado un tratado internacional, pero aún no lo ha ratificado o no se ha 
adherido a él. Implica que ha expresado su intención de comprometerse con los términos del tratado, pero no ha 
completado los pasos legales necesarios para que el tratado sea vinculante. 
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DESC, lo cual es concordante con los Tratados y Convenios Internacionales desde sus 

inicios, los cuales exigen a los Estados garantizar derechos económicos sociales y culturales 

de sus habitantes, mediante acciones materialmente evidentes, tangibles y factibles de ser 

motivo de seguimiento y vigilancia por organismos internacionales.  

Conforme se analiza durante el presente estudio, los DESC todavía tienen 

asignaturas pendientes para su evolución y aplicación pragmática, con base a sus diversos 

mecanismos de posible acceso a su justiciabilidad tanto a nivel interamericano como Estatal; 

y que, en el caso de Bolivia, por ahora se materializa a través solamente de acciones 

tutelares a petición de las personas y grupos que requieran amparar subjetivamente sus 

derechos. 

Las posturas doctrinarias y jurisprudenciales de la Corte I.D.H. sobre el carácter 

programático-progresivo de los DESC, o su directa justiciabilidad, no restringen formas de 

replantear su monitoreo así como su cumplimiento; es decir, recurrir a mecanismos 

democráticos que garanticen su progresividad y amparo con base a las estructuras político-

jurídicas ya consagradas en cada Constitución de los Estados miembros, como el caso 

boliviano a través de su sistema de control concentrado de constitucionalidad, y sus 

explícitas disposiciones de los artículos 37, 77.I, 321.II que deben ser de cumplimiento 

obligatorio.        

Es pertinente precisar que, la directa aplicabilidad de todos los derechos 

fundamentales consagrada en el art. 109.1 de la Constitución boliviana, implica un cambio 

esencial en el rol de las autoridades administrativas y jurisdiccionales, ya que estas deben 

aplicar y por ende garantizar la eficacia máxima de los derechos fundamentales y la 

aplicación directa del contenido dogmático inserto en el bloque de constitucionalidad, para 

lo cual, deben utilizar un criterio esencial de interpretación denominado interpretación “desde 

y conforme al bloque de constitucionalidad”; en tal sentido, en caso de existir una ley expresa 

–sea esta formal o material-36 , deben velar porque el tenor literal de la norma esté conforme 

con el contenido material de la parte dogmática de la Constitución y del Bloque de 

Constitucionalidad, caso contrario, debe dar una interpretación acorde con la Constitución y 

el Bloque de Constitucionalidad.(Sauma, s.f., 2020) 

En el caso boliviano, que cuenta con una Constitución con un amplio contenido 

normativo en sus dimensiones no solo dogmática, sino también organizacional y político-

económica; con meridiana claridad en sus artículos 37, 77.I y 321.II se determina que las 

 
36 La ley formal, es aquella que en su fuente emana del órgano representativo popular como ser el Congreso, 
Parlamento, o una Asamblea Legislativa; por el contrario, la ley material es aquella que no tiene como fuente este 
órgano, pero que tiene una característica particular: ser norma de carácter general. 
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prioridades del Estado deben ser la atención a salud, educación alimentación y vivienda, 

respectivamente, cuyo cumplimiento es obligatorio para sus Órganos de poder competentes; 

y, en caso de no ser acatadas, las leyes que las regulen -para este caso el presupuesto 

general del Estado- pueden y deben ser sujetas a juicio de constitucionalidad por el Tribunal 

Constitucional Plurinacional, como máximo garante del cumplimiento de la norma suprema.   

Objetivo de la Propuesta 

Si bien toda ley cualquiera sea su naturaleza puede ser sujeta a juicio de 

constitucionalidad; si el Tribunal Constitucional Plurinacional ingresa sin premisas 

preestablecidas, a cuestionar y decidir la constitucionalidad de las asignaciones político – 

económicas insertas en la Ley del Presupuesto General del Estado, de forma inminente 

podrían generarse tensiones que puedan generar -por parte de algunos- denuncias por el 

riesgo de ruptura del equilibrio de los órganos de poder, y la irrupción judicial a competencias 

aparente y exclusivamente políticas de los órganos ejecutivo y legislativo.  

Sin embargo, ante dicha circunstancia, el presente trabajo tiene el objetivo de 

proponer subreglas que posibiliten el análisis de constitucionalidad de leyes presupuestarias, 

con base a los límites que la Constitución establece, para evitar cualquier margen de 

discrecionalidad arbitraria que peligre el equilibrio de los Órganos de Poder.   

5.3 Metas – Resultados propuestos 

La meta esencial del presente trabajo, es que pueda analizarse como una posibilidad 

materialmente viable con base a los mandatos expresos de la Constitución, de efectuar un 

test de constitucionalidad a las leyes que aprueban el presupuesto general del Estado, que 

no se sometan a lo establecido en el art. 37, 77.I y 321.II de la C.P.E., es decir, definan 

asignaciones que no prioricen y potencien los DESC, esencialmente el derecho a la salud, 

educación, alimentación y vivienda, así consagrados como ejes orientadores para la política 

fiscal del Estado Social37.  

5.4 Estructuras – componentes de la propuesta / cómo aplicar la propuesta 

Sujetos – Materiales: 

Proponiéndose una acción de inconstitucionalidad abstracta38, los fundamentos del 

presente trabajo pueden plantearse a través de dicho mecanismo jurisdiccional, por las 

 
37 El artículo 1° de la Constitución boliviana al igual que el texto constitucional de 1967, establece a Bolivia como 
un Estado Social.  
38 De conformidad a la estructura procesal constitucional de Bolivia, no es posible una acción concreta de 
inconstitucionalidad, porque la misma solamente se activa en la substanciación de un proceso administrativo o 
judicial cuyo resultado esté supeditado a la constitucionalidad o no de una norma. Sin embargo, no podrá 
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personas señaladas en el artículo 74 del Código Procesal Constitucional boliviano: cualquier 

miembro de la Asamblea Legislativa Plurinacional o de los Órganos Legislativos de las 

Entidades Territoriales Autónomas, las máximas autoridades ejecutivas de las Entidades 

Territoriales Autónomas, así como la Defensora o el Defensor del Pueblo. La Presidenta o 

Presidente del Estado Plurinacional si bien también está investido de la legitimidad activa, 

resulta poco probable lógicamente que impugne la constitucionalidad de una ley que haya 

sido generado desde el propio Órgano Ejecutivo.  

El preámbulo de la Constitución del Estado Plurinacional de Bolivia manifiesta que, 

desde la profundidad de la historia, las luchas del pasado, en la sublevación indígena 

anticolonial, en la independencia, en las luchas populares de liberación, en las marchas 

indígenas, sociales y sindicales, en las guerras del agua y de octubre, en las luchas por la 

tierra y territorio, y con la memoria de los mártires, se construyó un nuevo Estado. Se define 

como un Estado basado en el respeto e igualdad entre todos, con principios de soberanía, 

dignidad, complementariedad, solidaridad, armonía y equidad en la distribución y 

redistribución del producto social, donde predomine la búsqueda del vivir bien; con respeto 

a la pluralidad económica, social, jurídica, política y cultural de los habitantes de esta tierra; 

en convivencia colectiva con acceso al agua, trabajo, educación, salud y vivienda para todos. 

Sobre esos cimientos históricos, las incumplidas reivindicaciones sociales han 

generado el detrimento de la progresividad y respeto de los Derechos Económicos Sociales 

y Culturales, principalmente el acceso al agua, trabajo, educación, salud, alimentación y 

vivienda; cuyo desarrollo está transversalmente conectado y es interdependiente con el 

derecho a la vida, a la dignidad, igualdad, como ejes rectores de una cosmovisión sostenida 

con lazos de solidaridad, transparencia, equidad, tolerancia. La historia y conciencia de 

identificación de los orígenes y realidades a lo largo de siglos, impelen replantear una 

concepción clásica del Estado, cuya creación con propósitos de monopolizar el ejercicio del 

poder para mantener el orden de una civilización y coexistencia pacífica entre seres 

humanos, ya no abastecen ante la nueva concepción de principios y valores, orientados a 

un pacto social con un poder denominado como Estado, cuyo fin esencial es preservar la 

armonía y paz social con base al desarrollo de los derechos y brindando condiciones de vida 

dignas a todos sus habitantes sin discriminación, a través de una racional política fiscal 

sostenible que permita una distribución de los recursos financieros priorizando la vigencia 

material de todos los derechos.  

 
soslayarse su análisis a futuro para su interposición ante una ley de interés ciudadano general como lo es el 
presupuesto general del Estado.  
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En tal sentido, el artículo 9 de la Constitución boliviana, determina que son fines y 

funciones esenciales del Estado, además de los que establece la Constitución y la ley, 

constituir una sociedad justa y armoniosa, sin discriminación, con plena justicia social, 

garantizar el bienestar, el desarrollo, la seguridad y la protección e igual dignidad de las 

personas, el cumplimiento de los principios, valores, derechos y deberes reconocidos y 

consagrados en esta Constitución, el acceso de las personas a la educación, a la salud y al 

trabajo. Por lo tanto, desde la nueva concepción de la razón de ser del Estado, la finalidad 

que delimita su existencia y brinda legitimidad al pacto social para su funcionamiento, es 

cumplir con los mandatos constitucionales aprobados vía referéndum popular por la 

ciudadanía boliviana, mediante el ejercicio pasajero del poder por parte de los gobernantes 

electos.  

Con base al núcleo esencial del ser y fin del Estado, los artículos 37, 77.I y 321.II 

consagran en la parte dogmática y orgánica de la Constitución, respectivamente, como 

prioridad financiera la potenciación y atención de los derechos a la salud, educación, 

alimentación y vivienda; lo cual reviste de más relevancia constitucional la elaboración de la 

política fiscal por parte del Estado para la atención de los DESC. Ambos mandatos 

constitucionales, deben ser armonizados e integrados con lo establecido en el artículo 109.I 

referente a la directa justiciabilidad de los derechos, y el artículo 13.I que los concibe como 

inviolables, universales, interdependientes, indivisibles y progresivos; y que es deber del 

Estado: promoverlos, protegerlos y respetarlos. 

Concordante a lo anterior sobre la base de la congruencia de la redacción del texto 

constitucional, en la cuarta parte referente a la estructura y organización económica del 

estado, emerge el Artículo 306.I que manifiesta: El modelo económico boliviano es plural y 

está orientado a mejorar la calidad de vida y el vivir bien de todas las bolivianas y los 

bolivianos. 

Por su parte, el artículo 316 inc.7), consagra que: La función del Estado en la 

economía consiste en Promover políticas de distribución equitativa de la riqueza y de los 

recursos económicos del país, con el objeto de evitar la desigualdad, la exclusión social y 

económica, y erradicar la pobreza en sus múltiples dimensiones. 

En el capítulo tercero de Políticas Económicas, el artículo 321.II, manifiesta que las 

asignaciones presupuestarias atenderán especialmente a educación, salud, alimentación, 

vivienda y el desarrollo productivo.   

De lo expuesto, se entiende que, el Estado Social, desde la nueva cosmovisión de la 

Constitución del año 2009, desde su preámbulo, así como en su parte axiológica, dogmática 

y organizativa, tienen un eje vertical que transversalmente relaciona congruentemente el 
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texto constitucional, para promover, proteger y respetar los Derechos Económicos Sociales 

y Culturales, principalmente a la educación, salud, alimentación y vivienda. 

Con base a lo expuesto, una ley que aprueba el presupuesto general del Estado no 

puede estar abstraída del eje transversal de la promoción, protección y respeto de los DESC; 

materialmente comprobada a través del test de constitucionalidad, con una tangible prioridad 

financiera manifestada a momento de planificar la distribución de los recursos económicos 

del Estado en favor esencialmente de los derechos a la salud, educación, vivienda y 

alimentación.  

Por lo tanto, la ley del presupuesto general del Estado no puede ser abstraída de las 

siguientes subreglas emergentes de una integración axiológica, dogmática y orgánica de la 

Constitución:  

1) El porcentaje de mayor asignación presupuestaria referente a la atención de 

derechos, debe estar destinado a salud, educación, alimentación y vivienda. Esto no 

implica la regresión o desatención total o parcial de otros derechos económicos 

sociales y culturales consagrados en la Constitución y los Tratados y Convenios 

Internacionales que forman parte del bloque de constitucionalidad. Estos ítems 

solamente pueden ser equivalentes al ítem de desarrollo productivo, entendido como 

parte fundamental de una política económica de Estado que permite asegurar 

ingresos futuros y la sostenibilidad financiera de sus demás obligaciones.  

2) El porcentaje destinado a salud, educación, alimentación y vivienda, con relación a 

un presupuesto general del Estado de la gestión anterior, solamente puede ser 

porcentualmente inferior en caso de tener el propósito de asignar recursos a otro u 

otros derechos contemplados en los artículos 16, 37, 77.I, y 321.II. De lo contrario, se 

concebirá una expresa regresividad vedada por el artículo 13.I de la Constitución y el 

artículo 26 de la CADH, entendiéndose adicionalmente la vulneración de esta última 

disposición convencional, porque el Estado no estaría destinando los recursos 

disponibles y posibles para la atención de estos derechos considerados prioritarios 

por la normal local, es decir, la Constitución.   

3) La reducción del porcentaje de uno de los derechos contemplados en los artículos 

16, 37, 77.I, y 321.II o de cualquier otro DESC; puede concebirse válido y no regresivo 

cuando de manera temporal y por motivos de emergencia, deba priorizarse la atención 

de necesidades impostergables derivadas de calamidades públicas, conmoción 

interna o del agotamiento de recursos destinados a mantener servicios cuya 

paralización causaría graves e irreparables daños a otros derechos y al orden 

constitucional. Esto, siempre y cuándo otros ítems presupuestarios que no sean 
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desarrollo productivo hayan sido previamente disminuidos a su mínima y necesaria 

expresión.  

La emergencia debe ser invocada con base al artículo 172.24 de la Constitución 

boliviana en la cual establece como atribución de la Presidenta o del Presidente del 

Estado, presentar proyectos de ley de urgencia económica, para su consideración por 

la Asamblea Legislativa Plurinacional, que deberá tratarlos con prioridad. 

Esas subreglas son la propuesta concreta para el test de constitucionalidad de leyes 

que aprueban el presupuesto general del Estado, y que las mismas se sometan siempre a 

lo establecido en los artículos 16, 37, 77.I y 321.II de la Constitución boliviana.  
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CONCLUSIONES 

El sufragio universal como una conquista crucial de la humanidad y vigente en los 

actuales Estados Constitucionales de Derecho, ha sido tergiversado por los gobernantes en 

el pasajero ejercicio del poder y en complicidad de un sistema mecánicamente activo pero 

crítica y cualitativamente inerte. Esta distorsión se evidencia cuando entienden que dicho 

ejercicio ciudadano, otorga discrecionalidad para el manejo institucional del Estado, e 

incumplen de diversas formas los mandatos constitucionales, erigidos sobre una norma 

suprema que se basa también en la magna voluntad popular que pactó las reglas esenciales 

de convivencia política, social, económica, judicial y cultural. Una forma clara de 

incumplimiento de la Constitución es la aprobación y promulgación formal de leyes con cierto 

halo de legitimidad desde su espectro formal-procedimental, pero que no podrían 

mantenerse vigentes después de un riguroso test constitucional axiológico, dogmático y 

orgánico.  

Cuando un gobernante incumple sus promesas electorales y defrauda las 

expectativas de la población por una gestión deficiente, es censurado por la opinión pública, 

e incluso puede ser sometido a referéndum revocatorio como un mecanismo electoral 

establecido en la Constitución boliviana para acortar el período de mandato de servidores 

públicos electos; sin embargo, la programación y manejo de los recursos económicos así 

como la ejecución presupuestaria, no son sometidos a la justicia ordinaria o juicio de 

responsabilidades de ser el caso, salvo que sean cometidos ilícitos tipificados en el código 

penal (delitos de corrupción usualmente) o infracciones administrativas con consecuente 

daño económico al Estado. Por ejemplo, el delito de malversación que está catalogado entre 

los delitos de corrupción es cometido cuando se destinan recursos para otro fin que no fue 

el previamente programado y establecido, sin embargo, no existe la comisión de ningún 

delito cuando la planificación y distribución económica no cumple con mandatos 

constitucionales, específicamente los artículos 37, 77.I y 321.II de la Constitución boliviana.  

El texto constitucional boliviano que es de avanzada y elogiado no solo por su amplio, 

sino también cualificado contenido de pluralidad y potenciación de derechos fundamentales, 

vislumbra las directrices para los gobernantes y gobernados con el propósito de una 

convivencia regida sobre ciertos valores, como el ama qhilla, ama llulla, ama suwa (no seas 

flojo, no seas mentiroso ni seas ladrón), suma qamaña (vivir bien), ñandereko (vida 

armoniosa), teko kavi (vida buena), qhapaj ñan (camino o vida noble), así como el de justicia 

social, distribución y redistribución de los productos y bienes sociales, para vivir bien. 

En tal sentido, estos valores son todavía más imprescindibles de entenderlos y 

aplicarlos por parte de todo funcionario público electo o designado; porque uno de los fines 
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y funciones esenciales del Estado boliviano conforme el artículo 9°, es el de precisamente 

garantizar el cumplimiento de los principios, valores, derechos y deberes reconocidos y 

consagrados en la Constitución, así como garantizar el acceso de las personas a la 

educación, a la salud y al trabajo. Dichos fines demarcan uno de los propósitos de existencia 

y vigencia del Estado como ente político-jurídico; por lo tanto, estos, al no cumplirse de forma 

progresiva y sostenida, se genera una falencia neurálgica y deslegitimación de dicho ente, 

así como del régimen democrático que lo sostiene.  

El artículo 55 de los principios de Limburgo sobre la Aplicación del Pacto Internacional 

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, define a la democracia como una sociedad 

que reconoce y respeta los derechos previstos en la Carta de las Naciones Unidas y la 

Declaración Universal de Derechos Humanos. Por lo tanto, ante décadas de avance 

internacional en materia de Derechos Humanos mediante la celebración de pactos, se infiere 

por supuesto que también el cumplimiento de la Convención Americana de Derechos 

Humanos y esencialmente su artículo 26, se constituye en una labor destinada a preservar 

la democracia de todo Estado, es decir, que dicho ente asuma medidas económicas y 

técnicas para lograr en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros 

medios apropiados, la progresiva efectividad de los DESC. 

Con base a los datos obtenidos de fuentes oficiales del Estado boliviano, se evidencia 

que el presupuesto general del Estado en sus planificaciones y ejecuciones presupuestarias, 

desde la gestión 2015, ha tenido notables regresiones en la asignación presupuestaria para 

salud, educación y vivienda, además de no existir ninguna asignación para el derecho a la 

alimentación desde una perspectiva prestacional directamente destinada a atender sectores 

más vulnerables, tales como un programa de desayuno escolar, vigente actualmente en 

varios municipios de Bolivia para niños y adolescentes que estudian en centros educativos 

fiscales.  

Ahora bien, la reducción en la asignación de recursos dispuesta en la Ley del 

Presupuesto General del Estado implica una regresión de los DESC, porque dicha 

regresividad como también la progresividad, deben ser medibles y sustentables a través de 

hechos tangibles en el sistema constitucional de cualquier Estado. Considerando la premisa 

normativa interamericana que obliga disponer de los recursos disponibles por la vía 

legislativa y otros medios apropiados conforme lo establece el artículo 26 de la CADH, es 

claro que la misma no puede tenerse por cumplida si es que en cada gestión de la Ley del 

Presupuesto General del Estado existen reducciones porcentuales de los recursos 

asignados para la atención de los DESC, particularmente de los derechos a la salud, 

educación, vivienda y alimentación, los cuales están taxativamente resaltados como 
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prioritarios y primaria responsabilidad financiera del Estado boliviano según lo dispone su 

Constitución.   

Nótese que, la prioridad consagrada en la Constitución boliviana y la progresividad 

también contemplada en el texto constitucional, así como el artículo 26 de la CADH, no son 

principios excluyentes, sino más bien componentes de una misma ecuación. La 

progresividad se entiende como avance, mejora, incremento, logro estratificado de metas u 

objetivos tangibles; y con base a este, entiéndase a la prioridad como una prelación de unos 

derechos (salud, educación, vivienda y alimentación) por sobre otros ítems presupuestarios, 

e incluso por sobre otros derechos económicos, sociales y culturales, sin que, respecto a 

estos últimos, les sea permitido de alguna forma su desatención ni regresividad en su 

planificación presupuestaria de cada gestión. 

El Tribunal Constitucional Plurinacional, como el árbitro que tiene la última respuesta 

para validar o no toda acción u omisión de los órganos de poder del Estado, así como de 

toda institución pública y también de personas naturales y jurídicas; no puede quedar 

relegado o abstraído de la revisión de políticas públicas. Dicha premisa cuando menos, 

genera críticas basadas en el siempre latente el riesgo de una usurpación de poderes y que 

el Tribunal Constitucional comience a definir el contenido de atribuciones que son de 

exclusivo ejercicio de cada uno de los cuatro órganos de poder vigentes. Sin embargo, el 

sistema constitucional vigente no determina que existan materias o temáticas que no están 

dentro del radar del árbitro Constitucional, lo cual es lógico, porque si el Estado se sustenta 

en sus elementos de población, territorio y poder con base a una norma suprema, y esta 

como reflejo del pacto social magno de los habitantes que se someten a su imperio, decidió 

que exista un Tribunal o Corte especializada que responda únicamente al texto 

constitucional. Ahora bien, es claro que siempre existirán amplios márgenes de 

interpretación porque el texto constitucional no puede abarcar la especificidad de los 

múltiples probables casos de riguroso y difícil análisis.  

El Derecho a la Familia, por ejemplo, no contempla que la edad de una pareja es un 

factor determinante para la adopción de niños o adolescentes de determinada edad, o la 

posibilidad de que matrimonios de personas del mismo sexo puedan adoptar a menores de 

edad cumpliendo los mismos requisitos que matrimonios heterosexuales. El Tribunal 

Constitucional no podría emitir criterio al respecto, porque dichas formas y procedimiento 

necesariamente deberían ser regulados previamente por una ley del órgano legislativo -en 

resguardo del principio de legalidad-, para normar dichos criterios. Ahora bien, emitida la ley, 

en caso de existir un ciudadano o grupos que se consideren afectados por la misma, pueden 

acudir al Tribunal Constitucional para accionar su inconstitucionalidad, y cuyos argumentos 
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deben ser sometidos a un test integral con base a los ejes rectores de la interpretación 

constitucional. 

Lo mismo sucede en el caso del presupuesto general del Estado, el Tribunal 

Constitucional jamás podría asumir la facultad del presidente de diseñar el presupuesto 

general, y mucho menos obligar de ser aprobado por la Asamblea Legislativa Plurinacional; 

pero sí puede ejercer su labor de árbitro constitucional para efectuar el test constitucional de 

si esta norma que distribuye los recursos económicos para el funcionamiento del Estado, se 

sujeta o no a los mandatos establecidos en los artículos 16, 37, 77.I y 321.II de la norma 

suprema.  

Todos los derechos cuestan, como ya lo sostenían Sunstein y Holmes; es decir, no 

bastan normas cuyos contenidos sean amplios y favorables para los derechos, porque si no 

existen los recursos necesarios para su desarrollo y protección de forma sostenida, no será 

eficaz ni materialmente atendido ningún derecho. Por cierto, esta premisa es aplicable para 

cualquier tipo de derecho; verbigracia, un Estado en el que sus normas en diversas materias 

disponen leyes para proteger el debido proceso en su vertiente de protección judicial pronta 

y oportuna, son inaplicables por no disponerse de los recursos necesarios para suficiente 

infraestructura, logística y recursos humanos del Órgano Judicial, que, por cierto, en Bolivia 

tiene presencia en menos de la mitad de los 343 municipios, y tampoco cuenta con las 

condiciones necesarias para zonas urbanas y periurbanas de alta densidad poblacional. 

Cualquier política de Estado orientada a proteger y desarrollar cualquier derecho, no puede 

ser posible sin una razonable asignación de un presupuesto acorde a la realidad de cada 

región. Otro ejemplo, mujeres y niños víctimas de violencia que cuentan con leyes y normas 

de amplio espectro de protección, pero que, al momento de ponerlos a buen resguardo para 

proteger su integridad física y emocional, la policía y otras instituciones no cuentan con 

infraestructura y recursos humanos adecuados, los cuales les permitan en -condiciones 

dignas- proseguir sus respectivos proyectos de vida, entre tanto el Órgano Judicial 

(colapsado) pueda brindar un desenlace oportuno. Cabe complejizar aún más ese cotidiano 

y lamentable escenario: si el progenitor agresor es el único proveedor de la familia sometida 

a hechos de violencia, y éste es cautelado con detención preventiva o remotamente 

condenado culpable con calidad de cosa juzgada, ¿cuál será el futuro de la manutención y 

desarrollo del proyecto de vida digno de la progenitora e hijos?, ¿existen programas de 

empleo que estén ligados a incentivos tributarios para que empleadores consideren contratar 

víctimas de violencia que necesiten generar ingresos para sus familias? El propósito de 

analizar la realidad es demostrar que la voluntad estatal para precautelar y promover el 

desarrollo de cualquier derecho nunca será integral ni suficiente si es que no tiene un 

presupuesto razonablemente asignado. Toda norma, más aún en materia de derechos 
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humanos, sin los recursos materiales que garanticen su cumplimiento; se constituye en 

demagogia jurídica que deriva en la anomia social y constitucional, es decir, un deterioro y 

riesgo para la democracia.  

Retornando a los derechos declarados como prioritarios y de primaria 

responsabilidad financiera del Estado conforme lo establecen los artículos 16, 37, 77.I y 

321.II de la norma suprema; estos con base a la directa aplicabilidad consagrada artículo 

109, siempre pueden y deben ser invocados para el test de constitucionalidad de la ley del 

presupuesto general del Estado y la distribución de los recursos. Afirmar lo contrario, sería 

reconocer que: 1) El Estado Convencional y Constitucional de Derecho tiene una zona de 

penumbra y consecuente impunidad ante el incumplimiento de la Constitución y su bloque 

de constitucionalidad; entendiendo que el diseño presupuestario es un punto ciego del 

sistema, y que es permisible la regresividad ciertos derechos, (porque el presidente o 

asamblea legislativa así lo decidan) pese a estar vedada por la CADH y omitir la prioridad 

de atención de ciertos derechos sociales conforme manda la Constitución. 2) Según las 

convicciones y principios político-ideológicos de los gobernantes de turno (presidente y 

legisladores), pueden orientar la distribución de los recursos a través de la Ley del 

Presupuesto General del Estado, sin ningún límite ni marco sometido a la Constitución, 

desconociendo la naturaleza político-jurídica de esta norma suprema como límite al ejercicio 

del poder y por ende de cumplimiento obligatorio para preservar la democracia en su 

diferentes vertientes, como la de la protección y desarrollo de los derechos y garantías 

fundamentales. 3) El principio de separación de los órganos de poder, no tiene un eje 

transversal de plena interconectividad y equilibrio institucional con base al texto 

constitucional; es decir, existirían facultades o atribuciones a ser ejercidas sin que ningún 

otro órgano de poder o entidad (Tribunal o Corte Constitucional) pueda calificar y juzgar su 

razonabilidad, proporcionalidad, y sometimiento o no al texto constitucional, lo cual derivaría 

en una anomia constitucional según los presupuestos que el profesor Santiago Nino 

manifestó en su basta trayectoria.  

Con base a lo expuesto, la norma suprema boliviana tiene la notable virtud de 

contener claros mandatos de directa y e inmediata aplicación, como lo son los artículos 16, 

37, 77.I y 321.II, consonantes con los fines y funciones esenciales del Estado, 

particularmente con los establecidos en los incisos 4) y 5) del artículo 9, y también con los 

valores consagrados en el artículo 8; todos amparados en un manto filosófico y cosmovisión 

fundacional que está sostenido desde en el propio preámbulo de la Constitución, que 

identifica un Estado convivencia colectiva, con acceso al agua, trabajo, educación, salud y 

vivienda para todos sus habitantes. En consecuencia, dichos mandatos que establecen la 

primaria responsabilidad financiera y prioridad de atención en la política fiscal para los 
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derechos a la salud, educación, alimentación y vivienda, no pueden ser abstraídos del juicio 

constitucional, y los gobernantes de turno sea cual sea su propuesta electoral y estandarte 

ideológico-partidario, deben obligatorio cumplimiento a dichos mandatos. La constitución 

boliviana contempla el control normativo para que cualquier ley en sentido formal y material 

con duda sobre su compatibilidad respecto a la norma suprema, sea sometida a un test por 

parte del Tribunal Constitucional Plurinacional; y la ley del presupuesto general del Estado 

no puede ser la excepción, porque de lo contrario -como se señaló antes- sería un 

reconocimiento de impunidad a acciones contrarias a la Constitución, es decir que, con la 

premisa de ejercer una atribución política de diseño y aprobación del presupuesto, el 

presidente y legisladores arrogándose su poder originado en el voto popular para validar su 

mandato circunstancial, discrecionalmente asumirían decisiones referentes al diseño y 

distribución de recursos económicos que pertenecen a todos los bolivianos, los cuales 

justamente son el instrumento económico y jurídico – material para el libre, progresivo y 

digno ejercicio de sus derechos.  

La dicotomía entre lo “político” y lo “jurídico” en constante tensión por su inevitable 

amalgama en la ecuación democrática, -aunque parezca obvio resaltarlo- deben 

armónicamente circunscribirse a lo que está establecido en la norma suprema, 

sosteniéndolos como eje, el principio de separación de los órganos de poder. Verbigracia, 

una ley aprobada por el Órgano Legislativo y promulgada por el presidente, es una decisión 

política, materializada con base a las atribuciones y procedimientos establecidos en la 

Constitución; sin embargo, cuando esta ley es cuestionada por ser incompatible con la norma 

suprema, el Tribunal Constitucional Plurinacional, debe ser este árbitro con idoneidad 

jurídica, quien realice el test correspondiente, para juzgar si es o no compatible esa decisión 

política, con los mandatos axiológicos, dogmáticos y orgánicos de la Constitución.  

Nótese que, en materia constitucional, esencialmente en acciones tutelares, se 

reconoce el daño irreparable como argumento fáctico para solicitar una tutela que prescinda 

de la subsidiariedad, y proteger derechos que puedan ser irreversiblemente vulnerados. El 

tiempo es un recurso finito de toda forma de vida, por lo tanto, generaciones -principalmente 

de los sectores más vulnerables- cuyo gobierno no ha cumplido con la debida atención en la 

medida de los recursos disponibles para potenciar y desarrollar los derechos a la salud, 

educación, alimentación y vivienda; ha vulnerado intergeneracionalmente esos derechos, 

por omisión y regresión, cuyas consecuencias son irreversibles, no pudiendo ser resarcidos 

ni mucho menos compensados, por todo ese tiempo que no han podido tener mejores 

condiciones para el desarrollo de sus proyectos de vida y libre desarrollo de su personalidad, 

en el marco de los valores constitucionales, principalmente del del vivir bien y vida 

armoniosa. Por lo expuesto, esperar un período o períodos de mandatos para votar por otros 
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candidatos o partidos políticos para la presidencia y asamblea legislativa, porque los 

predecesores asumieron decisiones presupuestarias discrecionales que dilapidaron los 

recursos públicos, resulta -por decir menos- insensato en un Estado Convencional y 

Constitucional de Derecho. En el caso boliviano, invocando a una ucronía39, si acaso desde 

la gestión 2005 hasta la gestión 2015, período de mayor auge económico en Bolivia, en lugar 

de haberse malgastado 2 de 3 dólares de los que disponía el país, se hubieran invertido 

todos esos recursos para potenciar los derechos sociales, esencialmente salud, educación, 

alimentación y vivienda, ahora existirían mejores condiciones de vida, principalmente de los 

sectores más vulnerables, quienes podrían tener actualmente acceso a más oportunidades 

para su educación primaria, secundaria y superior, sostenidos en un libre y digno acceso a 

la salud y alimentación que les podría permitir un enfoque de prioridades en la organización 

de su vida que no se sometan a una sobrevivencia en condiciones pobreza en diferentes 

niveles, logrando aspirar a escenarios laborales independientes o con relación de 

dependencia, pero formando parte actora de la economía y con posibilidades de acceder a 

programas de vivienda.    

La dilapidación de recursos en ítems que no sean derechos e inversión en desarrollo 

productivo así como empresas estratégicas que generen más recursos para dar 

sostenibilidad económico a un desarrollo progresivo de derechos; de forma inminente 

mantiene o incluso empeora los índices y condiciones de pobreza y brechas sociales, 

mermando la calidad y condiciones de los proyectos de vida, libre desarrollo de la 

personalidad, distanciándose del verdadero paradigma del “vivir bien” y “vida armoniosa” de 

lo habitantes del Estado, esencialmente de los sectores más vulnerables.  

Como conclusión final, en un Estado Convencional y Constitucional de Derecho, 

ningún órgano de poder ni las personas que lo ejercen circunstancial y periódicamente, 

pueden tener atribuciones discrecionales o tangencialmente al margen del control de pesos 

y contrapesos del sistema imperante. En tal sentido, el diseño y disposición del presupuesto 

general del Estado que no se someta expresamente a los mandatos constitucionales 

establecidos en los artículos 16, 37, 77.I y 321.II, tienen que ser motivo de control normativo 

de constitucionalidad, con un análisis axiológico, dogmático y orgánico integral que permita 

juzgar si el presidente y en su caso la asamblea legislativa, han cumplido con una asignación 

presupuestaria prioritaria de los derechos a la salud, educación, alimentación y vivienda, y 

que además no hayan cometido un acto de regresividad al asignar un menor porcentaje para 

del desarrollo de dicho derechos, comparativamente a una gestión anterior. Este ejercicio y 

puesta en marcha de los pesos y contrapesos del sistema actual, resguardaría la democracia 

 
39 Reconstrucción de la historia sobre datos hipotéticos. Es un ejercicio ficticio.  
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como un bastión equivalente a una protección y vigilancia permanente del desarrollo 

progresivo los derechos humanos en las políticas fiscales.  
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RECOMENDACIONES 

La Ley del Presupuesto General del Estado define el manejo y rumbo económico del 

país y, asimismo, según el monto asignado a cada órgano de poder e institución, se 

determina cuáles serán las condiciones de funcionamiento y servicio de estos a la población 

y a la democracia. Por lo tanto, en un Estado Convencional y Constitucional de Derecho, en 

el cual el equilibrio de poderes es un pilar angular de la preservación de la democracia, no 

cabe la premisa de que dicha ley sea emitida y decidida únicamente por el presidente en su 

condición de máximo representante del Órgano Ejecutivo, sin la imprescindible aprobación 

del Órgano Legislativo, como un contrapeso que no sea de carácter jurisdiccional y 

constitucional.  

El presupuesto general si bien tiene una indispensable necesidad de ser aprobado 

por cuestiones operativas y de funcionamiento institucional del Estado, este no debe 

continuar rigiéndose a la voluntad unilateral del presidente, puesto que, según el artículo 158 

inc. 11) de la Constitución boliviana, si en el período de 60 días la asamblea legislativa 

plurinacional no aprueba la ley propuesta, es automáticamente aprobada y por ende 

habilitada para ser promulgada por el presidente.  

Es preciso citar el reciente caso de Estados Unidos de la gestión 2025, referente al 

"government shutdown" emergente de un desacuerdo en el Congreso de dicho país entre 

republicanos y demócratas, cuyo órgano de poder es el que aprueba el presupuesto según 

lo diseñado por el presidente. En dichas circunstancias, las agencias federales dejan de 

funcionar debido a que no pueden disponer de recursos que no hayan sido previamente 

aprobados por el congreso estadounidense. Sin embargo, existen servicios esenciales que 

continúan en funcionamiento independientemente del conflicto político-económico de 

aprobación presupuestaria, como ser el caso de seguridad nacional, prestaciones de 

asistencia social, y otros que por su naturaleza no son afectados por el desacuerdo político 

en el diseño del presupuesto general.  

Aún en un Estado Convencional y Constitucional institucionalmente sólido y 

confiable, algunos actos de gobernantes carentes de ética y compromiso democrático, no 

son posibles de regularlos y sancionarlos por la norma suprema y leyes, porque pondría en 

riesgo la libertad de expresión y pensamiento, así como la diversidad como pilar angular de 

la democracia. Sin embargo, en el entendido de que ningún sistema político-jurídico es 

perfecto, porque la conducta humana es imprevisiblemente diversa, siempre existirán 

falencias autoinmunes40 del sistema constitucional. Es decir, en el entendido de que la 

 
40 En términos médicos, estar afectado por una enfermedad autoinmune, significa que el sistema inmunitario ataca 
por error las células sanas de sus órganos y tejidos. Por lo tanto, aplicando la metáfora, una inconducta de 
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democracia está sustancialmente compuesta por la diversidad de sus actores; la probable 

falta de acuerdos políticos entre órganos de poder, por factores político-partidarios motivados 

por cálculos para obtener cupos de poder, y no así por motivos político-sociales de 

convicción y defensa de los intereses de la población, pueden derivar en consecuencias 

negativas inmediatas, así como a mediano y largo plazo. En el caso concreto de la hipotética 

dilación en la aprobación de una ley del presupuesto general por falta de consensos, sean 

cuales sean los motivos -subjetivos- alegados por los representantes de uno y otro partido 

político (razonables y éticos, o no); la falta de decisión y consenso que provoque el 

“shutdown” del funcionamiento de las instituciones del Estado, podría ser usado como un 

mecanismo de chantaje y pulseta de todos los bandos contendientes que tienen el deber 

tomar una decisión, porque su falta de consenso colateralmente tendría como víctima a la 

población, y peor aún, los sectores más vulnerables, generándose un estado de cosas 

inconstitucional. 

En tal sentido, en el caso boliviano, vía reforma constitucional, sería recomendable 

disponer que el Órgano Legislativo sea el encargado de la última decisión para la aprobación 

del presupuesto general del Estado diseñado por el Órgano Ejecutivo. Ahora bien, ante el 

inminente riesgo de falta de acuerdos políticos que paralicen la aprobación del presupuesto 

de la gestión correspondiente, y se generen disfunciones en el normal o cotidiano 

funcionamiento del Estado que derivaría en una masiva afectación de derechos de todos los 

habitantes del Estado; se hace necesaria la aprobación de una Ley Marco del Presupuesto 

General del Estado, es decir, aquella que permita brindar operatividad al funcionamiento 

institucional del Estado en todos sus niveles entretanto la ley del presupuesto general de la 

gestión sea aprobada por la asamblea legislativa y promulgada por el presidente. 

Lógicamente, en esta ley marco deben priorizarse las asignaciones presupuestarias 

para salud, educación, alimentación y vivienda, manteniendo sus programas y también los 

recursos asignados en una gestión anterior, para evitar su regresividad y asegurar su 

atención progresiva. Por otra parte, los salarios de funcionarios públicos de las 

municipalidades y gobernaciones que brindan servicios a la población, así como los gastos 

operativos corrientes de dichos niveles del Estado, también deben ser considerados como 

imprescindibles. 

En Suiza, existe la "Ley de Presupuestos de Base" (Basisfinanzierungsgesetz). En 

este caso, si el parlamento no logra aprobar el presupuesto para el año siguiente antes del 

 
obstaculización por parte de funcionarios electos por voto popular basada en motivos antiéticos, pero no 
sancionables por norma; es una falencia del sistema constitucional, pero que está protegido a su vez por los 
principios y reglas constitucionales, porque resguardan la diversidad democrática y el debate público como medios 
para ejercer atribuciones y decisiones políticas.   
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inicio del año fiscal que comienza el 1° de enero, entra automáticamente en vigor dicha ley 

base. Esta norma permite que, el Estado a través de sus instituciones pueda seguir erogando 

recursos con base a los niveles presupuestarios del año anterior, pero con ajustes por 

inflación. Dicha ley al ser un marco o base referente a la distribución del presupuesto no 

requiere aprobación anual, porque está vigente como respaldo de continuidad del 

funcionamiento institucional del Estado. Similar sistema existe en México con su Ley Federal 

de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.  

El artículo 134.4 de la Constitución española, dispone que, si la “Ley de 

Presupuestos” no se aprobara antes del primer día del ejercicio económico correspondiente, 

se considerarán automáticamente prorrogados los Presupuestos del ejercicio anterior hasta 

la aprobación de los nuevos. En tal sentido, el caso español si bien no tiene una ley base o 

marco, su norma suprema establece que la falta de aprobación automáticamente permite 

prorrogar y aplicar las mismas disposiciones económicas de la ley anterior. Solamente 

cuando sea aprobada la nueva ley para la gestión correspondiente, el gobierno (órgano 

ejecutivo) podrá presentar proyectos de ley que impliquen aumento del gasto público o 

disminución de los ingresos correspondientes al mismo ejercicio presupuestario.  

Existen formas conocidas en otros países para evitar un shutdown del Estado. En 

conclusión, para el caso boliviano, se considera que una solución la cual evite una riesgosa 

facultad discrecional ejercida por el presidente y un probable empantanamiento político-

económico en el órgano legislativo, y a su vez se asegure la aplicación directa de lo dispuesto 

en los artículos 37, 77.I y 321.II de la Constitución, es la aprobación y promulgación de una 

ley marco del presupuesto general del Estado; sin embargo, dependerá de un gran 

desprendimiento y vocación democrática de los gobernantes, porque se neutralizaría el 

ejercicio de su poder en las decisiones presupuestarias de cada gestión, pero brindaría de 

certidumbre política y económica a la población, segura de que cualquiera sea el raigambre 

o talante de los actores en el ejercicio de poder, sus derechos estarían financieramente 

garantizados y no dependería de una circunstancial disputa político-partidaria. 

Una última recomendación, es que esa ley marco del presupuesto general del 

Estado, invocando un principio democrático de la libertad de expresión e información con 

base a cánones de transparencia y claridad; socialice en términos simples y porcentuales 

fidedignos las asignaciones presupuestarias del Estado, no solamente para los derechos 

económicos sociales y culturales, sino también para los órganos de poder e instituciones, y 

también otros ítems como propaganda y gastos no orientados al inversión pública ni 

desarrollo productivo, para que la población pueda verificar la existencia o no de un equilibrio 

coherente y destino racional de los recursos públicos.  
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ANEXOS 

PREGUNTAS A EXPERTOS EN DERECHO CONSTITUCIONAL COMO MÉTODO 
APLICADO.- 

A continuación, se ilustra mediante cuadro de elaboración propia, el método aplicado: 

¿Qué métodos y 
técnicas necesito 
para obtener 
información? 

 

 

Métodos, técnicas 
e instrumentos 
(Diseño) 

¿A quiénes será 
aplicado? 

 

 

 

Población y 
muestra (Diseño) 

¿Qué información espero? 
Finalidad 

 

 

 

Diseño de instrumento 

Entrevista  Entrevista dirigida 

a abogados 

especialistas en 

derecho 

constitucional. 

Conocer su criterio respecto a la 

justiciabilidad de los DESC, y la 

posibilidad de declarar 

inconstitucionales leyes 

presupuestarias que vulneren el 

principio de regresividad. 

Entrevista Entrevista dirigida 

a Magistrados del 

TCP 

Conocer su criterio respecto a la 

justiciabilidad de los DESC, y la 

posibilidad de declarar 

inconstitucionales leyes 

presupuestarias que vulneren el 

principio de regresividad. 

- Avances del principio de 

progresividad y justiciabilidad 

de los DESC, en la 

jurisprudencia constitucional 

boliviana.  

 



153 

El objetivo y motivo del método elegido, es recabar información sobre avances 

jurisprudenciales en materia de DESC, y su directa justiciabilidad; y qué criterios (sub reglas) 

deberían existir para declarar la inconstitucionalidad de una Ley del Presupuesto General del 

Estado, que sean contrarias al principio de progresividad, valores y fines esenciales del 

Estado. 
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ENTREVISTA DIRIGIDA A ABOGADOS EXPERTOS EN DERECHO CONSTITUCIONAL Y 
DERECHOS HUMANOS 

1. ¿Conoce algún precedente jurisprudencial referente a una sentencia estructural que 

haya emitido el Tribunal Constitucional, protegiendo algún DESC? 

2. ¿Considera suficiente una sentencia estructural para proteger los DESC, y no una que 

sea capaz de incidir directamente en las asignaciones presupuestarias desde su 

origen (Ley del Presupuesto General del Estado)? 

3. ¿El principio de progresividad y no regresividad de los DESC, es directamente 

justiciable? 

4. ¿Considera que, dar un amplio margen de discrecionalidad al órgano ejecutivo y 

legislativo para decidir las asignaciones presupuestarias, es democrático y coherente 

en un Estado Convencional y Constitucional de Derecho? 

5. ¿Considera posible y necesario que, existan subreglas que permitan al TCP, declarar 

la inconstitucionalidad de una Ley del Presupuesto General del Estado, que sea 

contraria al principio de progresividad y no regresividad? 

6. Los artículo 37, 77.I, 321.II de la C.P.E., son un mandato constitucional que fija 

expresamente prioridades presupuestarias que, en caso de no ser cumplidas, 

¿pueden ser un motivo de inconstitucionalidad de una Ley del Presupuesto General 

del Estado?  

7. ¿Considera que, la declaración de inconstitucionalidad de una ley que aprueba el 

presupuesto General del Estado, vulneraría el principio de separación de los órganos 

de poder? 

8. ¿La pandemia mundial por el SARS COV 2 (COVID 19), debe hacernos reflexionar 

sobre las prioridades presupuestarias de cada Estado, y pedir una intervención más 

activa del Tribunal Constitucional como guardián de la Constitución? 

  



155 

PUBLICACIONES DE PRENSA.- 
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